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En el momento actual, cuando el problema social está planteado de tal modo que 

sólo se discuten instrumentos y consecuencias, sin que nadie se preocupe por los objetivos 

y las causas, creemos que es necesario restablecer algunas jerarquías intelectuales o, al 

menos, ciertos puntos de referencia para la comprensión de la realidad, para posibilitar la 

acción.  

 

Al principio de este capítulo, citamos a Eric Hobsbawn y su concepto sobre el 

estado actual del mundo, “en el que no sólo no sabemos hacia adonde nos dirigimos, sino 

tampoco hacia adónde deberíamos dirigirnos”. La propuesta que exponemos consiste en 

presentar una visión integral de la sociedad que permita interpretar viejos mapas y nuevas 

topografías, para descubrir valles fértiles y evitar desiertos. 

 

Esta nueva visión se articula sobre la definición de los diferentes sectores constitutivos de 

la sociedad, de las distintas áreas de la actividad humana, desde las más abstractas hasta las 

más concretas. Como se explica en el capítulo 1, llamamos “órdenes sociales” a esos 

diferentes sectores. Nos interrogaremos sobre sus principios y naturaleza, pero también 

sobre su funcionamiento interno, sus relaciones y, lo más importante, sobre los conflictos 

que se generan.  

 

II. Optimismo y pesimismo  

 

1. Optimistas y pesimistas 

 

En el punto anterior hemos visto cómo la incertidumbre es uno de los rasgos 

dominantes de la crisis actual; frente a ella surgen diferentes teorías posibles para pensar la 

realidad y orientar la acción. Creemos que la más pertinente es aquella basada en la 

contraposición entre lo óptimo y lo pésimo, que desarrolla André Comte-Sponville. 
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Abordamos aquí un problema permanente, que el sentido común identifica con la 

imagen de la botella mitad vacía o mitad llena. Desde el punto de vista filosófico, el 

optimismo y el pesimismo constituyen dos actitudes opuestas frente a los problemas.  

 

 

2. La línea del optimismo.  

 

2.1. La esencia del optimismo 

 

Las tesis del optimismo tienen su precursor y sostenedor en el filósofo y matemático 

alemán Gottfried Wilhelm Leibniz, quien a principios del siglo XVIII sostenía que desde el 

punto de vista de la lógica pura existe un número infinito de mundos posibles; todos ellos 

quieren existir, pero Dios elige al más perfecto posible, al óptimo (de allí que la tesis de 

Leibniz se llame optimismo). “El principio de contradicción opera una primera selección 

entre los posibles; el principio de razón suficiente explica por qué ciertos posibles más que 

otros han llegado a la existencia”.57 Queda por aclarar por qué si el mundo es óptimo existe 

el mal. Leibniz explica que el mal es condición necesaria para que exista el bien y que éste 

es el mejor de los mundos posibles, porque el mal existe en el mínimo indispensable para 

que haya un máximo de bien. La doctrina del poeta y filósofo inglés Alexander Pope lo 

lleva al extremo: todo lo que es, está bien; y el mal sólo es una apariencia.  

 

Frente a este optimismo, ironizaba Voltaire: “Está demostrado que las cosas no 

pueden ser de otra forma, pues estando hecho todo para un fin, todo se lleva a cabo 

necesariamente para el mejor fin. Fijáos en que la nariz existe para llevar gafas; por esta 

razón existen las gafas. Las piernas están visiblemente instituidas para ser calzadas, y por 

eso nosotros llevamos medias. Las piedras están hechas para ser talladas y hacer castillos; 

de esa forma el señor tiene un maravilloso castillo: el más grande barón de la provincia 

                                            
57 Véase José Ferrater Mora, op.cit., tomo II, pág. 27. 
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debe ser el mejor alojado; los cerdos están hechos para ser comidos y nosotros comemos 

cerdo durante todo el año; por lo tanto, los que han afirmado que todo está concluido, han 

dicho una tontería: se debe decir que todo mejora”.58  

 

 

2.2. El optimismo liberal 

 

El liberalismo, en sentido amplio, es ante todo una actitud mental que procura 

analizar e integrar, a la luz de sus supuestos, las relaciones intelectuales, morales, 

religiosas, sociales, económicas y políticas que se establecen en una sociedad. Con el 

tiempo se fue transformando en un movimiento en contra de la interferencia del Estado, 

cuya política debería limitarse a promover las libertades individuales y de grupos.59 Para 

entender su ámbito de acción y su significado, es necesario considerar las relaciones entre 

los procesos democráticos, el liberalismo político y el liberalismo económico; un esquema 

elemental de esas vinculaciones figura en el cuadro 2, capítulo 5. 

 

Con respecto a su actitud filosófica, el liberalismo adopta un optimismo de 

“segunda vuelta” o “segunda selección”. Como lo señala Comte-Sponville, en primera 

instancia tiene una visión pesimista del hombre y reconoce que es egoísta por naturaleza; 

pero en su elaboración teórica transforma ese pesimismo en optimismo: para ellos, el 

egoísmo, lejos de ser un defecto es una virtud, porque la suma de los egoísmos conduce al 

bienestar de todos. “Una vez admitido que los hombres son lo que son (egoístas), basta con 

dejar jugar libremente los mecanismos del mercado –afirman– para que la economía (que 

se autorregula espontáneamente por el juego de los conflictos, las competencias y los 

intereses) funcione del mejor modo”.60 Se recogen así algunas de las tesis de Adam Smith, 

quien sostenía que cada individuo “es guiado por una mano invisible a realizar un fin que 

no está en sus intenciones; (...) mientras busca exclusivamente su interés personal, (cada 
                                            

58 Voltaire, Novelas y cuentos. Cándido o el optimismo, Bruguera Mexicana de Ediciones, S.A., México, 1977, pág. 188. 
59 Véase Guido de Ruggiero, “Liberalism”, en la Encyclopaedia of the Social Sciences, The Macmillan Company, Nueva 
York, 1948, volumen 9, págs. 435 a 441. 
60 André Comte-Sponville, Valeur et verité, op. cit., págs. 152 y 153. 
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individuo) trabaja por el interés de la sociedad de manera mucho más eficaz que si ese fuera 

realmente su propósito”.61  

 

Tal es la tesis liberal clásica, que en el plano económico se manifiesta hoy como 

neoliberalismo. Ignora que Smith analizó y escribió sobre el mundo que conoció, es decir 

sobre el Reino Unido de fines del siglo XVIII. En ese sentido, el neoliberalismo empobrece 

el análisis profundo que realizó Smith, en particular sus observaciones críticas sobre el 

comportamiento empresario, para retener como atemporales conceptos que describen una 

realidad histórica. Así, los neoliberales proponen un ideal de equilibrio económico: óptimo, 

estable, eficiente, con los precios “justos” determinados con objetividad, en armonía.  

 

En la práctica consiste en una apología de la realidad; toda deficiencia del sistema 

se atribuye a que no se siguió a fondo la receta neoliberal, a que no se implantó la ley del 

mercado en la actividad que se manifiesta como defectuosa. Sin embargo, existen áreas 

fundamentales para la vida en sociedad que el mercado ignora: la justicia social; la desigual 

distribución de riqueza, de educación, de oportunidades reales y de poder de presión; la 

conservación del medio ambiente; el desarrollo regional; el equilibrio internacional; el 

desarrollo tecnológico; las políticas de mediano y largo plazo.                                                           

 

Se da también un rasgo típico de los fundamentalismos optimistas: para ellos, el 

neoliberalismo no sólo es el camino verdadero sino que es el único posible. En primer 

lugar, la política global es la correcta porque, no obstante las dificultades y los 

padecimientos presentes, marchamos hacia lo mejor (“estamos mal, pero vamos bien”). De 

allí que haya que persistir, aunque la situación empeore, con lo que se está cumpliendo con 

una de las características de las grandes necedades en la historia: el empecinamiento en el 

error. En el plano económico, afirman que las restricciones que vienen del exterior hacen 

inviable cualquier política alternativa a la actual; y como hay en la economía internacional 

                                            
61 Adam Smith, Recherches sur la nature et les causes de la richesse des nations, Gallimard, Paris, 1976, pág. 256 
(primera edición en 1776). 
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grandes oportunidades sólo aprovechables si se mantiene esa política, cualquier otra, aun si 

fuera posible, sería indeseable. 

 

3. La línea del pesimismo 

 

3.1. Las tesis del pesimismo 

 

Frente a las tesis optimistas, surgieron las pesimistas, palabra creada por el filósofo 

alemán Arthur Schopenhauer para marcar su oposición a la doctrina de Leibniz. Para él, el 

mundo es obra de una voluntad indiferente al bien y al mal que, sin embargo, es más mala 

que buena, puesto que es esencialmente egoísta en cada una de sus manifestaciones. “El 

verdadero problema del pesimismo consiste en saber si la voluntad no es, tal vez en todas 

partes y en todo caso en la humanidad, una potencia maligna, de las que nos importa ante 

todo librarnos: es eso lo que Schopenhauer, a mi parecer, ha visto muy profunda y muy 

justamente”.62 Esta puede ser la clave del problema: en esta concepción, el pesimista no es 

aquel que cree que todo irá mal, sino quien opina que lo importante es librarnos de las 

potencias malignas.  

 

“La oposición entre el optimismo y el pesimismo nace de una confrontación entre la 

realidad y el valor. (...) El pesimismo no parece sólo una lectura de la experiencia: expresa 

también una protesta de la conciencia contra lo real en nombre del valor. En todas las 

formas del pesimismo es la exigencia del valor la que aparece como la célula-madre”.63 

 

Una vez más, debemos criticar cierto sentido común, ese famoso negrero de los 

espíritus según la frase de Gramsci. Así como se confunde al optimista con el de mayor 

voluntad, muchas veces se percibe al pesimista como al pasivo, cuando no reaccionario, 

                                            
62 Véase Jules Lachelier, citado en André Lalande, Vocabulario técnico y crítico de la filosofía, Librería El Ateneo, 
Buenos Aires, 1967, págs. 720, 721, 763 y 764 (primera edición en francés, en 1962). 
63 Véase Louis Lavelle, Traité des valeurs, Presses Universitaires de France, Paris, 1950, tomo 1, págs. 718 y 719. 
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temeroso del futuro. Se equipara así al pesimista con el malhumorado, cuando a veces sólo 

procura analizar la situación política con realismo y no con ilusión, de la misma manera que 

se trata de actuar en política con impacto real y no con fantasía. Así lo confirma el 

testimonio de las caricaturas políticas, algunas de notable factura como lo prueba la obra de 

Daumier, que lejos de incitar a la melancolía abren la puerta a la forma más demoledora de 

la opinión política: la ironía.  

 

3.2. Lo pésimo como guía de la acción política 

 

La orientación “pesimista” es seguida por André Comte-Sponville, quien plantea 

una línea de acción política basada en lo “pésimo” de cada situación social. Es importante 

comprender el sentido de lo “pésimo” en el contexto del pensamiento de Comte-Sponville, 

puesto que resulta un concepto central en nuestro análisis. No intenta repetir la vieja e 

ineficiente consigna catastrofista de “cuanto peor, mejor”, que considera a la 

profundización de los males sociales, políticos y económicos como la antesala de una nueva 

política mejor. La experiencia ha demostrado que la aplicación de este dicho ha sido, en 

general, el preludio de situaciones y gobiernos todavía peores que los que se atacaba. No. 

De lo que se trata es de plantear una comprensión política para combatir lo pésimo 

existente en la sociedad.  

 

Por supuesto, esta conceptualización no es inocente. Hay algo de revolución 

copernicana en dejar de perseguir lo mejor –la sociedad ideal, tan deseable, pero a la vez 

tan vaga, tan lejana–, para concentrarse en lo pésimo, que sí existe, nos rodea, y en exceso; 

no para fomentarlo ni ayudarlo en su crecimiento –ya le va bastante bien solo–, sino para 

combatirlo. Demos vuelta el orden de las categorías: el buen gobierno no es el que se 

ilusiona con alcanzar lo mejor, sino el que identifica primero a lo peor de una situación, lo 

reduce o suprime.   
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La diferencia entre lo peor y lo mejor “es que lo mejor no existe ni puede existir a 

corto ni a mediano plazo: lo mejor es objeto no de conocimiento sino de imaginación, no de 

voluntad sino de esperanza. Lo peor, al contrario existe (por desgracia, existe demasiado). 

Es objeto no de sueño sino de conocimiento, no de esperanza sino de voluntad. No se trata 

más de un posible, que sólo puedo imaginar, sino de una realidad, sobre la que puedo 

actuar. (...) Saber lo que queremos, es menos saber cuál sería la mejor sociedad posible (lo 

que quedaría en utopía) sino saber qué es lo peor en la sociedad real: saber lo que 

queremos, es primero saber lo que no queremos más, lo que queremos combatir, lo que 

queremos cambiar”.64  

          

3.3. Ejemplos de lucha contra lo pésimo 

 

El enfrentamiento de los pésimos tiene un hondo significado político: lejos de 

significar una política minimalista, de corto plazo y sin mayor trascendencia, implica una 

transformación profunda. Basta con llevar a sus últimas consecuencias el ataque a lo 

pésimo, para chocar contra las estructuras de poder que lo sostienen. Por ejemplo, si se 

considera el pésimo de la desocupación, a poco de andar se tropieza con la organización 

económica, con las políticas seguidas, con los ajustes aplicados (fiscal, monetario, de 

comercio exterior) y los desechados (oferta y demanda de trabajo, producción real y 

potencial, distribución del ingreso más justa); con las políticas que atacan los efectos y las 

que quieren modificar las causas. En definitiva, lo que se cuestiona es la estructura del 

poder económico.  

 

Otro caso típico es el de la corrupción. En cuanto se lo profundiza, se llega a las 

raíces del sistema político y económico: la interpenetración entre los negocios y el Estado, 

el verdadero funcionamiento del régimen de licitaciones públicas, el enriquecimiento de 

funcionarios y políticos, la función corruptora de los grandes negocios, la pérdida de 

credibilidad en políticos y jueces, la sujeción de los partidos políticos a las empresas que 
                                            
64 André Comte-Sponville, op. cit., págs. 156 y 158. 
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los financian, la sensación de que todo se compra y todo se vende. Si se investigara la 

corrupción a fondo, se llegaría a una renovación de la vida política. Recuérdese lo que 

ocurrió en Italia: la coalición que gobernó durante cincuenta años se deshizo y muchos de 

sus jefes están presos, prófugos y algunos hasta se suicidaron; y todo ello por la acción de 

un grupo de jueces independientes y honestos, que comenzaron juzgando casos de menor 

importancia y terminaron con la derrota de un sistema político. 

 

En la lucha contra lo pésimo ya no se pelea por abstracciones, sino a partir y en 

contra de realidades concretas; con frecuencia, se entra en conflicto con concepciones 

teóricas que confunden el interés superior y permanente del país con el interés individual; 

en la práctica se combate contra grupos de interés sectorizados, a veces contra mafias.  

 

En la aplicación de una política contra “lo pésimo”, es posible individualizar los 

males que existen y atacarlos según una escala de prioridades y un cuidadoso programa; se 

procede de abajo hacia arriba, suprimiendo lo peor existente en cada nivel. Porque los 

pésimos no son anecdóticos o de menor importancia, sino que están imbricados y se 

difunden. El desempleo, por ejemplo, tiene significado económico, se transmite a todo el 

ámbito social y puede llevar a uno de los mayores pésimos, que es la sociedad dual, en la 

cual coexisten una enorme mayoría de pobres con una escasa minoría de muy ricos. 

 

3.4. La resistencia a la política contra lo pésimo 

 

La política de ataque a los pésimos no es de fácil ejecución. La inercia suele marcar 

el rumbo en la actividad pública; es obvio que los beneficiarios de la política que se aplica 

tratan de que se conserve. Las teorizaciones de justificación procuran legitimar privilegios, 

cuando en el fondo no se trata de lucubraciones teóricas, sino de la defensa de intereses 

concretos. Pero la resistencia no se limita a lo teórico; cualquier intento de atacar a un 

pésimo levanta una enconada oposición en los hechos. A la defensa razonada de privilegios 

consolidados, se une la soberbia de quienes se consideran dueños de la verdad y del país, de 
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vida y hacienda. Además, la actual clase dominante sabe que cuando se defienden 

privilegios injustos, no debe concederse nada, pues se corre el riesgo de perderlo todo; si 

levantan un poco la compuerta, es posible que se los lleve el agua. Así, el “gatopardismo”, 

que en otras épocas fue un importante instrumento para aliviar presiones, ahora está muy 

relegado y acotado. No van a incurrir en el error de Luis XVI de Francia, que abrió el juego 

y llamó a los Estados Generales; además, por los tiempos que corren, tienen la ventaja de 

que a nadie de la oposición se le ocurre levantar Cahiers de doléances (Cuadernos de 

quejas) sistemáticos y multitudinarios.  

 

De allí que muestren una repugnancia militante, absoluta y dogmática, contra la 

aplicación de cualquiera de las medidas que se han adoptado en países desarrollados para 

suprimir o paliar diversos pésimos, que no pasan de modestas reivindicaciones social-

demócratas o de la doctrina social de la Iglesia. Algunas de esas disposiciones se enuncian 

en la tercera parte del capítulo 5, al solo efecto de mostrar la posibilidad de políticas 

alternativas. Hablamos de políticas antimonopólicas y de regulación; de la selectividad 

frente al flujo de capitales externos; de la captación estatal de la renta de los recursos 

naturales; de la participación popular a través del régimen electoral; de los “cuadernos de 

quejas”; del gasto público con participación; de la participación obrera en las empresas; del 

ingreso mínimo de inserción; de la continuidad de las prestaciones sociales; de la 

disminución del tiempo de trabajo; de las políticas de emergencia; por último, del 

significado operativo de la regulación de los órdenes sociales. 

 

3.5. La política contra lo pésimo 

 

El combate contra lo pésimo aparece como una salida posible para la crisis. Si los 

gobernantes no saben por donde empezar, resolver lo urgente con visión de futuro puede 

ser negocio (electoral). Si los gobernantes no lo vislumbran, entonces el negocio (político) 

de los gobernados será el de denunciar las políticas irreales, las medidas erradas, para 

forzar un cambio de política.  
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Sin embargo, estamos sumidos en la confusión, que se refleja en los medios de 

comunicación; así, las secciones de los diarios se trastruecan: las noticias de política y de 

economía se confunden a veces con las policiales, a veces con el humor (negro); y en la 

página de humor se encuentra más de una vez el mejor análisis político (en ese sentido la 

historieta de Altuna y los dibujos de Fontanarrosa, de Sabat, de Caloi y de Sendra, todos en 

Clarín de Buenos Aires, son excelentes ejemplos). 

 

De lo que se trata es de identificar a lo pésimo para reducirlo o suprimirlo. Como 

señalamos, es una tarea muy difícil, puesto que, por una parte debe afrontarse una 

oposición cerrada del establishment; y por la otra, en situaciones de crisis lo pésimo asoma 

en muy distintos ámbitos; por ello se corre el riesgo de dejarse abrumar. A continuación, 

nos referiremos a las insensateces y los pésimos. 

 

III. Insensateces y pésimos 

 

1. Las insensateces, generadoras de los pésimos 

 

En el capítulo anterior definimos como insensatez o necedad a la que se produce en 

la política cuando se confunden los órdenes sociales o se invierte su jerarquía.  

 

Las insensateces se refieren tanto a las cometidas cuando un orden inferior no 

acepta límites de un orden superior o lo invade; o, en sentido inverso, cuando un orden 

superior invade a otro inferior. En el primer caso se producen situaciones de barbarie y en 

el segundo de “angelismo” o ingenuidad. Estas condiciones pueden existir de manera 

conjunta o alternada, pero la realidad es que de tales transgresiones nacen las insensateces, 

ellas mismas generadoras de los pésimos sociales. En este libro nos referiremos sobre todo 
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a las insensateces que implican barbarie, que son las más difundidas y las que ahora causan 

más daño. 

 

En el cuadro 1 mostramos un esquema de dominación del orden inferior al superior, 

que crea situaciones de barbarie o tiranía.  

Cuadro 1 

El orden inferior domina al superior: barbarie o tiranía 

 

Invasión 

Consecuencias de la invasión o 

de la falta de límites: insensateces 

Consecuencias de las 
insensateces: los pésimos sociales 

Los órdenes económico y 
político invaden al moral 
o no aceptan límites. 

* Falta de sentido nacional. 

* Desentendimiento de las elites.  

 

* Mediocridad.  

* Indiferencia. 

* Impunidad.  

* Irresponsabilidad. 

* Aceptación de la violación de los 
derechos humanos. 

El orden económico 
invade al político o no 
acepta límites. 

* Traslado de la lógica de la ganancia al 
orden político. 

* Justificación de la corrupción y 
subestimación de sus consecuencias 
nocivas.  

* Confusión entre democracia, liberalismo 
político y liberalismo económico. 

* Confusión entre instituciones políticas, 
empresas y organizaciones sociales. 

* Superioridad de la propiedad por sobre la 
democracia. 

* Permitir o promover la desintegración 
estatal y nacional. 

* Destrucción de la integración social y 
económica.  

* Corrupción.  

* Las decisiones políticas se adoptan en 
el ámbito económico. 

* Voracidad del orden económico. 

* Formación de conglomerados que 
controlan la economía nacional. 

* Despolitización. 

* Empobrecimiento de la agenda política. 

* Injusta distribución del ingreso. 
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2. Definición de los pésimos sociales 

 

Los pésimos sociales son las situaciones catastróficas en la vida de un país o de una 

sociedad –por lo común, de ambos– generadas por insensateces, las cuales a su vez son 

provocadas por una transposición de los órdenes sociales. Se producen cuando un orden 

inferior desde el punto de vista de los valores domina a otro orden superior; también se 

originan pésimos cuando un orden superior invade a otro inferior y le impone su lógica de 

funcionamiento.  

 

En la definición de pésimo que adoptamos, se procura disminuir al máximo las 

valoraciones subjetivas. Es cierto que en una situación concreta, la definición de lo pésimo 

variará según sea la pertenencia socio-económica y política de quien la juzgue. Para unos, 

lo pésimo será el desorden y la inestabilidad, así como para otros será la falta de libertad y 

la desigualdad. En lo material y cotidiano, para algunos serán pésimos los altos impuestos y 

la escasez de autopistas; como para otros, la falta de agua y el desempleo.  

 

En este sentido, no se trata sólo de preferencias individuales, sino de la forma cómo 

la organización social soluciona –o no– los problemas básicos de la población. En el fondo, 

es un problema de ordenamiento social; los pésimos, por definición, son sociales. “La idea 

de un aislamiento individual absoluto siempre ha sido una ilusión. Las calidades personales 

más apreciadas, como la independencia, el amor por la libertad, la capacidad de simpatía, el 

sentido de la justicia, son virtudes sociales además de individuales. El individuo 

plenamente desarrollado es el fruto supremo de una sociedad plenamente desarrollada”.65  

 

Para no caer en una controversia que califique más a quienes discuten que a las 

situaciones en sí mismas, adoptamos la escala de satisfacción de necesidades básicas de 

Abraham Maslow. Se trata de una pirámide en la que se ordenan las necesidades a partir de 

las vitales, en la base, hasta los deseos de trascendencia, en la cúspide. Son necesidades 
                                            

65 Max Horkheimer, Eclipse of reason, Oxford University Press, 1947. 
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indiscutibles, inherentes a la naturaleza humana, que en la actualidad nadie podría negar. 

Consideramos como pésimo social todo acto político, económico o social provocado por 

una alteración de los órdenes sociales que, de modo directo, dificulte o impida la 

satisfacción de necesidades humanas, en primer término las vitales.  

 

En la pirámide de Maslow, primero están las necesidades básicas, que son: 

  

1) las fisiológicas (comida, bebida, oxígeno, descanso, vivienda, sexo);  

2) las de seguridad (necesidad de estar a salvo de daños y peligros, en un mundo 

predecible, coherente, justo, con sentido de estabilidad y seguridad).  

 

Maslow consideraba, además, en niveles superiores de la pirámide, a las 

necesidades incrementales, que incluyen:  

 

3) al amor y la pertenencia;  

4) la estima; 

5) la comprensión y el conocimiento;  

6) las estéticas;  

7) la actualización de uno mismo; y 

8) la trascendencia.66 

                                            
66 Las necesidades incrementales a las que se refiere Abraham Maslow son: a) amor y pertenencia: necesidad de 

amor, relaciones de afecto y cuidado, pertenencia a un grupo; b) estima, con dos componentes: primero, respeto a uno 

mismo, con deseo de confianza, competencia, adecuación, realización, maestría; y segundo, respeto a los otros: deseo de 

aceptación, reconocimiento, reputación, aprecio, prestigio; c) comprensión y conocimiento: necesidad de satisfacer la 

curiosidad, de explorar, descubrir, buscar soluciones, nexos y significados, y responder a desafíos intelectuales; d) 

estéticos: necesidad de estar rodeado de belleza; e) actualización de uno mismo: logro de la autorrealización plena y 

utilización del potencial propio; f) trascendencia: ayudar a otros a encontrar su autorrealización y a utilizar su potencial. 

(Véase Abraham Maslow, Motivation and personality, Harper & Bros, 1954, edición revisada en 1970, Nueva York). 
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La mayor parte de los pésimos a los que nos referiremos son los relacionados con la 

satisfacción de las necesidades básicas (las fisiológicas y de seguridad), que constituyen el 

requisito para acceder a las necesidades incrementales. Se trata de un mínimo a cuya 

satisfacción hoy nadie podría oponerse. No existen partidarios abiertos del hambre, la 

esclavitud, la violencia, la inseguridad y la contaminación del medio ambiente. Como 

mucho, algunos podrían considerarlos como “costos” transitorios en aras de un óptimo por 

venir. La discusión podría sobrevenir acerca de las consecuencias indirectas, en tercera o 

cuarta instancia, de algunos actos de gobierno; para evitar tal discusión, que nos privaría de 

los necesarios puntos de referencia, nos referimos al grado en que políticas determinadas 

acercan o alejan la satisfacción de las necesidades más elementales. 

 

3. Conclusión: insensateces, pésimos y formas de combatirlos 

 

Hasta aquí planteamos la comprensión de la política a través del problema de los 

órdenes sociales; caracterizamos también los enfoques basados en lo óptimo y lo pésimo de 

las situaciones. 

 

El panorama para el debate no es alentador. Los grupos dirigentes y sus aliados 

“mediáticos” niegan la posibilidad de alternativas, con un razonamiento en tres etapas. 

Cuando se presenta una política que vulnera sus intereses, se la declara poco seria; si es 

seria, se la decreta irrealizable; pero si es seria y realizable, entonces se invoca la 

globalización o alguna otra deidad pagana, como “el humor de los mercados”, para 

descartar de plano toda discusión. Sin temor a la incoherencia, se afirma que el 

neoliberalismo es el resultado del proceso natural de evolución, al mismo tiempo que 

aparece como verdad revelada (véanse las explicaciones de la historia, en este capítulo). 

Esta debilidad conceptual surge de los discursos cotidianos: “El modelo es innegociable y 

es único”. Si es el único, no debería argumentarse contra la negociación; si es innegociable, 
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significa por el contrario que existen alternativas que no se considerarán, porque se evalúan 

como invencibles las relaciones de fuerza que sostienen al modelo. 

  

En los capítulos 3, 4 y 5 se considerarán las insensateces y los pésimos que se 

generan por la invasión de un orden inferior a otro superior, o cuando los órdenes inferiores  

–desde el punto de vista de los valores– no consienten límites del orden superior. Se 

abordará así el tema en los capítulos sobre la moral quebrada, la política corrupta y la 

economía sin límites.  

 

Cada capítulo termina con algunas medidas aplicadas en otros países para combatir 

a los pésimos. Es tentador fijar en un programa político las principales acciones a 

emprender, pero no pasaría hoy de un enunciado abstracto. No es el rol de dos escritores 

abocarse a una tarea que compete al nivel político y cuya ejecución requiere los recursos 

del Estado. Apenas nos interesa plantear un método que permita entender la política y sirva 

para encauzar el debate de los problemas en su quicio. Por eso no elaboraremos programas 

de gobierno alternativos; a la distancia, sólo se pueden dar orientaciones generales y 

realistas. Su preparación concreta y su aplicación real dependen de las circunstancias y de 

las relaciones de fuerza existentes cuando deban o puedan ejecutarse. En este libro sólo 

queremos evidenciar cómo se atacaron, en otros países, varios de los pésimos que 

enumeramos, con medidas de gobierno exitosas.  

 

En el capítulo 6 sobre utopía y realismo, se plantea la cuestión de la oposición entre 

lo óptimo y lo pésimo; frente a la política de lo óptimo, que se basa en lo irrealizable y 

siempre pospone el bienestar para un futuro indefinido, expresamos la necesidad de la lucha 

contra lo pésimo y enunciamos cuáles son sus requisitos. 

 

Es en ese contexto que queremos demostrar la posibilidad operativa de construir una 

alternativa política, en base al establecimiento de la jerarquía entre los órdenes sociales y al 
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combate contra los pésimos. Esta es una opción real para escapar de la lógica autista que 

impone la insensatez dominante.  
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Capítulo 3 

 

La moral quebrada 

 

   “Yo no puedo hablar más que por mi propia cuenta: los  

    valores de Montaigne o de Spinoza son siempre los míos, y lo 

    eran ya, en lo esencial, los de Sócrates o de Jesucristo. No 

son     nuevos valores lo que necesitamos, sino reinventar una  

    fidelidad a los viejos valores. No hagamos tabla rasa del  

    pasado: no se trata de abolir sino de cumplir. (...)¿Quién  

    puede decidir que la mentira vale más que la sinceridad, que 

    el egoísmo es preferible a la generosidad, que la bondad no 

es     buena? Las modas pasan, los discursos evolucionan, pero ¿en 

    qué cambia eso a lo esencial? (André Comte-Sponville,  

    Valeur et verité, op. cit., págs. 209 y 210). 

 

 

I 

Las insensateces 

 

Cuando el nivel moral es invadido por la lógica de la ganancia y la pulsión de poder 

(órdenes económico y político), se produce una serie de insensateces cuyos efectos inciden 

en el corto y largo plazo. Si bien pueden no advertirse con toda su crudeza mientras se 

originan, son más difíciles de remediar cuando ya se han instalado, pues más que a las 

condiciones inmediatas materiales de la vida, se refieren a lo cultural y a la visión que las 

personas y los grupos tienen de ellos mismos, de su función social, de su pasado, de su 

futuro. 
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1. Sobre el concepto de moral 

 

1.1. Moral y ética 

 

De acuerdo con la definición del diccionario, moral es la “ciencia que trata del bien 

en general, y de las acciones humanas en orden a su bondad o malicia”. Una definición más 

amplia considera otras acepciones. En ese sentido, la moral sería el conjunto de las 

relaciones de conducta admitidas en una época o por un grupo de hombres; o que se tienen 

por incondicionalmente válidas; o una teoría razonada del bien y del mal; o una conducta 

que realice una mayor justicia en las relaciones humanas.67  

 

En el plano filosófico, consiste en el estudio sistemático de la naturaleza de 

conceptos de valor, tales como “bien”, “mal”, “deber”, “justo”, “injusto”. Spinoza escribía: 

“Al deseo de hacer el bien, que viene de lo que vivimos bajo la conducción de la razón, lo 

llamo moralidad”.68 

 

No corresponde considerar aquí a la identidad o diferenciación entre ética y moral, 

que tienen una raíz común, proveniente en un caso del griego y en el otro del latín. 

Adoptamos las definiciones de André Comte-Sponville, quien llama moral “al discurso 

normativo e imperativo que resulta de la oposición entre el bien y el mal, considerados 

como valores absolutos o trascendentes: es el conjunto de nuestros deberes. La moral 

responde a la pregunta ‘¿qué debo hacer?’. Se asume como una y universal. Tiende hacia la 

virtud y culmina en la santidad”.  

 

                                            
67 Véase André Lalande, Vocabulario técnico y crítico de la filosofía, op. cit., pág. 658. 
68 Baruj Spinoza, Etica, parte IV, proposición XXXVII, escolio 1. 
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En paralelo, Comte-Sponville llama ético a “todo discurso normativo (pero no 

imperativo, o sin otros imperativos que los hipotéticos) que resulta de la oposición entre lo 

bueno y lo malo, considerados como valores relativos: es el conjunto reflexionado de 

nuestros deseos. Una ética responde a la pregunta ‘¿cómo vivir?’. Es siempre particular a 

un individuo o a un grupo. Es un arte de vivir: en general tiende hacia la felicidad y 

culmina en la sabiduría”.69  

 

En síntesis, la moral es absoluta, señala deberes y tiende a la virtud; se pregunta 

¿qué debo hacer? La ética es relativa, indica la forma de vivir y tiende a la felicidad; se 

pregunta ¿cómo vivir? La respuesta a esta pregunta básica varía según el entorno histórico, 

socio-económico y cultural; en esencia, depende de la escala de valores de cada individuo o 

grupo.  

 

1.2. La práctica: legitimación e insensateces 

 

Cuando se habla de moral, en un contexto de análisis de los pésimos sociales, lo 

menos que se evoca es la moralina o pacatería, que supone que porque se respeten ciertas 

formas sociales legitimadas como morales, la conducta juzgada, de una persona o de su 

grupo social son, en el fondo, de indudable moral. Allí está el ejemplo de la Inglaterra 

victoriana, donde severos y exigentes miembros de la elite dirigente llevaban una vida 

disciplinada y severa, sin dudar un segundo en hacer trabajar en sus fábricas a niños y 

mujeres en atroces condiciones. De alguna manera, la moralina también puede actuar como 

bálsamo de consuelo: llevo una existencia austera, por lo tanto no es malo que haga trabajar 

a mis empleados en condiciones infrahumanas. Se hablará entonces aquí de moral en su 

sentido de “costumbre”. 

 

                                            
69 André Comte-Sponville, Valeur et verité, op. cit., págs. 191 y 192.  
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La invasión que sufre el nivel moral provoca, dijimos, graves consecuencias sobre 

la estructura cultural de una sociedad. En nuestro caso, analizaremos el debilitamiento del 

sentido nacional y el desentendimiento de las elites. 

 

2. Primera insensatez: la falta de sentido nacional 

 

2.1. El sentido nacional 

 

Hablar de moral y de nacionalidad puede parecer, en un primer sentido, una 

intención casi fascista, si reducimos la moralidad al aspecto exterior (por ejemplo, tener el 

pelo corto), ya sea en la escuela, en el trabajo, o aun en una cancha de fútbol; o si, con 

criterio infantil, limitamos la nacionalidad a algunas de sus exteriorizaciones más notorias. 

Creer que la moralidad y la nacionalidad residen en esos signos es tener poca visión de lo 

nacional y de lo moral.  

 

El sentido nacional es una fuerza constitutiva, estructurante, desde el momento que 

es un valor compartido por un grupo humano con importantes referencias comunes, tales 

como la historia, la cultura y la pertenencia geográfica. Ha sido y es uno de los impulsos 

humanos más fuertes; se asemeja a las religiones y ha prevalecido sobre otros sentimientos 

de solidaridad y de fidelidad.  

 

Con un enfoque histórico, Eric Hobsbawn señala que “el nacionalismo viene antes 

que las naciones. No son las naciones las que hacen los estados y el nacionalismo; es lo 

inverso”; y considera “como hipótesis de trabajo que todo grupo suficientemente 

importante en número cuyos miembros se consideran como formando parte de una misma 

‘nación’ será considerado como tal”.70  
                                            
70 Véase Eric Hobsbawn, Nations et nationalisme depuis 1780, Editions Gallimard, Paris, 1992, págs.19 y 21 

(primera edición en inglés en 1990). 
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El sentido de pertenencia inherente al nacionalismo tiene una dosis de solidaridad social, de 

tal modo que privilegia la homogeneidad social y la integración física nacional. El 

nacionalismo se manifiesta en relación al exterior cuando se siente una opresión o una 

amenaza extranjera; y hacia el interior, según se considere a los conciudadanos y a la 

estructura política y social (cuando un grupo se siente extraño en su propio suelo). Otra 

distinción es la que planteaba Lamartine, del nacionalismo entendido como amor a la patria 

o como odio a los extranjeros; se puede tener uno sin el otro, y eso estructura tipos 

radicalmente opuestos de nacionalismos. Existe, como vimos, una gama diversa de 

nacionalismos y parece un error considerarlos en conjunto sin distinguir.  

 

La primera gran revolución nacionalista del siglo XX, con profundo contenido 

social, fue la Revolución Mexicana de 1910-1917; después de la Primera Guerra Mundial, 

se produjeron las revoluciones nacionalistas de Kemal Ataturk en Turquía y del 

Kuomintang en China. Con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, triunfaron 

movimientos nacionalistas con fuertes ingredientes socialistas en Egipto, Yugoslavia, India, 

Argelia, Vietnam y Cuba. 

 

En los países desarrollados también el sentido nacional es fundamental para realizar 

el proyecto de país deseado y su ausencia invalida todo intento para lograrlo. Un ejemplo 

destacado es el de Francia, en donde, en 1969, el general De Gaulle convocó a un plebiscito 

para dar una nueva estructura institucional a la República. La noche en que lo perdió y 

renunció al gobierno, le dijo a su ex primer ministro Michel Debré: “Y bien, así es; hemos 

vencido a los alemanes; hemos aplastado a Vichy; hemos impedido a los comunistas que 

tomen el poder y a la O.A.S. que destruya la República. No hemos podido enseñarle a la 

burguesía el sentido nacional”.71 Este resumen de su carrera marca los logros de su gestión 

y sus límites, así como la total impermeabilidad de la burguesía a la idea de nación, en tanto 

ésta implica solidaridad social. 

                                            
71 Véase Michel Debré, Entretiens avec le général De Gaulle, 1961-1969, Albin Michel, Paris, 1993, pág. 207. 
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2.2. Sobre la noción de nación 

 

Aquí llegamos al planteo de fondo: ¿Qué es la nación? ¿Qué es ese sentido nacional 

que ha sido y es uno de los impulsos humanos más fuertes, sólo comparable con la fe, en su 

ámbito específico de creencia?   

 

Michel Debré, autor intelectual de la Constitución francesa de 1958 y primer 

ministro del general De Gaulle, nos brinda una visión inspirada en Renan y actualizada en 

las necesidades del siglo XX, que se basa tanto en el sentimiento como en la razón. 

“Mezcla compleja de instinto y de educación, de pasión y de sabiduría, de interés y de 

ideal, así es el sentimiento que hace que el francés ame a Francia”, y cada ciudadano a su 

patria, podemos completar. Sigue Debré: “Algunos espíritus pueden alejar este sentimiento; 

no hay otro que ocupe su lugar. El fenómeno es profundo y, sin duda, universal. Un hombre 

puede no querer más a su patria, pero si no desposa a otra, crea en él un vacío, una soledad, 

un desierto cuyos límites detienen, a la hora de los grandes corajes, la acción, ya sin 

motivo. Tal es ese sentimiento, punto de encuentro de una sociedad, de las generaciones y 

de las clases que la componen, por encima de sus diversidades y a veces de sus 

oposiciones”.  

 

En el análisis de Michel Debré no se encuentra ausente el aspecto racional. “La 

razón también justifica la nación. Ningún dato de la historia ni de nuestro tiempo permite 

pensar que existe en política una realidad que pueda, de manera duradera, superar la 

realidad nacional. Las ideologías pasan. Las naciones permanecen. (...) En esta permanente 

agitación que continúa desde el principio de los tiempos, nada reemplaza a la voluntad de 

una nación, sino la voluntad de otra. Cada una defiende sus intereses, uno de los primeros 
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es existir. Renunciar a tener intereses y a defenderlos, es renunciar a esta existencia. (...) En 

síntesis, no tener una doctrina nacional es, en política, no tener una doctrina duradera”.72   

 

Robert Fossaert, por su parte, identifica a la nación como “una forma sólida y 

flexible del lazo social, que puede incluir decenas o centenas de millones de hombres y 

hacerles compartir una representación común de su identidad colectiva”.73 Esa 

representación está compuesta por intuición, sentimiento, pensamiento. Intuición que se 

descubre en la familia, primero, y en la escuela, después; sentimiento de compartir una 

misma identidad común, aquellas ganas de “vivir juntos”; un pensamiento, desde la raíz 

misma de la constitución (cum statuire, origen latino de la palabra, significa “establecer 

juntos”)  hasta la vida política y literaria. Así, la nación reside en sus símbolos, que son su 

forma, como la bandera y el himno, pero se entiende que su sustancia abarca el territorio y 

sobre todo a sus habitantes: en ningún lugar está más la patria, en América Latina, que en 

las necesidades sociales de su población. Adoptar otra idea es equivocarse, sobre todo 

cuando se apela a tradiciones inventadas, excluyentes.  

 

2.3. La nación como concepto operativo 

 

Retomemos a Hobsbawn cuando afirma que el principio de las nacionalidades “ha 

tenido a escala mundial una progresión triunfal”. Todos los estados de la Tierra son 

oficialmente naciones, los movimientos de liberación son “nacionales”, y la agitación 

nacional está presente en los más variados países; pero traza una diferencia entre la 

afirmación nacional hasta mediados del siglo XX y la actual. “En el mundo desarrollado del 

siglo XIX, está claro que la construcción de un cierto número de ‘naciones’, que 

combinaban Estado-nación y economía nacional, era un hecho central de transformación 

histórica, y se lo consideraba como tal. En el mundo ‘dependiente’ de la primera mitad del 

siglo XX  y por razones evidentes, en especial en su parte colonizada, los movimientos 

                                            
72 Véase Michel Debré, “Région, Europe, Nation” (1966) en ENA Mensuel, diciembre de 1996, pág. XI. 
73 Robert Fossaert, “La question nationale, et après?, en Hérodote, Revue de Géographie et de Géopolitique, N° 72-73, 
Paris, 1994, pág. 194. 
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nacionales de liberación y de independencia eran los principales agentes de la 

emancipación política de lo esencial del globo, es decir de la eliminación de la 

administración imperialista y, hecho más importante aún, de la dominación militar por las 

potencias imperiales, situación que hubiera parecido casi inconcebible aun hace medio 

siglo”. En cambio, “los movimientos nacionalistas característicos del fin del siglo XX son 

esencialmente negativos, o más bien divisores”.74 Los estallidos de las antiguas Unión 

Soviética y Yugoslavia confirmarían la tesis de Hobsbawn. Sin embargo, creemos que no 

siempre es así. 

 

Esta categoría de análisis distingue entre movimientos nacionalistas divisores y 

unificadores. En los países desarrollados, en general los movimientos nacionales “clásicos” 

están debilitados porque las economías nacionales tienden a “disolverse”, en cierta medida, 

dentro de unidades más amplias; al mismo tiempo, los separatismos locales o regionales, 

como los escoceses, catalanes o vascos, procuran establecer vinculaciones directas con la 

Unión Europea, por encima de sus gobiernos nacionales.75 Asimismo, en épocas de 

desocupación, resurgen la xenofobia y las violencias étnicas (por ejemplo, la de alemanes 

contra turcos). 

 

Una situación diferente es la de los países en los cuales el nacionalismo cumple una 

función de protección de la nación y de unificación de la acción de naciones con problemas 

análogos. Es el papel de los movimientos de liberación que, después de la Segunda Guerra 

Mundial, terminaron con la mayoría de las colonias, al menos con la sujeción política 

directa.  

 

En la actualidad, el nacionalismo unificador no es anacrónico. Lo sería si los países 

subdesarrollados fueran libres para ejecutar sus proyectos nacionales o para elaborar las 

políticas que juzgan necesarias para paliar la extrema pobreza existente. Por desgracia no es 

así, y la vigencia del problema es dramática. Basta con citar un solo ejemplo: el decenio de 

                                            
74 Véase Eric Hobsbawn, Nations et nationalisme depuis 1780, op. cit., pág. 209 y 210. 
75 Ibid., págs. 224 y 229. 
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1980 fue catastrófico para los países con fuerte endeudamiento externo; lo cual no hubiese 

sido tan grave si los gobiernos hubieran coordinado sus esfuerzos nacionales frente a la 

banca internacional, creando un “sindicato de deudores”, tal como lo hicieron los países 

acreedores. En un plano más operativo, pero no menos importante, el hecho de tener la 

política económica y los presupuestos nacionales “monitoreados” por organismos 

financieros internacionales conduce a adoptar, con total irracionalidad, las prioridades de 

esas instituciones en vez de las propias. Si se subordinan las posibilidades de equilibrar el 

presupuesto y de realizar inversiones a la obtención de créditos internacionales, debe 

cumplirse con rigor lo que deseen las organizaciones financieras multilaterales. 

 

En síntesis, es necesario discriminar entre el nacionalismo divisor y xenófobo, por 

una parte, del nacionalismo unificador e integrador, por la otra. Las reacciones violentas 

contra minorías étnicas no tienen nada que ver con el derecho a defender un proyecto de 

país, a sostener el comercio exterior ante los abusos de protección y de precios de los países 

desarrollados, a preservar el mercado nacional frente a la penetración de bienes importados 

a precios de dumping y a resistir las presiones de las empresas transnacionales para 

determinar las políticas económicas nacionales. No puede englobarse en una denominación 

común a los argentinos, brasileños o mexicanos que defienden su producción industrial, 

junto con los croatas, serbios y bosnios que se asesinaban entre sí, o los alemanes que 

queman turcos, o los hindúes y pakistaníes que se amenazan con la bomba atómica. 

 

La insensatez histórica a la que se enfrentan hoy varios países latinoamericanos, y 

en especial algunos sectores de la Argentina, es la falta de sentido nacional, que les hace 

practicar un nacionalismo divisor y xenófobo frente a los países débiles, en particular con la 

adopción de un discurso antiinmigratorio –que si no fuera grave sería en extremo cómico–, 

combinado con una carencia de sentido nacional frente a las potencias mundiales. De tal 

modo y por dos caminos –la prepotencia con unos y la sumisión con otros– se diluye la 

identidad nacional. 
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Por supuesto, no se trata de reivindicar formas anteriores de la nación; pero creemos 

indispensable señalar que la idea de nación es un concepto operativo, que adoptará sin duda 

nuevas formas, pero que aparece como ineludible a la hora de pensar y ejecutar políticas, 

que sin la idea de nación carecen de sustento real. 

 

3. Segunda insensatez: el desentendimiento de las elites 

 

Como hemos visto, la falta de sentido nacional es una insensatez mayor que sufren 

varios países. Otra de las graves insensateces que provoca la invasión del orden económico 

sobre el moral es el comportamiento de las personas, grupos o clases dirigentes en la 

sociedad. 

  

Ya señalamos que en toda sociedad humana, cualquiera sea su grado de desarrollo y 

la complejidad de sus jerarquías, existe un sector dedicado a gestionar asuntos específicos 

de la comunidad. Puede tratarse de la relación con lo sobrenatural, como se observa en 

algunas sociedades tradicionales; o puede ser el grupo encargado de llevar a cabo ciertas 

mediaciones sociales, entre las cuales sobresale la cuestión del ejercicio de la violencia 

legítima.  

 

Este concepto, ya presente en varios pensadores del siglo XIX, fue expresado con 

claridad por Gaetano Mosca, para quien existían “dos clases de personas en la sociedad: la 

de los gobernantes y la de los gobernados. La primera, que siempre es la menos numerosa, 

cumple todas las funciones políticas, monopoliza el poder y goza de las ventajas que lo 

acompañan; en tanto que la segunda, más numerosa, está dirigida y regida, de un modo más 

o menos legal, más o menos violento, por la primera, que le proporciona, por lo menos en 



90 
 

apariencia, los medios materiales de subsistencia y los que se requieren para la vitalidad del 

organismo político”.76  

 

De esta síntesis surgen tres funciones básicas de los grupos dominantes: la dirección 

real de la sociedad en su conjunto; la consideración de los intereses de los gobernados, 

aunque sea el mínimo necesario para asegurar la cohesión social, así como los medios para 

alcanzar la sustentabilidad del régimen político. No se trata aquí de hacer una defensa e 

ilustración de las diferentes elites, ni de los más variados regímenes políticos que puedan 

practicar, sino de señalar que la adopción por parte de la clase política de finalidades 

económicas directas en beneficio propio –la corrupción– pervierte sus funciones básicas de 

alineadores de la cohesión social y, por ende, peligra su propia sobrevida como grupo 

social, a menos que supla su deserción con violencia. 

 

En ese sentido, Cristopher Lasch realiza una interesante comparación en su obra 

sobre la rebelión de las elites.77 En los años 1920, Ortega y Gasset veía en las masas la gran 

amenaza para la cultura occidental: el peligro venía del “dominio político de las masas”, 

mientras que la elite, por las exigencias que se planteaba, vivía con muchas más 

obligaciones que derechos. El hombre de masa no necesitaba obligaciones, no entendía lo 

que estas suponían ni “tenía sensibilidad para los grandes deberes históricos (...) Resentido 

y satisfecho de sí mismo a la vez, rechazaba todo lo excelente, individual, competente y 

selecto”. Apunta Lasch que Ortega caracterizaba a la masa con el rasgo distintivo del “odio 

mortal a todo lo que no es ella misma”.78 Recordemos que Ortega y Gasset escribía estas 

líneas en medio del ascenso del comunismo y del fascismo que, aunque de modo diferente 

en absoluto, asignaban a las masas un rol protagónico; también estaba aún vívido el 

recuerdo de la Primera Guerra Mundial, que fue el primer conflicto total de masas a escala 

mundial.  

                                            
76 Véase Gaetano Mosca, Elementi di scienza politica, Gius Laterza & Figli, Bari, 1953, I, pág 78 (primera 

edición en 1896). 
77 Cristopher Lasch, La rebelión de las elites y la traición a la democracia, Editorial Paidós, Barcelona, 1996, pág. 31 y 
ss. 
78 Ibid., pág 32. 
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Pero donde radica lo más interesante del pensamiento de Lasch, es que a fines del 

siglo XX ya no son las masas las que amenazan lo excelso y lo excepcional, sino más bien 

las elites políticas. En efecto, lejos de encarar proyectos globales que comprenden a todos 

los estratos de la sociedad, proyectos que son instrumentados, como señala Georges 

Burdeau, 79 a través de la estructura estatal, las elites buscan su propio provecho inmediato, 

sin preocuparse por el resto del cuerpo social. Este hecho, que constituye una notable 

insensatez política para las elites, es uno de los más trágicos pésimos para el resto de la 

sociedad.  

 

Con mayor o menor grado de claridad, los pactos sociales han regido la existencia humana 

en cada momento de su historia; con diferente grado de violencia o de consentimiento, las 

elites impusieron siempre un modelo de sociedad donde cada grupo tenía una función que 

cumplir, aunque más no sea la de ser explotado como objeto de acumulación (es cierto, con 

mayor refinamiento y menor crueldad en las sociedades industrializadas), lo que abría, al 

mismo tiempo, las puertas a la representación y participación política, a la seguridad social, 

a la satisfacción, en grado relativo, de los escalones más básicos de la pirámide de Maslow. 

 

El desarrollo y auge –el éxito– del Estado de bienestar encuentra su explicación en 

ese desarrollo histórico, de la misma manera que en las sociedades latinoamericanas la 

educación funcionó, con todas sus limitaciones, como un poderoso sistema de elevación 

social, que actuó como un mecanismo de renovación de las elites (como por ejemplo, en la 

Argentina con la llegada de los radicales en 1916 y de los peronistas en 1946). 

  

Hoy, como afirma Lasch, vivimos una realidad diferente. Las elites se comportan 

como si ya no necesitaran del resto de la sociedad para realizar su acumulación económica, 

en un mundo de finanzas “globalizadas” y “virtuales”. Ya han pasado las generaciones que 

vivieron la Segunda Guerra Mundial e identificaron la causa de la barbarie en la gigantesca 
                                            

79 Véase Georges Burdeau, Traité de science politique. Tome II. L’Etat, Librairie Générale de Droit et de Jurisprudence, 
Paris, 1980. 
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exclusión social producto de la crisis de 1929.80 Ya se ha perdido noción, a nivel de la clase 

dirigente, sobre la necesidad de integrar todos los sectores de la sociedad a través del 

reparto, simbólico o real, de los beneficios de la producción. “Es malo ser explotado”, 

afirma la conocida frase, “pero peor es no serlo para nada”. Bien se le podría agregar un 

complemento a esta frase, según el cual es muy bueno gobernar y tener el poder, pero lo 

peor que puede hacerse es ignorar al resto de la sociedad, en especial a los grupos de 

menores recursos.  

 

Fue tal vez en una situación similar que Alexis de Tocqueville recordó los vicios de 

la Monarquía de Julio, para concluir que no debían gobernar, entre otros elementos, porque 

juzgados por sus obras, no lo merecían. 

 

II. Los pésimos morales: mediocridad, indiferencia, impunidad, irresponsabilidad, 

 aceptación de la violación de los derechos humanos 

 

Las insensateces enumeradas con anterioridad y otras conexas dan lugar a una 

amplia gama de pésimos, generados por la no aceptación de límites morales o, peor aún, 

por la invasión del orden moral por los niveles político y económico. De entre ellos, 

seleccionamos como representativos a la mediocridad,  la indiferencia, la impunidad, la 

irresponsabilidad y la insensibilidad frente a la violación de los derechos humanos. 

  

1. La mediocridad 

 

Este pésimo se vincula con la endeblez de los órdenes moral y político, y con su 

subordinación al orden económico, que es totalmente ajeno a valores éticos o estéticos. Por 

                                            
80 La misma crisis de 1929 fue producto de una progresión de los salarios muy inferior a la de la productividad, que 
desembocó en una crisis por falta de demanda final. 
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desgracia, ahora no se producen las obras de arte que, en medio de una corrupción sin 

mediocridad, jerarquizaron a la época de los Papas del Renacimiento. 

 

La mediocridad difundida en todos los ámbitos y elevada a la categoría de virtud, es 

uno de los peores pésimos de largo plazo que afecta a la Argentina. Más que de enfermedad 

endémica (con áreas epidémicas), tiene apariencias de salud. No sólo se refiere a la política 

y a la economía, sino que abarca gran parte de los ámbitos de la cultura. Para peor, es la 

mediocridad del subdesarrollo y la desocupación. 

 

En una obra clásica de la literatura argentina, José Ingenieros ha caracterizado al 

hombre mediocre: “La psicología de los hombres mediocres caracterízase por un rasgo 

común: la incapacidad de concebir una perfección, de formarse un ideal. Son rutinarios, 

honestos y mansos; piensan con la cabeza de los demás, comparten la ajena hipocresía 

moral y ajustan su carácter a las domesticidades convencionales. (...) El horror de lo 

desconocido los ata a mil prejuicios, tornándolos timoratos e indecisos; nada aguijonea su 

curiosidad; carecen de iniciativa y miran siempre al pasado, como si tuvieran los ojos en la 

nuca. Son incapaces de virtud; no la conciben o les exige demasiado esfuerzo. Ningún afán 

de santidad alborota la sangre en su corazón; a veces no delinquen por cobardía ante el 

remordimiento. No vibran a las tensiones más altas de la energía; son fríos, aunque ignoren 

la serenidad; apáticos, sin ser previsores; acomodaticios siempre, nunca equilibrados. No 

saben estremecerse de escalofrío bajo una tierna caricia, ni abalanzarse de indignación ante 

una ofensa. (...) Aunque aislados no merezcan atención, en conjunto constituyen un 

régimen, representan un sistema especial de intereses inconmovibles. Subvierten la tabla de 

los valores morales, falseando nombres, desvirtuando conceptos: pensar es un desvarío, la 

dignidad es irreverencia, es lirismo la justicia, la sinceridad es tontería, la admiración una 

imprudencia, la pasión una ingenuidad, la virtud una estupidez. (...) El hombre mediocre 

que se aventura en la liza social tiene apetitos urgentes: el éxito. No sospecha que existe 

otra cosa, la gloria, ambicionada solamente por los caracteres superiores. Aquél es un 
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triunfo efímero, al contado; ésta es definitiva, inmarcesible en los siglos. El uno se 

mendiga; la otra se conquista”.81 

 

La mediocridad no sólo afecta a las personas individuales, sino que también 

contamina a las clases sociales y hasta a los países. Es asfixiante y aparece en varios 

ámbitos, ya que cuando no se exige excelencia, las torpezas son más aceptadas, por 

repetidas. 

 

Se manifiesta así una negativa general a considerar temas trascendentes y sólo sirve 

para deleitar el espíritu con fugaces superficialidades. Puesto que lo grande está reservado a 

los que mandan, dentro de la órbita de los demás no queda más que lo insignificante. 

 

Ya señalamos, en otro trabajo, que una de las características de los regímenes 

neoliberales de países subdesarrollados y de sus adeptos suele ser su falta de imaginación y 

de grandeza. Enfrentados a una realidad de naciones subordinadas y sociedades injustas, 

sólo se les ocurre equilibrarlas. Es la filosofía de la chatura; pretenden, con mediocres 

resultados, aplanar los déficit fiscal y externo, pero además achatan las aspiraciones 

nacionales, la ocupación, los salarios, el desarrollo industrial, la salud, la educación y la 

cultura. Por supuesto, no se trata de estimular la megalomanía; pero tampoco de instalar la 

insignificancia y la resignación como ideologías y como estilos de gobierno.82  

 

2. La indiferencia 

 

La percepción pública de un control de los poderes reales –en particular de los 

intereses económicos– sobre los órdenes político y moral puede llevar al pésimo de la 

                                            
81 José Ingenieros, El hombre mediocre, Talleres gráficos de L. J. Rosso y Cia., Buenos Aires, 1917, págs. 60, 61, 62 y 85. 

82 Véase Alfredo Eric Calcagno y Alfredo Fernando Calcagno, El Universo neoliberal. Recuento de sus lugares 

comunes, Alianza Editorial, Madrid-Buenos Aires, 1995, pág. 489. 
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indiferencia, que se manifiesta en un sálvese quien pueda generalizado. Este pésimo resulta 

de la invasión del orden económico sobre el político, y del político sobre el ético. 

 

2.1. Nada puede hacerse, hay que zafar 

 

La consecuencia inmediata de la indiferencia es el desentendimiento de lo que 

ocurre en la vida política y social. Tal estado de ánimo tiene varias raíces.  

 

La primera es la sensación de que todo se maneja mediante mecanismos a los que 

sólo tienen acceso unos pocos poderosos. Este razonamiento se aplica a diferentes escalas: 

en lo internacional, nada puede hacerse al margen de Estados Unidos; en lo nacional, son 

los dueños del poder político y económico los que mandan; en lo vecinal, son las mafias 

locales; y así se repite para cada ámbito de mayor a menor.  

 

La conclusión es obvia: si nada se puede hacer, lo mejor es no preocuparse por lo 

que ocurre; y si –sobre todo en el plano económico– uno es afectado, lo que corresponde es 

tratar de “zafar”, en el sentido de la definición del Diccionario de la Real Academia: 

“escaparse o esconderse para evitar un encuentro o riesgo”. Es interesante observar la 

frecuencia y amplitud con la que se usa ahora la palabra “zafar”, que tiene un profundo 

significado antisolidario: “Yo estoy bien si puedo zafar y no me importa lo que le ocurra a 

los que no zafaron”. Fija como pauta de conducta el “primero yo, los demás que revienten”. 

 

Esta percepción de la realidad implica un reaseguro para el poder, puesto que la 

distribución del ingreso, del poder y de la palabra dependen de la fuerza del destino. Queda 

admitido que cualquier intento para infringir el orden establecido, al nivel que sea, sólo 

puede ocasionar molestias al contestatario. 

 

2.2. Efecto perverso, inutilidad y puesta en peligro de conquistas anteriores 
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Este modo de actuar ha sido fundamentado por las corrientes neoliberales que se 

presentan como las únicas viables, que marcan el fin de la historia. Si no puede hacerse otra 

cosa en el presente y en el futuro, ¿para qué pelear contra lo malo que ocurre?  

 

La justificación de la indiferencia ha sido estudiada por Albert Hirschman, quien en 

su análisis de la retórica reaccionaria plantea tres argumentos que fueron esgrimidos para 

detener políticas progresistas. Las tesis son la del efecto perverso, la de la inutilidad y la de 

la puesta en peligro de conquistas anteriores; se refieren a tres hechos históricos que fueron 

combatidos con esos argumentos: la Revolución Francesa, el sufragio universal y el Estado 

de bienestar. 83 

 

La tesis del efecto perverso sostiene que toda acción que se encamina a mejorar 

cualquier aspecto de orden político, social o económico no sirve más que para agravar la 

situación que se tiende a corregir. No discute los propósitos loables, pero sostiene que por 

un encadenamiento de circunstancias, los resultados serán opuestos a los buscados. 

 

En la realidad argentina se aplica esta retórica, entre otros temas, en el caso de los 

aumentos de salarios reales. Se reconoce la justicia del reclamo, pero se arguye que en los 

hechos esos incrementos desencadenarán un proceso inflacionario o elevarán el desempleo, 

con lo cual, al final, los trabajadores estarán peor que antes del aumento. Este argumento 

simplista ignora algunos elementos fundamentales.  

 

Primero, que es necesario considerar en su conjunto el problema de la distribución 

de la propiedad y el ingreso; parece exagerado atribuir la inflación al 25% del ingreso que 

perciben los asalariados y no al 75% que se va en ganancias empresarias, costos financieros 

e impuestos; en otras palabras, la incidencia de los salarios en los precios finales de los 

                                            
83 Vease Albert O. Hirschman, Deux siècles de rhétorique réactionnaire, Fayard, Paris, 1991. 



97 
 

bienes y en la estructura de costos de las empresas es cada vez menor. En segundo lugar, no 

se hace explícita una teoría coherente sobre la inflación: primero, los culpables eran el 

desequilibrio fiscal y la emisión monetaria, después fue la economía cerrada, más tarde el 

tipo de cambio y ahora resulta que son los salarios. La idea de que una mayor participación 

de los salarios en el ingreso nacional va a aumentar el desempleo incurre en un error 

conceptual, al aplicar un razonamiento de análisis parcial cuando debería ser global; por 

ejemplo, no considera las consecuencias del mayor poder de compra de los asalariados 

sobre la demanda agregada, el crecimiento del producto y el nivel del empleo. En 

definitiva, con esta tesis del “efecto perverso” aplicada a la suba de salarios, de lo que se 

trata es de justificar la permanencia de una distribución injusta del ingreso. 

 

La teoría de la inutilidad afirma que toda tentativa de transformación del orden 

social es vana y fracasará. Se sostiene, primero que las estructuras profundas de la sociedad 

se resisten al cambio y hacen fracasar cualquier reforma; y segundo, que las reformas son 

siempre aparentes y de fachada: “Cuanto más cambia, más es la misma cosa”; ya lo decían 

los personajes de Lampedusa en El Gatopardo: “Si queremos que todo continúe, es 

necesario primero que todo cambie”. 

 

Un ejemplo argentino y latinoamericano de esta tesis es el intento de descalificar y 

frenar la industrialización en la última posguerra. Las tesis de las ventajas comparativas 

sostenían que los países subdesarrollados debían especializarse en las producciones 

primarias. Por lo tanto, el intento de cambiar la estructura productiva de un país era contra 

natura y estaba destinado a fracasar. Esta era la teoría aceptada por el pensamiento 

económico predominante hasta el decenio de 1950. Entonces, varios estudios académicos –

entre los que sobresalen los de la CEPAL, inspirados por Raúl Prebisch– mostraron que el 

desarrollo de los países requiere un aumento de la productividad y del ingreso, para retener 

los frutos del progreso técnico, que sólo puede lograrse con la industrialización. En la 

práctica fue lo que sucedió durante las dos guerras mundiales –cuando el conflicto dificultó 

el comercio internacional latinoamericano– y durante la crisis internacional de los años 

1930, hechos que generaron una industrialización por sustitución de importaciones. De allí 
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en adelante, se transformó el orden económico y también el social, por la organización 

masiva de los trabajadores. En modo alguno se trató de una reforma “de fachada”, sino que 

cambió en profundidad a la economía y a la sociedad. 

 

La tercera afirmación es la que asegura que el cambio que se propone es bueno, 

pero que tiene un costo demasiado alto, que pondrá en peligro otras ventajas adquiridas 

antes. No se ataca a la reforma en cuestión, sino que se señala que a causa de ella podrán 

perderse otras conquistas más valiosas. Para Hirschman se trata de un resabio de la 

“mentalidad de suma cero”, es decir que lo que se gana por un lado, debe perderse por otro; 

o peor aún, que se perderá de alguna u otra manera. 

 

Esta discusión también se planteó muchas veces en la Argentina. Uno de los casos 

se refiere a los gastos en investigación científica. Se los impugnó con el pretexto de que así 

se disminuirían los fondos destinados a la enseñanza primaria, como si esos dineros 

procedieran de allí. Lo que se ocultaba es que debía discutirse el presupuesto global de la 

Nación y en ese contexto determinar cuánto se otorgaría a educación (incluyendo todos sus 

niveles), cuánto a la investigación, cuánto a seguridad, a salud, a la administración general, 

a pago de intereses, entre otros. Lo que hay que decidir no es una pugna aislada entre dos 

rubros, sino la asignación del gasto global; por añadidura, tampoco hay que considerar al 

nivel de ese gasto global como una constante. 

 

En síntesis: si estas tesis reaccionarias fueran ciertas, no vale la pena hacer nada. La 

indiferencia y el sálvese quien pueda serían los modos correctos de actuar.  

3. La impunidad 

 

Este pésimo es la consecuencia de la invasión del orden político sobre el moral, y del 

económico sobre el político y el moral. 
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La sensación de impunidad es uno de los mayores pésimos morales para todos los 

miembros de una sociedad (excepto para los punibles, sus familias y asociados). Se vincula 

con el problema de la justicia, tanto en lo normativo como en su administración concreta. 

Las relaciones sociales se degradan y degeneran, cuando el sistema de premios y castigos 

de una sociedad no existe o funciona al revés. 

 

El tema no es menor. Ya para Platón la justicia es la virtud esencial y suprema del 

Estado, que debe organizarse en totalidad según ella: el Estado ideal es aquel en el que 

domina la justicia.84 Para Aristóteles, son tenidos por injustos “el transgresor de la ley, el 

codicioso y el inicuo o desigual; de donde es claro que el justo será el observante de la ley y 

la igualdad. (...) La justicia así entendida no es una parte de la virtud, sino toda la virtud, así 

como la injusticia contraria no es una parte del vicio, sino el vicio todo. (...) Al lado de la 

injusticia total hay otra injusticia particular, porque su definición está contenida en el 

mismo género. Ambas reciben su significación de la relación de un hombre con otro; pero 

la una se refiere al honor o a la riqueza o a la salud o a todas las cosas de este orden si 

pudiéramos comprenderlas con un nombre, y su motivo es el placer proveniente del lucro, 

mientras que la otra se refiere a todo aquello con que tiene que ver el hombre virtuoso. (...) 

La ley ordena vivir según cada una de las virtudes, así como prohibe vivir según cada vicio 

en particular”.85 Veintidós siglos después, Kant decía que si la justicia desapareciera, no 

tendría valor el hecho de que los hombres vivan sobre la tierra.86 

 

Más cerca de nosotros, Rawls deja en claro que no puede atribuirse la condición de 

hombre justo a un egoísta, es decir a “alguien entregado al punto de vista de sus propios 

intereses. Sus fines últimos están relacionados consigo mismo: su riqueza y su posición, sus 

placeres y su prestigio social, y así sucesivamente”.87 “Lo que hace al egoísmo general 

inadmisible, es la condición de la ordenación jerárquica, ya que si todos están autorizados a 

                                            
84 Platón, La República. 
85 Aristóteles, Etica Nicomaquea, Libro V, De la Justicia. 

86 Kant, Doctrina del derecho, II, 1. E. 
87 John Rawls, Teoría de la justicia, Fondo de Cultura Económica, México, 1993, pág. 627 (primera edición en inglés en 
1971). 
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promover sus fines como les plazca, o si todos deben promover sus propios intereses, no 

hay ningún tipo de ordenación jerárquica de las demandas competitivas y el resultado estará 

determinado por la astucia y la fuerza”.88  

 

En este caso, no importa la pirámide de Maslow, puesto que se satisfacen sólo las 

necesidades de los poderosos. 

 

Para Rawls las concepciones egoístas están guiadas por los siguientes principios: “1. 

Dictadura unipersonal: todos han de servir a mis intereses; 2. Privilegiado: todos han de 

actuar justamente, excepto yo, si así lo deseo; 3. General: todos pueden promover sus 

intereses en la medida en que les plazca”.89 La impunidad quebranta los dos sentidos de la 

justicia: el de conformidad con la ley y el de la igualdad o equidad entre los individuos.  

 

La igualdad ante la ley es un requisito ineludible de la justicia. La ley debe ser 

aplicada a todos por igual, sin considerar la situación económica o social de aquel a quien 

se aplica; pero, a veces, la ley misma puede consagrar la impunidad. Existen leyes que 

dejan sin pena a acciones que la moral puede calificar como delitos; por ejemplo, todos 

saben que existen delitos económicos en grado importante, pero ya sea por la levedad de las 

penas o por lo dificultoso de las pruebas, ninguno de los “capos de mafia” está preso. Otra 

forma de impunidad legal es el indulto presidencial, que hace desaparecer la pena; tiene 

fundamentos políticos y en la práctica determina que responsables juzgados y condenados 

por delitos queden impunes. Sin embargo, se cometen gruesas injusticias cuando se usa esta 

facultad sin criterio social ni histórico. 

 

El segundo principio que resulta vulnerado es el de la igualdad o equidad, que 

desaparece si las penas a quienes transgreden la ley se aplican con discriminación; en otras 

palabras, si a algunos delincuentes se los castiga y a otros no. 

                                            
88 Ibid., pág. 162.  
89 Ibid., pág. 150. 
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Además de estas violaciones conceptuales, que hacen que las penas a quienes 

infringen la ley se apliquen con discriminaciones, existe otra impunidad que surge de la 

práctica. Es la deficiente actuación de algunos miembros del poder judicial que, por 

diversas razones que van desde el cohecho hasta la presión política, dejan sin castigo a 

aquellos que cometieron delitos graves, o deciden de acuerdo con los intereses de quienes 

los presionan. 

 

Pero no sólo se trata de un problema individual, ya que también aparece con fuerza 

el tema de la justicia social. En el fondo, se trata de la histórica controversia filosófica entre 

Sócrates, Platón y Aristóteles por una parte, y los sofistas por la otra. “Los primeros 

aseverando que en la igual naturaleza específica del hombre, predispuesta muy en lo hondo 

para la amistad, está la fuente de la idea de justicia que regla los contracambios de bienes 

exteriores, en vista a que los miembros de la comunidad obtengan esos bienes en cantidades 

suficientes para desarrollarse integralmente conforme a su naturaleza individual; y los 

segundos afirmando que la justicia es el complejo de normas coactivas que los más 

poderosos de la comunidad, adueñados del gobierno, imponen a los demás, reglando según 

sus intereses los antedichos contracambios. (...) Aristóteles llamó justicia política (vale 

decir justicia social) a la primera, y justicia oligárquica a la segunda”.90 

 

4. La irresponsabilidad 

 

Se entiende por “responsabilidad” –de acuerdo con el Diccionario de la Real 

Academia– el “cargo u obligación moral que resulta para uno del posible yerro en cosa o 

asunto determinado”.  

                                            
90 Arturo Enrique Sampay, Las ideas políticas de Juan Manuel de Rosas, Juárez Editor, Buenos Aires, 1972, 

págs. 11 y 12. 
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Existen por lo menos dos significados de la responsabilidad, fuera del aspecto 

jurídico. Por una parte está la referida a los actos pasados, que es la responsabilidad-

imputación. Es decir, que debe rendirse cuentas de la acción pasada, “en el doble sentido de 

justificarla y pagar el precio en términos de daños, de errores, de perjuicios. De allí que la 

idea de responsabilidad, primero vuelta hacia la acción pasada, comience a dirigirse hacia 

el futuro, el de las consecuencias previsibles de las cuales se asumen la carga”.91 En la 

actualidad, no se practica el sentido de la responsabilidad en ninguna de los dos facetas: ni 

con relación al pasado ni con vistas al futuro.  

 

Con respecto al pasado, la responsabilidad está cubierta por la impunidad. En 

cuanto al futuro, la primera responsabilidad es la del hombre hacia el hombre, es decir que 

en el futuro siga habiendo una humanidad. El tema ha sido analizado a fondo por Hans 

Jonas:92 “La naturaleza no podía tomar un riesgo más grande que dejar nacer al hombre (...) 

En este siglo se llegó al punto preparado desde hace mucho tiempo, en el cual el peligro 

deviene manifiesto y crítico. El poder, asociado a la razón, arrastra en sí mismo la 

responsabilidad. Esto era obvio desde siempre con respecto al dominio intersubjetivo. El 

hecho de que desde hace poco la responsabilidad se extienda más allá, hasta el estado de la 

biosfera y la supervivencia futura de la especie humana, es simplemente provocado por la 

extensión del poder sobre estas cosas, que es en primer lugar un poder de destrucción”.93 

De allí la exigencia de Jonas: “Obra de tal modo que exista una humanidad después de ti, y 

el mayor tiempo posible”. Agrega que la humanidad futura, de la que tendríamos que 

cuidar, es frágil por esencia y perecedera por excelencia. De ser así, debe ejercitarse la 

prudencia y aun la abstención de actuar, cuando pueda ponerse en peligro la subsistencia 

futura. Por extensión, también tendríamos que cuidar de lo más próximo que nos rodea. 

 

Esta preocupación por la habitabilidad del mundo es ajena al neoliberalismo en 

general y en particular a su versión argentina. Cuando se trata de la ganancia empresaria, 
                                            

91 Paul Ricoeur, “Postface”, en Frédéric Lenoir, Le temps de la responsabilité, Fayard, Paris, 1991, pág. 260. 
92 Hans Jonas, Le principe responsabilité, Les Editions du Cerf, Paris, 1992 (primera edición en alemán en 1979). 
93 Hans Jonas, op. cit., pág. 190. 
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poco importa el medio ambiente. Además, el largo plazo no entra en los cálculos 

económicos de nuestros empresarios ni del gobierno, de modo tal que la irresponsabilidad 

con respecto al futuro es total.  

 

La importancia del planteo moral radica en entender que el deterioro del medio 

ambiente no es un asunto económico, sino que es un problema político. Para resolverlo, 

corresponde restablecer la jerarquía de los valores: la moral debe fijar los objetivos a la 

acción política, y la política debe impedir que la economía atente contra la sustentabilidad 

del desarrollo. De allí que la respuesta que se elabore en los países subdesarrollados 

necesite una visión clara de los objetivos (morales) y de los medios (políticos) para alcanzar 

el desarrollo con sustentabilidad (en lo económico). Este ejercicio permite, además, poner 

de manifiesto las lógicas de ganancia o de poder que subyacen en el marco del debate sobre 

sustentabilidad y desarrollo.  

 

5. Aceptación de la violación de los derechos humanos 

 

Cuando la cruzada contra los cátaros, allá por el lejano medioevo, la ciudad de 

Béziers, en el sur de Francia, fue tomada en 1209 y su población prisionera era acusada de 

herejía. Se planteó el problema moral de castigar a los “heréticos” sin lastimar a los 

“fieles”. El problema fue zanjado con simpleza gracias a la célebre frase “mátenlos a todos, 

Dios reconocerá a los suyos”. Así terminaron los medievales habitantes de Béziers. La 

necesidad política de no admitir disensión en la atribulada Iglesia del siglo XIII, condujo a 

liquidar una ciudad entera. Por desgracia, no se necesita recurrir a ejemplo tan lejano para 

demostrar la invasión del orden político sobre el nivel moral.  

 

Uno de los hechos que condicionó el desarrollo de la Revolución Rusa, fue la 

acusación a muchos de los protagonistas de la Revolución de Octubre por el sólo hecho de 

no ser funcionales a la acumulación de poder stalinista. Los famosos juicios de la década 

del treinta, bajo fútiles acusaciones, terminaron con los dirigentes críticos, ya se trate de 
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pensadores de la economía como Bujarin y Preobrajenski, o con los líderes militares, como 

Toukachevsky, y así consagraron el acceso al poder de grupos dóciles y poco brillantes. 

 

En las represiones que surgieron como respuesta al auge de la izquierda 

latinoamericana en los años setenta, se procedió como en Béziers. La represión no buscaba 

juzgar al autor presunto de un acto contrario al régimen dominante, sino crear un terror 

colectivo. De ese modo, no era esencial que la persona castigada fuese o no culpable de los 

hechos que se le imputaban, sino que el objetivo político era destruir en su raíz todo atisbo 

de contestación social. Definir lo bueno o lo malo desde una perspectiva política y aplicar 

penas terribles a los “malos”, puede ser provechoso para los grupos dominantes en el corto 

plazo, pero carece de la más mínima sustentabilidad, dado que no puede masacrarse a una 

población entera. 

 

III. La construcción de la moral 

 

1. El combate contra los pésimos morales 

 

Los pésimos morales no pueden considerarse por separado porque están 

estrechamente interrelacionados; corresponden a una situación en la que los órdenes 

económico y político avanzaron sobre el moral. De modo que el ataque debe ser global e 

incluye por lo menos dos frentes: el cultural y el educativo. 

 

2. El frente cultural 

 

El frente cultural tiene que ver con las pautas de comportamiento, con la moral y la 

ética vigentes en un momento dado. El problema se presenta con la diferente concepción de 

lo bueno y lo malo que pueda prevalecer en una determinada sociedad. Escribía Spinoza: 
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“Por bueno entiendo lo que sabemos con certeza que es un medio de acercarnos al modelo 

de la naturaleza humana que nos proponemos; por malo, al contrario, lo que sabemos con 

certeza que nos impide realizar ese modelo”.94 ¿Cuál es ahora el modelo deseable por la 

sociedad? La invasión del orden económico en los niveles superiores ha trastrocado los 

puntos de referencia.  

 

Después del “Siglo de las Luces” rigió una ética laica basada en la obligación moral 

y en la renuncia a lo personal en beneficio de la familia, la patria o la historia (o todo 

junto). Un difundido análisis reciente marca el fin de esa época y anuncia el comienzo de 

otra basada en pautas diferentes. “Durante más de dos siglos, las sociedades democráticas 

hicieron resplandecer la palabra imperiosa del ‘tú debes’, y celebraron solemnemente el 

obstáculo moral y la áspera exigencia de superarse, sacralizaron las virtudes privadas y 

públicas, exaltaron los valores de abnegación y de desinterés puros. Esta fase heroica, 

austera, perentoria de las sociedades modernas está ahora terminada. (...) En algunos 

decenios, hemos pasado de una civilización del deber a una cultura de la felicidad subjetiva, 

del entretenimiento y del sexo: es la cultura del self-love que nos rige en lugar del antiguo 

sistema de represión y de control dirigista de las costumbres; las exigencias de 

renunciamiento y austeridad han sido reemplazadas masivamente por normas de 

satisfacción del deseo y de realización íntima, tal es la ruptura más espectacular del ciclo 

posmoralista”.95  

 

Continúa esta tesis: “Dos tendencias contrapuestas operan sobre nuestras 

sociedades. Una excita los placeres inmediatos, sean de consumo, sexuales y de distracción: 

sobreoferta porno, droga, sexo salvaje, bulimia de objetos y de programas mediáticos, 

explosión del crédito y endeudamiento de las familias. El hedonismo aquí expresa e 

intensifica el culto individualista del presente, descalifica el valor trabajo, contribuye a 

                                            
94 Baruj Spinoza, Ética, parte IV, prefacio. 

95 Véase Gilles Lipovetsky, Le crépuscule du devoir, Gallimard, Paris, 1992, págs. 48 y 51. 
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desocializar, desestructurar y marginalizar más aun a las minorías étnicas de las grandes 

metrópolis y a los excluidos de los suburbios. La otra tendencia, por el contrario, privilegia 

la gestión ‘racional’ del tiempo y del cuerpo, el ‘profesionalismo’ en todas las cosas, la 

obsesión de la excelencia y de la calidad, de la salud y de la higiene. El hedonismo aquí se 

asocia a la información multiservicio, a la autoproducción narcisista higiénica y deportiva, 

a la organización razonada y desinfectada de los placeres. Vemos implantarse un 

hedonismo dual, sin frenos, que quita responsabilidades a las nuevas minorías difundidas y 

que es  prudente e integrador para las mayorías silenciosas. (...) Por una parte, la época de 

‘fuera del deber’ liquida la cultura autoritaria y puritana tradicional; por la otra, engendra 

nuevos imperativos (juventud, salud, esbeltez, estar en forma, diversiones, sexo) de 

autoconstrucción de uno mismo, sin duda personalizados, pero que crean un estado de 

hipermovilización, de estrés y de reciclaje permanente. La cultura de la felicidad quita 

culpas por la autoabsorción subjetiva, pero al mismo tiempo arrastra una dinámica de 

ansiedad por el hecho mismo de las normas del bienestar y el mejor-parecer que la 

constituyen”.96 

 

Esta síntesis de Lipovetsky diseña los valores light y de self-love que caracterizan a 

los nuevos tiempos. Pero es una tesis harto discutible. 

 

En efecto, la primera limitación es que sólo es válida con respecto a algunas personas cuyas 

familias tienen ingresos superiores a los 20.000 dólares anuales per cápita. Ello incluye a 

quienes están sobre el promedio en los países desarrollados y a la elite de la riqueza de los 

países subdesarrollados. Esta franja puede ampliarse por el “efecto imitación” que arrastra a 

parte de la clase media alta. El resto de la población está demasiado ocupado en la dura 

tarea de sobrevivir; sin embargo, una parte de los grupos de menores ingresos también 

puede entrar en la variante pobre de los “placeres inmediatos”, en especial mediante el 

consumo de drogas baratas. Pero se trata de una evasión –como lo ha sido siempre el 

alcoholismo– y no de un nuevo estilo de vida más sofisticado, ni menos aun de una nueva 

escala de valores. 

                                            
96 Ibid., págs. 57 y 58. 
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Creemos que el fondo del problema radica en que la percepción de Lipovetsky no 

puede generalizarse y menos proyectarse hacia el futuro como una tendencia firme, como 

un nuevo modo de vivir y valorar; en realidad es el resultado de una invasión de pautas 

económicas fundadas en un individualismo extremo que irrumpieron en el orden moral, y 

que han sido adoptadas por una clase dirigente sin noción de su responsabilidad social. 

 

A nuestro juicio es indispensable diferenciar varios aspectos. El primero es que no 

se han modificado los valores, sino que algunas pautas que exaltan el narcisismo han 

pasado a regir la conducta de ciertos grupos sociales, por encima de los valores 

permanentes. Las palabras de André Comte-Sponville sintetizan la situación: “No se 

inventa una nueva moral como una nueva danza, no se cambia de valores como de look”.97 

Pero si se intenta el zapping ético, al menos no se debe elaborar un discurso justificatorio 

tan pobre como el relatado por Gilles Lipovetsky. 

 

En efecto, y en segundo lugar, la tesis que expone Gilles Lipovetsky constituye una 

versión deformada y mezquina del hedonismo, que si bien considera al placer como el fin 

supremo de la vida, no se refiere al placer egoísta de los yuppies. Para Epicuro, por 

ejemplo, es imposible vivir justamente sin vivir agradablemente, ni de vivir agradablemente 

sin vivir justamente. “En la unión de la paz íntima y del placer calmo, encontraremos esa 

felicidad escondida, natural y sólida, que es el fin del epicureísmo y del que carecen los 

viciosos. (...) El placer es por sí mismo un bien y lo sigue siendo cuando satisface las 

condiciones que lo vuelven completamente legítimo. Cuando el entorno lo descalifica, no 

se lo condena en tanto que placer, sino por sus relaciones con otra cosa”.98 A su vez, los 

escolásticos distinguían entre amor de concupiscencia (que es egoísta y sólo piensa en el 

propio bien) y el amor de benevolencia (que es generoso y ama para el bien del otro). 

Comte-Sponville ilustra la opción: “Amo a las ostras y amo a mis hijos, pero no es el 

                                            
97 André Comte-Sponville, Valeur et verité, op. cit., págs 209 y 210. 
98 Véase René Le Senne, Traité de morale générale, Presses Universitaires de France, Paris, 1949, págs. 384 y 387. 
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mismo amor; no es por el bien de las ostras que las amo, y no es por mi propio bien que 

amo a mis hijos”.99 

 

Después, la experiencia del placer desembocó en la preferencia por el interés, en la 

búsqueda de la causa del placer en lugar del placer mismo. Es el utilitarismo, que parte de 

la oposición placer-dolor y que termina centrando su interés en el dinero. Pero se trata de 

una doctrina orgánica expresada, entre otros, por Jeremy Bentham, James Mill, David 

Ricardo y John Stuart Mill, cuya consideración escapa a las intenciones de este libro. 

 

A nuestro juicio, el egoísmo light del self-love actual, al que se le ha conferido la 

categoría de filosofía de vida, no pasa de ser una moda que desaparecerá no sólo porque 

contradice la naturaleza humana, sino porque tampoco es funcional al sistema económico 

capitalista al que sirve. Tal vez no se vuelva al concepto de “deber” en el sentido que tenía 

para las generaciones anteriores, pero es probable que el eje se desplace hacia la noción de 

responsabilidad, que se compatibiliza con los valores permanentes de la moral occidental. 

 

¿Cómo combatir a este pésimo? 

 

En primer lugar, es un problema de clima cultural, que hoy está en el espejo de la 

televisión y la prensa; pero son muy pocos los que se reconocen en él. Todavía la 

indiferencia, la envidia o la codicia de quienes observan los excesos, las frivolidades y la 

corrupción de los poderosos no se transformó en repulsión; pero tal vez no falte mucho 

tiempo para que eso suceda. Un síntoma es el rechazo casi generalizado a todo lo que atañe 

de cerca o de lejos a la política (dirigentes, cargos electivos, entre otros). Aquí no hay 

remedios rápidos. El único es procurar que el conjunto de la población tenga los medios 

materiales y conceptuales para ejercer el espíritu crítico, vea cuál es la realidad y no se deje 

confundir con falsos diagnósticos y soluciones que perjudican a la mayoría. Esto es difícil 

                                            
99 André Comte-Sponville, Petit traité des grandes vertus, Presses Universitaires de France, Paris, 1995, pág. 346. 
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cuando el establishment económico controla la mayoría de los medios masivos de 

comunicación; pero no es imposible cuando ayuda la realidad, que suele ser caricatural. 

 

En segundo término, los mecanismos de la solidaridad familiar y social todavía 

están vivos. De no ser así, en la Argentina el 15% de desocupación abierta y otro tanto de 

subocupación hubieran producido ya estallidos mucho más violentos. Los practicantes del 

self-love no son muchos en los países subdesarrollados. 

 

Otro hecho es que el principio de responsabilidad se está instalando entre los hábitos 

de los países desarrollados; ahora, por necesidad o por imitación, tal vez pueda extenderse a 

los países subdesarrollados. Ya nos referimos al tema en el análisis de los pésimos morales 

en el punto II de este capítulo. La eficiencia tan requerida en el neoliberalismo necesita una 

alta dosis de responsabilidad en los agentes económicos; como implica un grado de 

compromiso y de solidaridad con respecto a quienes nos rodean y a las generaciones 

futuras, puede que comience a revertirse el narcisismo vigente en algunos círculos. 

 

En síntesis, los procesos culturales son lentos, pero es difícil que una moda pueda 

consolidarse en contra de sentimientos y valores arraigados; más aun si existe la 

imposibilidad de generalizarla, aunque sea practicada por muchos de los dirigentes de una 

sociedad.  

 

3. El frente educativo 

 

Es un lugar común recordar la importante función de la educación, no sólo en la 

aptitud de los individuos para realizarse como personas y en las perspectivas laborales que 

abre, sino también en la posibilidad de un pueblo para cumplir un proyecto de nación. El 

ejemplo típico es el uso que hizo de la educación la generación argentina de 1880, que 

sirvió para unificar al país y para darle una conciencia nacional a un pueblo de inmigrantes. 
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En una época en que la enseñanza primaria era decisiva, se la masificó y se inculcó un 

concepto de excelencia y de consolidación nacional, a veces exagerado, pero siempre 

operativo (“la Argentina es el mejor país del mundo”). La sociedad argentina tenía 

características de “democracia inorgánica”,100 ya que las guerras civiles y la inmigración 

masiva no dejaron mucho lugar para diferenciar entre aristocracia y plebe; después, con el 

primer peronismo, avanzó la igualdad en el trato social, aunque persistieran las 

desigualdades en la riqueza.  

 

Ahora, los medios de comunicación masivos son decisivos; la enseñanza primaria 

pasó a segundo plano. Son esos medios los que destacan y ponen en la vidriera la frivolidad 

y la corrupción, como si se tratara de pautas de conducta normales. La frase de Sarmiento 

“el pueblo es soberano; hay que educar al soberano” ya no tiene vigencia sólo por la vía de 

la escuela. Ahora los hechos existen o no según sea su repercusión en la prensa y la 

televisión; así, ya no es tan determinante la educación de aquellos a quienes llegan las 

noticias, porque la información viene cocinada de modo tal que no son muchas las defensas 

de quienes las reciben. Aprender a mirar la televisión puede ser una materia de la escuela, 

como en los países escandinavos. 

 

En el pasado argentino, la educación era el principal instrumento de ascenso social; 

“m’hijo el dotor” no era una metáfora teatral sino una realidad social. Ahora la educación 

es condición no siempre necesaria y es insuficiente para tener acceso al poder y al dinero, 

que son las dos grandes metas de la civilización del self-love. Los carriles son otros: acceso 

a las esferas del gobierno, de las empresas y de los bancos. Que una buena educación las 

facilita, es innegable; pero ahora se estiman más otras consideraciones, tales como la 

lealtad a un grupo o la pertenencia a una mafia. 

 

La civilización narcisista infunde al ideal educativo un carácter competitivo. El 

único camino que propone para llegar a la excelencia es el estímulo de las ambiciones 

                                            
100 Véase José Luis Romero, Las ideas políticas en Argentina, Fondo de Cultura Económica, Buenos Aires, 1975 (primera 
edición en 1946). 
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individuales; y se prepara así a quienes participarán en el sistema económico neoliberal. 

Enseñan un sentido del progreso del país, que se vincula con la inversión y el crecimiento, 

aun cuando sea excluyente y poco solidario. El riesgo que se corre es que degenere en la 

cultura de la especulación, que consiste en la desvinculación entre el esfuerzo realizado y 

los resultados obtenidos, así como en la negación de toda actividad solidaria. El 

especulador gana lo que pierde otro. 

 

Este credo se manifiesta en el campo económico a través de la mayor ganancia que se 

obtiene con tasas de interés usurarias, en comparación con el trabajo personal o aun con los 

beneficios empresarios; en síntesis, en la convicción de que puede lograrse un 

enriquecimiento o un éxito de poder o de prestigio por razones ajenas al esfuerzo personal o 

social. Este “postulado” puede llegar a tener trascendencia en el ideal educativo. Si, como 

afirmaba Ruskin, educar no es enseñar a alguien algo que no sabía, sino hacer de él alguien 

que no existía, ¿en qué medida la formación buscada podría ser análoga a la del 

especulador que triunfa en el campo económico? ¿Acaso una de las finalidades importantes 

del sistema educativo podría ser la preparación de una elite altamente competitiva, 

desprovista de todo sentido de solidaridad y guiada sólo por el éxito personal, en cualquier 

campo de acción y más allá de todo compromiso social y moral?  

 

Los cambios en la educación son procesos lentos, sujetos a una gran influencia del 

medio social en el que se cumplen. El énfasis en una formación solidaria más que 

competitiva parece irrealizable para la clase dirigente; pero tal vez no lo sea para la mayoría 

de la población, para quienes su propia naturaleza y las escaseces han empujado hacia la 

cooperación y el apoyo recíproco. El eje de la educación hacia el cual debería tenderse es la 

equidad dentro de una sociedad homogénea.  

 

En ese sentido, no se trata sólo de mejorar el financiamiento de la educación –lo que 

es fundamental–, sino de cambiar la esencia de la educación tal como se imparte. 
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Tampoco se trata de delirios de intelectuales de países subdesarrollados. El gobierno 

de Francia lo comparte cuando afirma que “una de las finalidades de la educación es la 

constitución y difusión a toda la sociedad de un sistema de indicadores morales que la 

cohesione y que le sirva de punto de referencia en la complejidad del mundo moderno. 

¿Cuál es el precio y cuáles son los medios de esta misión? El precio puede parecer pesado 

en la medida en que la persecución de este objetivo aparece a menudo contradictoria con 

los otros fines asignados al sistema de formación. Mientras la búsqueda de la productividad 

máxima en la producción de competencias tiende a hacer funcionar el sistema como una 

usina moderna de destilación fraccionada que elimina prácticamente a quienes se considera 

no eficaces (tanto en la formación inicial como en la formación continua), es decir a separar 

a los individuos, las preocupaciones éticas deberían, por el contrario, constituir a la 

educación en patrimonio común accesible a todos y permitir la comunicación entre todos 

los ciudadanos”.101 

 

Por una parte, cada individuo debería poder desarrollar sus capacidades intelectuales 

y humanas y tener acceso a la cultura; y, por la otra, mejorar sus aptitudes laborales y 

obtener las calificaciones necesarias para insertarse de modo adecuado en el sistema 

productivo. Todo ello teniendo en cuenta el desarrollo de la sociedad en su conjunto.  

 

En suma, la lucha contra este pésimo moral es la acción perseverante para hacer de 

la educación un instrumento de excelencia cultural y de homogeneidad social. Este combate 

deberá darse no sólo en el sistema educativo formal e informal, sino, y sobre todo, en los 

medios de comunicación, desde la concepción, difusión y comprensión de los productos 

audiovisuales. 

 

                                            
101 Véase France, Sécrétariat d’Etat au Plan, Eduquer pour demain, La Découverte/La Documentation Francaise, 

Paris, 1991, pág. 191.  
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Tal vez no sea necesario elaborar planes de acción que contemplen iniciativas 

verticales que se adopten desde la cima. No parece muy adecuado hoy proponer un 

concierto y decir: aquí está la cultura. Es más efectivo apoyar y difundir las iniciativas 

existentes en el cuerpo social. No faltan ideas: faltan sobre todo recursos. Una asignación 

real que permita desarrollar las ideas que existen en música, cine, literatura, hace posible 

que se exprese la creatividad de una colectividad. 
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Capítulo 4 

La política corrupta 

 

“Los instintos ambiciosos de los nobles 
son tales que, si por varias vías y de diversos 
modos no son combatidos, pronto arruinan al 
Estado. (...) La corrupción y la escasa aptitud 
para ser libres nacen de una gran desigualdad 
en el pueblo, y para restablecer la igualdad se 
necesitan remedios extraordinarios”.  
Nicolás Maquiavelo, 

Discursos sobre La primera década de Tito 
 Livio, libro primero, capítulos XXXVII y XVII. 

 
 

I. Las insensateces 

 

1. Primera insensatez: traslado de la lógica de la ganancia al orden político 

 

El caso de la corrupción constituye un arquetipo de la invasión del orden económico 

al orden político, con graves consecuencias en el nivel moral. En esencia, esta invasión no 

es más que el traslado de la lógica económica, basada en la búsqueda de ganancias, al 

ámbito político. El mecanismo es simple. Si el objetivo es la maximización de beneficios a 

como dé lugar, las posiciones de poder –como el uso de un cargo público–, sirven para 

obtenerlo; tanto desde la facultad de decisión que tiene el funcionario corrupto, como hasta 

el menos notorio uso de la información de que se dispone por las tareas oficiales 

(conocimiento por anticipado de medidas económicas, por ejemplo).  
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El sistema político actúa entonces para el enriquecimiento de personas o grupos que 

detentan el poder (y de sus cómplices, los que sobornan). En el plano moral, significa el 

acostumbramiento a la corrupción y una anestesia general que impide reacciones. Ya no se 

responde en lo político a la pregunta “cómo acumular poder”, sino al interrogante de “cómo 

ganar dinero”;  en lo moral, los individuos corruptos introducen el “deber ser” como un 

punto de referencia válido sólo para los demás, para los “tontos” que no roban. 

 

2. Segunda insensatez: justificación de la corrupción 

 

Una insensatez mayor de la vida política de muchos países ha consistido en la 

actitud tolerante –cuando no cómplice– hacia la corrupción. Cuando lo insoportable se 

convierte en norma, entonces los criminales lo presentan como un hecho ineludible y fatal, 

en cuya causa no intervienen individuos sino acontecimientos históricos. De este modo, no 

hay corrupción porque tal o cual político o funcionario adopte la lógica económica, sino 

que es culpa del Estado que interviene en la economía. A tal punto se ha banalizado el 

juicio acerca de la corrupción, que se la presenta con frecuencia como un hecho normal –y 

hasta beneficioso– en todo régimen político.102  

 

Es habitual distinguir tres formas de corrupción: la blanca, la gris y la negra, según 

sea el grado de reprobación que suscite en la sociedad.103   

 

De acuerdo con el análisis de Heidenheimer, la corrupción negra corresponde a las 

peores prácticas y cae bajo el Código Penal. La corrupción gris es condenada por la opinión 

pública, pero tolerada por los dirigentes (por ejemplo, el financiamiento ilegal de los 

partidos políticos). Por último, la corrupción blanca es, en general, permitida y hasta 

                                            
102 Sobre el tema, véase Alfredo Eric Calcagno y Alfredo Fernando Calcagno, op. cit., págs. 169 a 214. 

103 Véase Arnold Heidenheimer, Readings in comparative analysis on political corruption, Holt, Rinehart & 

Winston Inc., Nueva York, 1970; y Eric Halt e Irene Luc, La lutte contre la corruption, Presses Universitaires de France, 

Paris, 1997.  
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considerada como beneficiosa por la población; consiste en aquellas corruptelas por las 

cuales se tiene acceso a diversas ventajas. Este es el caso de los funcionarios subalternos, 

que exigen un pago para acelerar trámites o para perdonar penas. En el folklore de las 

administraciones públicas existe un amplio muestrario e, incluso, una filosofía justificativa. 

La gama de situaciones es muy variada, ya que van desde la propina a un policía o un 

aduanero para eludir infracciones, hasta el porcentaje a pagar para ganar una licitación, 

hacer efectivo un cobro o recibir un crédito.  

 

Durante los años 1960 y 1970, en Estados Unidos se desarrollaron teorías de 

justificación de la corrupción: se alegaba que es inherente al hombre, que se desarrolla en 

las sociedades que están en procesos de cambio, que facilita la modernización y, en 

definitiva, que está tan enraizada en los hábitos culturales que sería inútil combatirla; 

además, puede desbloquear muchas situaciones en burocracias demasiado rígidas. Samuel 

Huntington escribía que “en términos de crecimiento económico, lo único peor que una 

sociedad con una burocracia rígida, hipercentralizada y deshonesta, es una sociedad con 

una burocracia rígida, hipercentralizada y honesta”.104   

 

En este enfoque de Huntington, la corrupción sería como el aceite que permite 

funcionar a los engranajes, aunque manche a quien los toque; tanto es así que esta acepción 

se ha incorporado al lenguaje popular: se habla de “aceitar” un trámite cuando se soborna a 

alguien que debe adoptar una decisión.105 En otros casos de países latinoamericanos, se 

alegó que, puesto que el desarrollo del país y el reemplazo de las elites requería una 

burguesía nacional, qué mejor que accedieran a ella los funcionarios enriquecidos, que 

tenían una clara noción del significado político del cambio.  

 

Esta actitud permisiva-cómplice puede tener al menos dos lecturas. En la primera, 

estamos frente al ingenuo oportunista que finge organizar los acontecimientos cuando estos 

                                            
104 Véase Samuel Huntington, en A. Heidenheimer, M. Johnston y V. Levine, Political corruption: a handbook, 
Transaction Publishers, New Brunswick, 1989, págs. 377 a 388. 
105 Véase Alfredo Eric Calcagno y Alfredo Fernando Calcagno, op. cit., pág. 177. 



117 
 

lo superan: “La corrupción existe, entonces debe ser buena para la sociedad”. En la 

segunda, no hablamos más que de una modalidad precisa de las relaciones de poder. La 

corrupción funciona así como una instancia de reproducción social, por encima de las 

instituciones y prácticas legítimas, para hacer perdurar una relación de poder injusta o una 

lógica económica sin límites.  

 

 

2. Tercera insensatez: subestimación de las consecuencias nocivas de la 

corrupción 

 

Otra actitud nociva es la que trata de banalizar a la corrupción y restar importancia a 

sus consecuencias. Sin embargo, cuando la corrupción se convierte en sistema de gobierno 

e infiltra  las costumbres sociales, comprobamos resultados gravísimos.  

 

La cleptocracia no sólo es catastrófica como régimen; además, abre la puerta a la 

delincuencia generalizada. Se implanta una mercantilización ilegal de un bien o servicio 

público y se establece una relación morbosa entre ricos que compran y poderosos que 

venden. Ambos se enriquecen y paga el Estado, es decir, la sociedad (a través de impuestos, 

tarifas e inflación).  

 

La situación se complica cuando se trata de una red de corrupción, en la cual quien 

cobra la “coima” o “mordida” la participa hacia arriba, de acuerdo con tarifas 

preestablecidas; o cuando están en juego contrataciones o adjudicaciones de obras o 

compras importantes. De esta manera, se produce una institucionalización muy difícil de 

combatir, que haría ingresar a ese proceso en la corrupción sistemática y en gran escala. 

 

“La corrupción, que parecía hasta aquí tan benigna, tan secundaria o en todo caso 

tan funcional a las necesidades de los partidos y del sistema político, ha ‘herido en el 
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corazón’, para retomar la expresión de Pasquino, y atacado el recurso político fundamental, 

es decir la legitimidad. (...) Destruyendo las reglas y los valores, disipando 

involuntariamente los mitos, la corrupción ha generado la anomia social, aislado a la clase 

política de la opinión, revelado los desgarros de la sociedad cuando valores como los de la 

igualdad, de la justicia o de la equidad son atacados vivamente”.106  

 

Puede ser irrealista pensar en una sociedad sin ningún tipo de corrupción; pero es 

imposible vivir en un sistema cuya esencia es llevar la mercantilización más allá del orden 

económico, y extenderla a los bienes y servicios de índole pública.  

 

 

II. El pésimo de la corrupción 

 

1. La definición 

 

El problema de la corrupción ha saltado al primer plano de la actualidad 

internacional. Ha provocado en estos últimos años la caída de gobiernos y el enjuiciamiento 

de jefes de Estado, con bruscos retrocesos electorales de partidos políticos hasta ayer 

hegemónicos y alimentado el descreimiento ciudadano hacia políticos e instituciones.  

 

Una definición simple y usual establece que la “coima” es el pago a un funcionario 

para obtener una ventaja. Sería pues la relación entre un corruptor y un corrompido. Ambos 

son corruptos: uno demanda corrupción y el otro la provee. Llama la atención que quienes 

proponen la economía de la oferta pasen por alto que el protagonista de la corrupción es el 

oferente, es decir el corruptor. 

 
                                            

106 Véase Yves Mény, La corruption de la République, Fayard, Paris, 1992, pág. 319. La cita de G. Pasquino se refiere a 
“Corrupción política”, en Norberto Bobbio, Nicola Mateucci y Gianfranco Pasquino, Diccionario de Política, Siglo XXI 
Editores, México, 1988, vol. 1, pág. 379. 
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Este tipo de relaciones tiene una significación muy diferente según sea su extensión: 

habrá individuos corruptos o “sistemas” corruptos, en los cuales por más que se desee 

realizar una operación (por ejemplo, comercial) con las normas legales y de honestidad, 

resulta imposible sin las ineludibles comisiones.  

 

2. Antigüedad de la corrupción 

 

Se trata de una costumbre muy antigua; en distintas épocas, gobernantes y 

pensadores políticos han procurado prevenirla o remediarla. Ya en el Código de 

Hammurabi, rey de Babilonia (siglo 22 a. de J.C.), se penaba a quien testificara bajo 

soborno; y en el Edicto de Harmhab, rey de Egipto (siglo 14 a. de J.C.) se establecía la pena 

de muerte para los funcionarios o sacerdotes que aceptaran sobornos en el cumplimiento de 

sus funciones judiciales.107   

 

2.1. Una visión realista de la corrupción: juicios de Maquiavelo 

 

Nicolás Maquiavelo escribió acerca de la corrupción en un sentido más amplio: se 

refirió no solamente a la corrupción de ciertas personas, sino de todo un sistema o un 

Estado. Sobre la base de un estudio de la historia romana y con los ojos puestos en la 

observación de la realidad de su tiempo, Maquiavelo analizó cómo la corrupción política 

podía adueñarse de un Estado y un pueblo, y de qué manera ello acarreaba la pérdida de su 

libertad. Así, contrasta la Italia corrupta de su siglo con la virtud de la República romana 

(en la que “el Estado era rico y los ciudadanos pobres”) y con la probidad de las repúblicas 

alemanas. En éstas, un reaseguro contra la corrupción es la igualdad que rige entre los 

ciudadanos; quienes no trabajan sino que viven de sus posesiones, son vistos como factores 

de corrupción y enemigos de los estados.108  

  

                                            
107 Véase Harold D. Lasswell, "Bribery", en la Encyclopaedia of the Social Sciences, op. cit., vol. 2, pág. 690. 
108 Véase Nicolás Machiavelo, Discursos sobre la primera década de Tito Livio, libro primero, capítulo XVII. 
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En efecto, para Maquiavelo es un factor fundamental de corrupción la ambición de 

“los grandes” (es decir, los nobles y los reyes), que se preocupan mucho más por las 

riquezas que por los honores: “su ambición es tal que si no es reprimida en un Estado, 

llevará prontamente a su perdición”. Esto hubiera ocurrido con Roma en la época de los 

reyes tarquinos, quienes eran tan corruptos que, con dos o tres reinados sucesivos, la 

corrupción se hubiera transmitido hacia abajo, sin posibilidad de reforma o de saneamiento. 

“Pero el tronco –dice Maquiavelo– todavía estaba sano cuando se separó la cabeza” (es 

decir, cuando los reyes fueron expulsados y fue instaurada la república). En definitiva, la 

corrupción se propaga a partir del comportamiento y la ambición de una oligarquía (“los 

grandes”) y, por consiguiente, “esta corrupción, esta poca aptitud para disfrutar las ventajas 

de la libertad, tiene necesariamente su origen en una extrema desigualdad”.109  

 

2.2. La invasión del orden económico sobre el ético y el moral: la corrupción de 

los papas del Renacimiento 110  

 

La corrupción de los papas entre 1470 y 1530 ofrece un ejemplo perfecto de subversión de 

los órdenes sociales: el orden económico invade al ético y al moral. Sin embargo, no era 

una corrupción mediocre. Se trataba de papas que no eran ni austeros ni piadosos, pero sí 

cultos e inteligentes. Captaron cuanto recurso disponible estaba al alcance de la Iglesia; 

pero al mismo tiempo, promovieron y financiaron la realización de maravillosas obras de 

arte. En lo religioso y lo político, la situación se deterioró a tal punto que provocó el 

surgimiento del protestantismo; pero coadyuvaron al impresionante movimiento artístico y 

cultural que después se llamó el Renacimiento. Se marca así una diferencia sustancial con 

los actuales procesos de corrupción, en los que el envilecimiento moral va parejo con la 

degradación de la mayor parte de las actividades culturales. Señalemos algunos de los 

rasgos que caracterizaron a la corrupción de los papas del Renacimiento. 

 
                                            
109 Ibid. libro primero, capítulo XVII. 
110 En esta reseña nos basamos en Bárbara Tuchman, op. cit., págs. 53 a 124. 
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El papa Sixto IV rigió la Iglesia desde 1471 hasta 1484. Inauguró la etapa de 

corrupción y de ejercicio ilimitado del poder; administró con largueza y derroche los 

fondos del Vaticano y practicó en gran escala el nepotismo; provocó guerras y cometió 

crímenes. Al mismo tiempo, promovió el arte, en especial comenzó la construcción de la 

Capilla Sixtina, restauró la Biblioteca Vaticana y reabrió la Academia de Roma.  

 

El siguiente papa fue Inocencio VIII, débil y corrupto. En 1486 celebró él mismo, 

en el Vaticano, el casamiento de su hijo con una hija de Lorenzo de Medicis, con una 

ceremonia tan suntuosa que para pagarla tuvo que dar en garantía la tiara y los tesoros 

pontificales. Además, había establecido una oficina para la venta de favores y perdones a 

altos precios; sobre cada operación, iban al papa ciento cincuenta ducados y el resto 

quedaba para su hijo. Aumentó el número de cardenales para nombrar a sus allegados y 

reforzar su poder; eran cardenales tan corruptos como el papa, con lo cual la Iglesia se 

hundía cada vez más en la inmoralidad y en las luchas por el poder.  

 

Entre 1492 y 1503 fue papa Rodrigo Borgia, bajo el nombre de Alejandro VI (el 

autor de la bula que sirvió de base al Tratado de Tordesillas). Era un hombre culto y 

encantador, cínico y amoral. En el diario de su jefe de ceremonias, llamado Burchard, 

constan “los asesinatos en las iglesias, los cadáveres en el Tíber, las luchas de facciones, los 

incendios, los saqueos, los arrestos, torturas y ejecuciones; todo eso mezclado con 

escándalos, frivolidades y una interminable sucesión de ceremonias (recepciones de 

embajadores, de príncipes, de soberanos, atención casi enfermiza acordada a los vestidos y 

a las joyas, ceremonial de las procesiones, distracciones y carreras de caballos)”.111  

 

Después, se eligió a un papa virtuoso, Pío III, que murió 26 días después de su 

elección. Accedió entonces al papado el cardenal Della Rovere, bajo el nombre de Julio II, 

quien permaneció desde 1503 hasta 1513. Se dedicó por entero a la guerra y al arte. Afirmó 

el poder político del papado: anexó Bolonia, derrotó a Venecia y a Francia. Mantuvo un 

                                            
111 Barbara Tuchman, op. cit., pág. 90. 
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poderoso ejército que él mismo comandaba y maniobró políticamente para enemistar entre 

ellos a los reyes de Europa. Al mismo tiempo, fue uno de los ejes del excepcional 

movimiento artístico del Renacimiento y renovó Roma. En especial comenzó la 

construcción de la Basílica de San Pedro de Roma, para lo cual demolió la antigua. Son de 

esa época las obras maestras de Miguel Angel, como el techo de la Capilla Sixtina. 

Absorbido por la guerra y el arte, no reformó la Iglesia y continuaron las prácticas 

corruptas. Por ejemplo, para financiar la nueva basílica continuó con la venta pública de 

indulgencias. 

 

Bajo el siguiente papado se produjo la ruptura protestante. El cardenal Juan de 

Médicis fue elegido papa bajo el nombre de León X. Era un inteligente y muy culto 

gozador de la vida. Fue el papa que más gastó: continuó la construcción de la basílica de 

San Pedro, subvencionó fuertemente a los artistas, financió fiestas extravagantes, renovó o 

edificó a cualquier costo muchos edificios monumentales, contrató más de cien eruditos 

para la Universidad de Roma, coleccionó libros y manuscritos. No había presupuesto que 

aguantara. Por ejemplo, para gloria de su ciudad, Florencia, y de su familia, encargó a 

Miguel Angel la capilla de los Médicis; y como le dijeron que el mejor mármol era de una 

cantera que estaba a doscientos kilómetros, hizo construir un camino sólo para transportar 

los mármoles. Para financiar esa magnitud exorbitante de gastos, creó dos mil cargos 

negociables. Desde su primer año de papado, León X había recurrido a la venta de 

indulgencias, lo cual es un perfecto ejemplo de invasión de lo económico en lo ético y 

moral. El tema era escandaloso: para ampliar la recaudación, ya Sixto IV aplicaba las 

indulgencias a quienes estaban en el purgatorio, lo cual incitaba a su compra a las familias 

de los muertos; además, se vendían indulgencias por los pecados aún no cometidos (algo 

así como un mercado a futuro). En 1515, León X autorizó una venta de indulgencias por 

ocho años en Alemania, que fue el abuso que precipitó el cisma. En síntesis, durante su 

papado se produjeron estupendas obras de arte, pero se descuidaron los asuntos religiosos 

y, en especial, se vivió un clima de corrupción insoportable. Como se decía en la época, la 

Iglesia se había transformado en una máquina de hacer dinero.  
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En 1521 accedió al papado Adrián VI, no italiano, quien se propuso terminar con la 

corrupción. Llegó a Roma ocho meses después de haber sido elegido, comenzó su tarea de 

depuración y austeridad, con la cerrada oposición del establishment vaticano. Murió un año 

después de haber asumido el papado. 

 

En 1523 fue elegido Julio de Médicis, el papa Clemente VII, que permaneció hasta 1534. 

Era temeroso e indeciso. En la pugna entre Francisco I de Francia y el emperador Carlos V, 

practicó un doble juego que fue descubierto. Italia estaba sacudida por guerras, y Roma por 

el enfrentamiento violento de facciones. En 1527 Roma fue tomada por los soldados de 

Carlos V, quienes la saquearon y cometieron toda clase de atrocidades. El Papa, en pánico, 

se refugió en el Castillo de San Angel. Roma fue incendiada. Los invasores recién se 

retiraron cuando los alimentos escasearon y se declaró la peste. Todos creyeron que se 

trataba del castigo divino por la corrupción y los crímenes de los papas y cardenales. El 

Papa quedó prisionero en San Angel y debió pagar su propio rescate. Después, Clemente 

VII cercó y tomó su ciudad, Florencia, para imponer el gobierno de su familia. Mientras 

tanto, como reacción, se estructuró la Liga Protestante. Su muerte fue festejada por los 

florentinos y por los romanos (que lo responsabilizaban por el saqueo).  

 

¿Cuáles fueron las mayores necedades de los papas durante este período? Barbara 

Tuchman, de quien tomamos los ejemplos papales citados, las sintetiza. Primero, la 

indiferencia total hacia los movimientos y sentimientos que los rodeaban y su 

empecinamiento en mantener, contra todos, un sistema corrupto. Segundo, los gastos 

exagerados y su obsesión por la fortuna personal. Tercero, la ilusión de eternidad, 

impunidad e invulnerabilidad; sólo veían como amenaza la constitución de un poder 

superior al de ellos; y no tenían la menor preocupación por su misión espiritual y 

pastoral.112  

 

 

                                            
112 Véase Barbara Tuchman, op. cit., págs. 123 y 124. 
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2.3. La corrupción en el siglo XVIII: el relato de Voltaire 

 

Como veremos cuando nos refiramos a la utopía, muchas veces conocidos autores 

analizaron la realidad de su tiempo con el disfraz de otra época o lugar. De ese modo, 

Voltaire escribió sobre la corrupción en la Francia de Luis XV. Ya conocía los rigores de la 

Bastilla, por lo que prefirió, prudente, tocar el tema de la corrupción en lugares que, aunque 

la similitud fuera perfecta, de tan exóticos parecían irreales y faltos de relación aparente 

con Francia.  

 

En vez de Francia fue Siam (el fin del mundo para un francés de entonces). Voltaire 

relata algunos curiosidades de gobierno que se practicaban en Siam, en la segunda mitad 

del siglo XVII, cuando refiere el viaje del músico André Destouches.113  

 

Allí, un asesor del primer ministro (“barcalon”), llamado Croutef, le cuenta a Destouches 

que las magistraturas se compraban por dinero en efectivo. “Usted comprenderá que es 

imposible juzgar bien si no se tienen listas treinta o cuarenta mil piezas de plata. (...) Es lo 

que nos distingue de todos los pueblos de Asia, y sobre todo de los bárbaros de Laos, que 

tienen la manía de recompensar todos los talentos y de no vender ningún empleo”. Elogia 

además su sistema de gobierno: “Para conocer nuestra profunda sabiduría 

–continúa Croutef– sepa que nuestra base fundamental consiste en reconocer como nuestro 

soberano, en muchos aspectos, a un extranjero tártaro que vive a novecientos mil pasos de 

aquí. Cuando damos nuestras mejores tierras a algunos de nuestros sacerdotes budistas 

(talapoins), lo cual es muy prudente, es necesario que ese talapoin siamés pague el primer 

año de su ingreso a ese tártaro, sin lo cual está claro que no tendríamos cosecha”.  

 

                                            
113 Voltaire, André Destouches à Siam, Paris, 1767.  
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Después, detalla el sistema de compras y ventas practicado por el gobierno: el tártaro tiene 

un delegado recaudador en cada repartición administrativa en donde se practican tales 

transacciones, quien debe dar su aprobación a cada operación de compra o de pago, sin 

excepciones; si falta ese “visto bueno”, nada se compra y nada se paga. En contrapartida, 

los beneficiarios de cada compra y de cada pago deben recompensar al tártaro de acuerdo 

con una tarifa establecida, que si bien es alta se la acepta sin discutir, pues está claro que sin 

su consentimiento no habría movimiento de dinero, como en el caso anterior no habría 

cosecha.  

 

Asimismo, Croutef aclaró que para mejorar la equidad del sistema, si bien la mayor 

parte de la recompensa va al tártaro, una proporción de ella queda en el camino como justa 

retribución a quienes hacen funcionar tan eficiente método de recaudación. Con ello se 

contribuye además a la prosperidad general, pues está claro que la gente que poco tiene 

gasta mal y que sin este procedimiento se trabajaría mucho menos. También Croutef relató 

con orgullo la política laboral, precursora de la “flexibilización”: “Si un cultivador no pagó 

a propósito un impuesto que excedía sus posibilidades, vendemos su olla y su cama para 

ponerlo en estado de cultivar mejor la tierra, lo que hará cuando se haya desembarazado de 

lo superfluo”.  

 

En síntesis, los jueces de Siam se compran y se venden, bajo la dominación política 

de lejanos tártaros; la administración pública de Siam se encuentra gangrenada por un 

sistema venal de compras y ventas a proveedores; el producto de la corrupción se encuentra 

sistematizado, con tarifas, rendimientos y retornos específicos, a cada escalafón jerárquico; 

el horizonte social del campesino siamés es la miseria. Notable visión de Voltaire, feroz 

crítica de la Francia de su tiempo, razón por la cual su domicilio estuvo largo tiempo al lado 

de la frontera suiza. 
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3. Magnitud y tipos de corrupción 

 

La corrupción minorista, de caso por caso, que transcurre entre el corruptor privado 

y el funcionario público, ha pasado a segundo plano frente a la aparición, en algunos casos, 

de la corrupción como sistema de gobierno (calificado como cleptocracia), y a las 

corrupciones mayores de los contratos con el Estado, la droga, la venta de armas, el 

otorgamiento de créditos externos y las vinculadas a las privatizaciones; además, existe una 

corrupción específica del sector privado. 

 

No se trata de compartimientos estancos, ya que en muchos casos se 

intercomunican. Este tipo de corrupción tiene como rasgo distintivo la cuidadosa 

organización y distribución. Ya no son “vocacionales independientes” como a veces sucede 

en la corrupción minorista, sino que se trata de verdaderas mafias, con tarifas establecidas y 

que participan hacia arriba. Se trata de regímenes parecidos a los de Siam que describía 

Voltaire. 

 

3.1. Contratos con el Estado 

 

Las transacciones con el Estado ponen en movimiento mecanismos complejos, que 

cubren todas las etapas de la contratación pública. La primera corresponde a la obtención 

del contrato –o su prórroga si ya está otorgado–, en donde se benefician tanto el funcionario 

venal como el contratista (que logrará el negocio y cargará a los precios el costo del 

soborno); en la etapa de ejecución, la corrupción puede implicar sobreprecios o diversas 

transgresiones a las condiciones requeridas; en la fase final del cobro, los funcionarios 

pagadores pueden exigir un porcentaje para firmar el libramiento de los fondos.  

 

Un caso especial de corrupción es el relacionado con el financiamiento de los 

partidos políticos y de sus dirigentes. La primera excusa de los políticos y funcionarios 
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corruptos es que el dinero no es para ellos sino para el partido, lo cual también es 

injustificable; pero después, lo normal es que se produzca una confusión de patrimonios, en 

donde el político o funcionario se lleve la parte del león.  

 

Además de su inmoralidad intrínseca, este procedimiento afecta en extremo a la 

vida política de un país, pues los financiadores de los partidos –y de los políticos y 

funcionarios– adquieren un derecho a influir en las decisiones del gobierno y, en particular, 

a resolver en las que les incumben.  

 

Otra modalidad de la corrupción de los partidos es la compra de cargos electivos; 

según sean los casos, se asignan bancas parlamentarias a quienes las paguen. Para 

justificarlo, se alega que como las campañas electorales son tan caras, de alguna parte hay 

que obtener los fondos.  

 

3.2. La droga 

 

Entre las corrupciones mayores figura la de la droga. En este negocio ilegal pueden 

distinguirse tres etapas: la de cultivo y refinación, la de comercialización y la del lavado de 

los narcodólares. Todas ellas son ilícitas y dado el enorme monto de las sumas 

comprometidas, dan lugar a procesos de corrupción de extraordinaria importancia.  

 

Una idea de magnitudes, lo revela el tamaño del mercado de la droga, que el 

Programa Internacional de Control de la Droga de las Naciones Unidas ha estimado en 

400.000 millones de dólares anuales. Esta suma equivale al 8% del comercio internacional; 

en 1994 era superior al comercio internacional de hierro, acero y vehículos automotores, e 

igualaba al comercio internacional total en textiles.  
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De acuerdo con datos de Alain Labrousse, la producción de clorhidrato de cocaína, 

que era de 500 a 800 toneladas hace diez años, en 1997 osciló entre 1.000 y 1.500 

toneladas. América Latina genera el 98% de la producción, que procede de Perú, Colombia 

y Bolivia. La superficie cultivada con coca disminuyó en Bolivia, como consecuencia de 

las campañas de erradicación y fue de 30.000 hectáreas en 1997; en el Perú fue de 150.000 

hectáreas y en Colombia aumentó bruscamente de 25.000 hectáreas en 1982, a más de 

60.000 hectáreas en 1997; en este último caso, parecería que se trata de integrar 

verticalmente todo el proceso de producción. Asimismo, observa Labrousse que desde la 

mitad de los años 1990, México aparece como el eslabón de las organizaciones 

colombianas para acceder al mercado norteamericano, y Brasil como la base de los 

traficantes colombianos y bolivianos para transitar hacia Europa.114  

 

En cuanto a los ingresos que significan para los países productores, el Observatoire 

Géopolitique des Drogues de Paris, ha estimado que, en 1993, la cocaína representaba el 

10% de las exportaciones de Colombia, del 12 al 20% de las de Perú, y del 12 al 15% de las 

de Bolivia. 

 

Los beneficios que se derivan para los traficantes son enormes. Los 250 kilogramos 

de hojas de coca comprados al campesino boliviano por 75 dólares, permiten fabricar un 

kilo de cocaína, que en Colombia tiene un precio de 2.250 dólares, es decir que se 

multiplica por treinta. Desde Colombia hasta su venta al mayorista europeo, el precio se 

multiplica quince veces más. Por fin, si el consumidor europeo paga 140 dólares el gramo, 

significa que el precio se multiplicó por 1.866 desde la cosecha de las hojas de coca.115 

 

Señala Alain Labrousse que la mundialización de las políticas neoliberales ha 

fortalecido el cultivo de las drogas, porque con la apertura económica, importantes cultivos 

                                            
114 Véase Alain Labrousse, “Le marché mondial des drogues”, en Futuribles, Paris, julio-agosto de 1997, págs. 

23 a 40. 
115 Véase Alain Labrousse, op. cit., pág. 32. 
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tradicionales de países latinoamericanos no resisten la competencia internacional y 

entonces los campesinos se vuelcan hacia el cultivo de la coca, que es mucho más rentable. 

Cita el ejemplo concreto del Perú, en cuyos mercados urbanos el arroz vietnamita y el maíz 

brasileño cuestan entre 20 y 30% menos que los cultivados en el valle de Huallaga, en 

Amazonia. El resultado es que los campesinos se dedican ahora al cultivo de la coca y a la 

producción de la pasta básica de la cocaína. Asimismo, existe una conexión entre la venta 

de armas y de cocaína; por ejemplo, se intercambia armas contra droga.116  

 

La cantidad de dinero que mueve este negocio ilegal y sus ramificaciones lo 

convierte en un serio peligro de corrupción, no sólo de personas, sino de instituciones y 

regímenes políticos. Así, el lavado de dinero envuelve en la corrupción a parte del sistema 

financiero y del empresariado, y existe el riesgo que quienes manejan tal cantidad de 

recursos sobornen o castiguen a los que en la policía, la administración y la justicia, están 

encargados de combatirlos. 

 

3.3. Las armas 

 

Otro rubro de fundamental importancia es el tráfico de armas. Por su misma índole 

es de carácter secreto (o por lo menos, discreto), lo cual dificulta la evaluación de los 

montos. Tanto del lado del país o empresa vendedores como de los compradores, existe 

interés en ocultar información; como es obvio, ello facilita el otorgamiento de comisiones, 

imposibles de investigar pues está en juego “la seguridad nacional”. Este comercio incluye 

los porcentajes usuales que los vendedores de armas otorgan a los funcionarios de los 

países compradores que, normalmente, oscilan entre el 10 y el 20%; tales retribuciones son 

sustancialmente mayores cuando se trata de compras clandestinas.  

 

Se ha estimado que en el período 1990-1996 el valor total de las exportaciones 

registradas de armas convencionales fue de 177.000 millones de dólares (a precios de 
                                            

116 Ibid., págs. 29 a 33. 
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1990). En 1996, los países desarrollados exportaron por 22.980 millones de dólares y los 

subdesarrollados por 976 millones; en ese año, las importaciones de los países 

desarrollados fueron de 5.554 millones y las de los subdesarrollados de 17.425 millones. 

 

En el período 1991-1995, los mayores proveedores de armas convencionales fueron 

Estados Unidos (61.900 millones de dólares), Unión Soviética/Rusia (16.000 millones), 

Alemania (10.200 millones), Reino Unido (6.600 millones), Francia (5.600 millones) y 

China (5.100 millones). En ese mismo período, los mayores compradores de armas fueron 

Turquía (8.100 millones de dólares), Egipto (7.100 millones), Arabia Saudita (7.100 

millones), Japón (6.900 millones), Grecia (5.800 millones) y la India (5.200 millones).117  

 

En la Argentina, se produjo la venta ilegal de armas a Croacia y a Ecuador, que 

constituyeron gruesas irregularidades políticas y jurídicas, ya que en un caso existía un 

embargo internacional y la Argentina formaba parte de las fuerzas de mediación; en el otro, 

integraba el grupo de los países garantes de la paz. Todo hace presumir que el único móvil 

fue el cobro de comisiones.  

 

3.4. Créditos externos 

 

Otra fuente de corrupción es la vinculada a las gestiones de créditos externos. Las 

comisiones que cobran los bancos son cuantiosas, dada la gran magnitud de las operaciones 

de que se trata; ahora, a la gestión de nuevos préstamos se une la reestructuración y 

reconversión de los anteriores, con lo que el negocio se hace continuo e interminable. 

 

Es una tradición con vigencia internacional, que los bancos extranjeros prestamistas 

paguen una comisión a los funcionarios del país que recibe el crédito, y que en definitiva la 

                                            
117 Véase Stockholm International Peace Research Institute (SIPRI), Yearbook 1996, World Armaments and 
Disarmament; y Yearbook 1997. 
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carguen a los costos del préstamo. Se trata de una práctica antigua y corriente –aunque no 

por ello menos corrupta–, pero por su misma índole es de muy difícil comprobación.118   

 

3.5. Corrupción en las privatizaciones 

 

El manejo de muchas de las empresas estatales de países latinoamericanos estaba 

manchado de corrupción, que cometían mafias integradas por contratistas, proveedores, 

funcionarios públicos y jefes sindicales.  

 

Sin embargo, la corrupción parece haber continuado durante y después de las 

privatizaciones. Es difícil probarlo, pero es probable que así sea en países en donde ésta se 

ha generalizado. Sorprende el bajo precio de la mayor parte de las ventas de empresas y, en 

ciertos casos, existen rubros sospechosos (como los 77,8 millones de dólares de “gastos 

asociados a la compra” de Aerolíneas Argentinas). 

 

Después de la primera etapa de la venta de empresas, se ha entrado en una segunda 

fase caracterizada por la prórroga de las concesiones y privilegios, para que las empresas 

mantengan los beneficios del monopolio u oligopolio más allá de lo estipulado; también se 

modifican cláusulas pactadas para la explotación, sobre todo las referidas a las tarifas. Todo 

ello implica muy importantes ganancias para las empresas. 

 

                                            
118 Relata Félix Luna en su libro Ortiz. Reportaje a la Argentina opulenta, que en 1938, cuando el general 

Agustín P. Justo dejó la presidencia de la Nación, pasó una temporada en Francia y Escocia, y se quedó sin dinero. 

Entonces, uno de los líderes conservadores de la época, don Antonio Santamarina, le propuso al presidente Roberto M. 

Ortiz hacer una “vaquita” para ayudarlo, pero Ortiz instrumentó una solución mejor: lo designó como representante del 

gobierno argentino para firmar en Holanda un empréstito ya concedido. De este modo –continúa Luna– el ex presidente 

Justo cobró la comisión que los banqueros pagan en estos casos a los representantes del gobierno que recibe el crédito, y 
desaparecieron así sus problemas económicos. (Editorial Sudamericana, Buenos Aires, 1978, pág. 135). 
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Estos hechos marcan un cambio en la forma de la corrupción. Antes, los pagos exorbitantes 

a los contratistas recaían, en última instancia, en los contribuyentes. Ahora, quienes pagan 

son los clientes de los servicios públicos privatizados; se trata de una inmensa masa de 

personas que se transforman en rehenes de las empresas, dado que la explotación 

monopólica no les da otra alternativa. Extraño resultado de la política de “libre mercado”. 

 

4. La corrupción privada 

 

La corrupción está lejos de ser un “privilegio” público, ya que los operadores 

privados también la practican. En primer término, son coautores de la corrupción pública, 

puesto que sobornan a los funcionarios para obtener ventajas que de otro modo no tendrían; 

perjudican así a los competidores y a los consumidores o usuarios, es decir, a la sociedad en 

general. En este sentido, son interesantes las imputaciones recíprocas entre la casa matriz 

de IBM y sus ex directores en la Argentina, en el proceso que intenta esclarecer quiénes 

cometieron el soborno de 37 millones de dólares a las autoridades del Banco de la Nación, 

en el contrato sobre la informatización del banco. 

 

A veces, algunas empresas también compran la paz social a través de 

“subvenciones” personales a ciertos dirigentes sindicales corruptos. Además, existe una 

corrupción dentro del sector privado. El ejemplo más evidente es el de los dirigentes de 

empresas que se apropian de importantes ganancias a costa de los accionistas. En otro 

ámbito, ciertos altos empleados de la empresa, como los jefes de compras, suelen recibir 

sobornos de los proveedores; o manejan contratos en beneficio propio, a punto tal que es 

considerado normal el “retorno” sobre una compra. 

 

5. La generalización de la corrupción 
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La corrupción no es un problema del Estado en sí, sino el de la decadencia de una 

clase dirigente; si sus miembros estuvieran en el sector privado (y en general no renuncian 

a él por el hecho de estar en un cargo público), harían lo mismo. No es que el estatismo o el 

liberalismo contaminen de corrupción a quienes gobiernan, sino que una clase dirigente 

corrupta infecta de corrupción tanto al Estado como a los negocios privados. 

 

Por su misma índole, es muy difícil comprobar los hechos concretos de corrupción. 

En general, los casos que se conocen son los de corruptos del pasado que ya no tienen más 

poder, en especial, de los que cayeron en desgracia. Un caso típico es el de México, en 

donde es antigua y notoria la corrupción generalizada, representada por la 

institucionalización de la “mordida”. Después de terminados sus mandatos han aparecido 

libros en los que se detallan hechos gruesos de corrupción de presidentes, en especial de 

López Portillo, y ahora la crónica policial refiere la situación del presidente Salinas de 

Gortari y su familia.  

 

En el caso argentino existe una sensación generalizada de corrupción. De acuerdo 

con una encuesta realizada por la consultora Gallup en el último trimestre de 1996, el 63% 

de los argentinos cree que la corrupción es “muy elevada” y el 33% que es “elevada”; sólo 

el 4% cree que la corrupción es baja o muy baja. Los grupos más sospechados de 

corrupción son los políticos (50%), seguidos por los sindicalistas y la policía. Las razones 

para la corrupción que se aducen en esa encuesta (en respuestas múltiples) son la 

ineficiencia de la justicia (66%), la crisis económica (38%), los dirigentes que ha tenido el 

país (33%), el mal funcionamiento del sistema (28%) y la herencia cultural (27%). El 53% 

de los consultados cree que “las privatizaciones contribuyen a aumentar la corrupción” y un 

34% cree que lo que se pierde del presupuesto nacional por las prácticas corruptas es más 

del 50 por ciento.119  

 

 
                                            
119 Véase Clarín, Buenos Aires, 3 de enero de 1997, pág. 6. 
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III. Políticas que se ejecutan en otros países 

 

1. Sanciones contra la corrupción 

 

Cuando existe una administración pública jerarquizada, con poderes y 

responsabilidades establecidos, cuyos funcionarios son reclutados por su capacidad técnica, 

que siguen una carrera previsible, a veces prestigiosa, con buenos sueldos y con una alta 

respetabilidad social, a la que se le suma una mística del servicio público, es difícil que se 

produzcan actos de corrupción generalizada. Esta enumeración no es utópica, sino que en 

general rige en la administración pública central y en las empresas públicas francesas 

cuando actúan en su país (fuera de él no es raro que adopten prácticas corruptas, en especial 

para obtener contratos y concesiones, tal vez porque su legislación lo tolera y porque no 

están bajo la jurisdicción de sus jueces ni expuestas a la mirada de su opinión pública).  

 

Veremos rápidamente algunas características de la lucha contra la corrupción en 

Francia y en Italia. Existe primero un plano informal y después otro formal.  

 

El primero consiste en la sanción colectiva de la opinión pública contra los 

señalados como corruptos. En Francia, dos candidatos a presidente de la República tuvieron 

que desistir de su intento cuando un periódico satírico –Le Canard Enchaîné– reveló 

omisiones en sus declaraciones impositivas. El primer ministro Alain Juppé fue enjuiciado 

por haber alquilado a miembros de su familia viviendas de propiedad de la Municipalidad 

de París a precios más bajos que los del mercado, cuando era alto funcionario de esa 

Municipalidad; el tema surgió cuando ya era primer ministro y el juez lo encontró 

responsable, pero no lo procesó porque era desproporcionado provocar una crisis de 

gobierno por un asunto tan poco relevante. La reprimenda judicial estuvo en la misma 

sentencia; tal vez el castigo público se haya producido después, con los resultados de las 

elecciones de mayo y junio de 1997, en las cuales su partido perdió el gobierno. 
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El plano formal tiene dos aspectos. El primero es la serie de disposiciones legales 

que castiga la corrupción; el segundo se refiere al buen funcionamiento del Poder Judicial 

que aplica las sanciones establecidas.  

 

2. Las disposiciones legales 

 

A continuación señalaremos algunas de las disposiciones legales que previenen o 

castigan la corrupción en Francia. Se refieren al financiamiento de los partidos políticos; a 

la transparencia del patrimonio de candidatos y elegidos; a la conducta de los funcionarios 

públicos; a las compras públicas; al urbanismo; a la corrupción en el sector privado. Por el 

contrario, se tolera la corrupción de empresas francesas en el extranjero. Asimismo, el 

Código Penal castiga los casos de corrupción, el procedimiento judicial considera tales 

casos y existe control de las jurisdicciones administrativas.120  

 

2.1. Financiamiento de los partidos políticos 

 

Se establecen límites a los gastos electorales; por ejemplo, en las elecciones presidenciales 

no pueden pasar de 120 millones de francos por candidato (aproximadamente 20 millones 

de dólares) y en las elecciones legislativas 250.000 francos por candidato (alrededor de 

40.000 dólares) más un franco por habitante de esa circunscripción. 

 

En cuanto al financiamiento de los partidos políticos, sólo las personas físicas (no 

las empresas) pueden hacer donaciones hasta un límite de 50.000 francos por año (cerca de 

8.000 dólares); en compensación, aumentó el financiamiento público hasta 526 millones de 

francos en 1996 para la totalidad de los partidos políticos (poco menos de 90 millones de 

dólares). En cambio, no existe límite para las cotizaciones de los militantes. 

                                            
120 La reseña que sigue se basa en Eric Alt e Irène Luc, La lutte contre la corruption, Presses Universitaires de France, 
Paris, 1997. 
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2.2. Transparencia del patrimonio de políticos y funcionarios 

 

Los candidatos a presidente deben presentar su declaración patrimonial al Consejo 

Constitucional. Asimismo están obligados a declarar su situación patrimonial los miembros 

del gobierno y ciertos representantes elegidos. 

 

Los funcionarios no pueden tener intereses en empresas sometidas al control de la 

administración, de modo directo o indirecto. 

 

2.3. Las compras estatales 

 

Las compras públicas representan en Francia alrededor del 11% del producto bruto 

interno. Para prevenir actos de corrupción se ha dictado un conjunto de leyes, que procuran 

asegurar la publicidad y la libre competencia. El llamado público es obligatorio a partir de 

300.000 francos (50.000 dólares) y la licitación a partir de 700.000 francos (116.000 

dólares). 

 

2.4. El urbanismo 

 

Las operaciones de urbanización son susceptibles de corrupción, sobre todo por 

parte de quienes determinan el uso de los suelos o, en particular, de los que cambian la 

utilización establecida en los códigos urbanos. Se trata de las modificaciones de los planes 

de utilización de suelos y de los permisos para construir. Ello ha determinado una serie de 

medidas y reglamentaciones para prevenir actos de corrupción en esta materia. 
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3. La lucha contra la corrupción en el ámbito internacional 

 

Existe un tipo de corrupción ligado a la actividad de empresas francesas en el 

exterior. Se presume que se desvía para sobornos alrededor de un 5% del conjunto de las 

inversiones en el extranjero y de las exportaciones de bienes destinados a países 

subdesarrollados. La legislación castiga la corrupción de agentes públicos franceses, pero 

tolera los sobornos a agentes extranjeros; más aún, tales “comisiones” pueden ser deducidas 

del pago de impuestos, siempre que se hagan en el interés de la empresa y no sean 

exageradas. 

 

Esta práctica no es privativa de Francia, sino que es aplicada por la mayoría de los 

países desarrollados que reprimen la corrupción en su territorio, pero la alientan cuando se 

cometen en el extranjero para favorecer a sus empresas. 

 

Como reacción contra esta forma de corrupción, la Organización de Cooperación y 

Desarrollo Económico (OCDE), que agrupa a los países desarrollados, en 1996 aprobó una 

recomendación para que las empresas no puedan descontar de sus impuestos los sobornos a 

funcionarios extranjeros.  

 

Por otra parte, en noviembre de 1997, una Conferencia de Negociación en la cual 

participaron los países miembros de la OCDE y cinco países que no son miembros 

(Argentina, Brasil, Bulgaria, Chile y la República de Eslovaquia) adoptó una Convención 

para combatir la corrupción de funcionarios públicos extranjeros en las transacciones 

internacionales de negocios; a fines de 1997 la habían firmado 33 países. 
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La Organización de Estados Americanos (OEA) aprobó la Convención 

Interamericana contra la Corrupción en marzo de 1996, con el propósito de “promover y 

fortalecer el desarrollo, por cada uno de los estados partes, de los mecanismos necesarios 

para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción”. Se exhorta a los países a que 

adopten legislaciones represivas de la corrupción y se la tipifica como una causal de 

extradición. 

  

4. Corrupción en el sector privado 

 

En el sector privado se procura prevenir la corrupción mediante una legislación 

sobre libertad de precios y competencia, en particular referidos a tarifas de servicios 

públicos, condiciones de venta y reglas de facturación. Existen normas especiales para el 

mercado de la publicidad y de los medicamentos. 

 

5. El derecho penal 

 

El derecho penal reprime los hechos que, dentro de la clasificación de 

Heidenheimer, entrarían en la corrupción negra. Así, se reprime hasta con diez años de 

prisión y un millón de francos de multa (160 mil dólares) a quien solicite o reciba ofertas o 

donaciones para cumplir o abstenerse de actos relativos a su función, o abusar de su 

influencia para obtener distinciones, empleos, compras o cualquier decisión favorable.  

 

6. Los procedimientos 

 

En el ámbito judicial, se trata de una acción pública, cuya prosecución está a cargo 

del fiscal y de la parte civil perjudicada. Las jurisdicciones administrativas controlan la 

legalidad. 



139 
 

 

En la jurisdicción financiera, la Corte de Cuentas y las Cámaras Regionales de 

Cuentas ejercen el control presupuestario de las colectividades locales. El juez financiero 

tiene a su cargo el control jurisdiccional sobre los contadores públicos. La Corte de 

Disciplina Presupuestaria y Financiera puede sancionar las faltas en la gestión del 

administrador que ordena gastos.  

 

El control administrativo es ejercido por la policía judicial y por un conjunto de 

instituciones que dependen de los ministerios. 

 

 

7. La acción de los jueces 

 

El caso sobresaliente de la acción de los jueces en la lucha contra la corrupción es el 

de Italia. Allí, los efectos de las Mani pulite fueron devastadores. La evidencia de 

corrupción quebró la alianza política que había gobernado durante medio siglo, mandó a la 

cárcel y al exilio a muchos de sus líderes. Entre febrero de 1992 y el mismo mes de 1993, 

se efectuaron 823 arrestos preventivos; se cursaron 75 pedidos de autorización para indagar 

a parlamentarios por cuestiones de “tangente”; renunciaron 4 ministros en ejercicio y 3 

secretarios nacionales de partidos (uno de ellos era el líder máximo del partido al que 

pertenecía el presidente del Consejo de Ministros); y se puso en crisis a la administración 

comunal de cuatro capitales regionales (Milán, Roma, Nápoles y Turín).121  

 

Poco tiempo después del estallido de las Mani pulite, se produjeron cambios en la 

alianza del gobierno, que favorecieron primero a grupos de derecha y después de centro-

izquierda. En síntesis, la alianza entre demócrata cristianos y socialistas no sólo perdió el 

gobierno que había manejado durante medio siglo, sino que nutrió la lista de presos, 

                                            
121 Véase Piero Della Seta y Edoardo Salzano, L'Italia a sacco, Editori Riuniti, Roma, 1993, págs. XV y XVI. 
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prófugos y en algunos pocos casos, de suicidas. El factor desencadenante fue la actuación 

de un grupo de jueces.  

 

8. La vuelta a los principios 

 

La lucha contra la corrupción no es imposible si existe una real voluntad política. Es falso que la 

corrupción sea una fatalidad o un mal necesario: hay que apoyarse en las ansias de honestidad y 

justicia que es consustancial a los pueblos. Asimismo, hacer más equitativas las sociedades es 

hacerlas, también, como lo sugería Maquiavelo, menos vulnerables a la corrupción, puesto que la 

concentración de la riqueza en algunas manos otorga a sus beneficiarios los medios para corromper. 

El intento de llegar a un sistema político no corrupto supone una búsqueda de regeneración global, 

que Maquiavelo veía como una “vuelta a los principios”: “Si se quiere que una religión o una 

república duren largo tiempo, es necesario retornarla a menudo a su principio”.122  

 

 

 

 

 

 

 

 

                                            
122 Véase Nicolás Machiavelo, Discursos sobre la primera década de Tito Livio, Libro tercero, capítulo 1. 
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         Capítulo 5 

 

La economía sin límites 

 

 

“Desarróllase aquí, de la manera más 

patente, la idea del orden característica del 

liberalismo que al llevar a cabo, en el máximo 

grado posible, la privatización de la economía 

conduce, en último extremo, también a la 

privatización del poder político. (...) Su máxima 

perfección se alcanza en la dominación del 

capital financiero”.  

(Hermann Heller, Teoría del Estado, 

Fondo de Cultura Económica, México, 1955, 

primera edición en alemán en 1934, pág. 130). 

 

 

Hermann Heller, uno de los pensadores alemanes más importantes del siglo XX, sintetiza 

con este párrafo la agenda de la economía sin límites, a la vez que plantea un tema clave 

para entender la política. Escrito en 1934, parece uno de los pocos relatos modernos y 

pertinentes sobre la insensatez que mayor y más fuerte impacto tiene en nuestros días: la 

falta de límites en la búsqueda de rentabilidad; la estructuración de la política en función de 

los intereses del poder económico; la maximización de ganancias como objetivo político e 

imperativo moral.  

 

Estas aberraciones sociales se manifiestan con claridad en variados 

ámbitos, pero en pocos con la nitidez que surge de la confusión entre democracia, 
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liberalismo político y liberalismo económico; de la mezcla de instituciones políticas, 

empresas y organizaciones sociales; de la preeminencia de la propiedad privada 

por sobre la democracia; de la desintegración estatal y nacional; de la destrucción, 

por último, de la integración social y económica. En la primera parte de este 

capítulo nos referiremos a esta serie de insensateces. De ellas nace un conjunto 

numeroso de pésimos sociales.  

 

En la segunda parte del capítulo consideraremos el caso de las decisiones 

políticas adoptadas en el ámbito económico; la voracidad de este mismo orden 

económico; la formación de conglomerados económicos y financieros que 

controlan la economía nacional; la despolitización, factor determinante del 

empobrecimiento de la agenda política; y, para terminar, la distribución muy injusta 

del patrimonio y del ingreso.  

 

En varios países se aplicaron políticas exitosas para combatir a pésimos 

generados por la economía sin límites. La reseña de algunas de ellas constituye la 

tercera parte de este capítulo.  

 

I.  Las insensateces 

 

1. Primera insensatez: confundir la democracia, el liberalismo político 
y el liberalismo económico 

 

Una primera insensatez consiste en confundir democracia, liberalismo 

político y liberalismo económico. En el análisis neoliberal se los mezcla y se afirma 

que el liberalismo político y el liberalismo económico son como las dos caras de 

una misma moneda y constituyen una unidad inescindible. Ambos construirían la 

libertad individual, mediante la restricción de la acción estatal, lo cual afirmaría la 
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democratización. A nuestro juicio, este planteo constituye un error teórico y una 

inexactitud histórica. Para entender la política, es indispensable salir de esta 

confusión, y devolver al César lo que es del César.  

 

Es con cierta melancolía que retomamos una polémica que parecía resuelta 

en los años 1940. Desde nuestro punto de vista, las razones de Polanyi, Laski y 

Finer, derrotaron en la discusión a las de Hayek.123 Sin embargo, la cuestión ha 

sido replanteada en esta época, en la cual los neoliberales ya no se contentan con 

ejercer el poder –como lo han hecho en muchas ocasiones– sino que además 

pretenden tener razón. Es un poco excesivo: dominados, tal vez; embrutecidos, 

jamás.  

 

1.1. La democracia 

 

De acuerdo con la definición clásica, la democracia como sistema es el 

gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo. Este latiguillo que no falta en 

el breviario de todo buen demócrata, y que amuebla más de una vez los fatuos 

discursos de muchos oradores, fue pronunciado en circunstancias algo más 

graves. Fue el presidente norteamericano Abraham Lincoln quien definió a la 

democracia de esta manera, en los días posteriores a la batalla de Gettysburg, 

donde murieron cerca de cincuenta mil personas. Estaba en juego la unidad de 

Estados Unidos, su existencia como nación, la integración del sur agrícola con el 

norte industrial, el problema de la esclavitud como modo de producción obsoleto e 

insultante. La democracia es, pues, un combate, a veces sangriento, siempre 

cuestionador. Así lo vemos en el proceso de democratización definido por Adolfo 

                                            
123 Véase Karl Polanyi, La grande transformation, Editions Gallimard, Paris, 1983 (primera edición en 1944); Harold J. 
Laski, Reflexiones sobre la revolución de nuestro tiempo, Editorial Abril, Buenos Aires, 1944 (primera edición en inglés 
en 1942); Herman Finer, Road to reaction, Little, Brown and Company, Boston, 1946; y Friedrich A. Hayek, The road to 
serfdom, University of Chicago Press, Chicago, 1944.  
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Gurrieri, que tiene tres aspectos: el formal, el sustantivo y el de los valores (o 

axiológico). 124  

 

La democratización formal establece los requisitos para que las decisiones 

que se adopten en un país, en una comunidad o en una organización, reflejen la 

opinión de la mayoría de sus miembros. A su vez, la democratización sustantiva 

está ligada al concepto de igualdad; tiende a atenuar las diferencias económicas y 

sociales, en especial las derivadas de la desigual distribución de la propiedad y del 

ingreso. Ya no se trata sólo de la forma cómo se adoptan las decisiones, que debe 

tener un fuerte contenido de igualdad (por ejemplo, con el principio “una persona, 

un voto”), sino de su contenido, que puede generar equidad o inequidad; no se 

trata del cómo, sino del para qué y en beneficio o perjuicio de quiénes. En el 

ámbito axiológico (de los valores), se plantea la diferencia entre la libertad de no 

ser obligado a hacer algo (libertad negativa) y la libertad de hacer o libertad 

creadora (libertad positiva).  

 

1.2. Liberalismo político  

 

El liberalismo político se propone afirmar la libertad de los individuos y de 

los grupos, para lo cual preconiza un Estado que fije las reglas del juego y sólo 

actúe para garantizar su cumplimiento. Establece una estructura de gobierno 

basada en “pesos y contrapesos” y en la representación de las minorías, que 

impida el despotismo, ya sea de los tiranos o del pueblo. Implica la elección de los 

gobernantes por el voto, y la vigencia de las libertades de conciencia, de 

asociación y de prensa, de tal modo que las minorías puedan llegar a convertirse 

en mayoría.  

 

                                            
124 En este punto se adoptan el esquema y los conceptos contenidos en un libro, aún inédito, de Adolfo Gurrieri. 
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El liberalismo político tiene dos vertientes, que se manifestaron desde el 

siglo XVIII: las formas “clásicas” y las “democráticas”. Las primeras, en la tradición 

de los constituyentes norteamericanos, considera al gobierno del pueblo como una 

temible amenaza potencial contra las libertades; la segunda, que se inscribe en la 

línea de la Revolución Francesa, pone en primer plano a la democracia 

participativa. En los países latinoamericanos, en general, ha prevalecido el 

liberalismo “clásico”, tanto en la organización constitucional como en la posterior 

vida política. La Constitución de Estados Unidos constituye una de las bases del 

liberalismo político, y ha ejercido una influencia determinante en la organización 

institucional de todo el continente sudamericano.  

 

En un trabajo reciente sobre el proceso de elaboración de esa Constitución, 

Adolfo Gurrieri examina el sistema liberal de división de poderes y de “pesos y 

contrapesos”, dirigido a impedir los abusos de los monarcas o los déspotas, tanto 

como a  evitar que las mayorías gobiernen.125 No se trataba de limitar el poder del 

ejecutivo, sino el de la Cámara de Representantes elegida por el voto directo. Se 

procuraba impedir que el partido que reuniera la mayoría de esa Cámara pudiera 

sojuzgar al resto de la sociedad mediante el control del gobierno federal y se 

expresaba un repudio categórico a la función de las asambleas  con 

representación directa.  

 

1.3. Liberalismo económico 

 

En el terreno económico, la doctrina liberal afirma que si rigen las reglas del 

libre mercado, en un contexto en donde existen iguales oportunidades de acceso, 

hay información perfecta y libertades de participación y elección; entonces, la 

búsqueda no coordinada del interés individual lleva al mayor bienestar de todos. 

Es como si los agentes económicos, mientras buscan su interés personal, 

                                            
125 Adolfo Gurrieri, Estado y democracia en la Constitución de los Estados Unidos (inédito), abril de 1994. 
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estuvieran guiados por una “mano invisible” para hacer el bien general, con mayor 

eficacia que si buscaran a propósito el interés de todos. Sus características 

salientes son la defensa de la propiedad privada y la libre iniciativa de los agentes 

privados, que deben ser preservadas de la intervención del Estado en sus 

múltiples formas (por ejemplo, barreras aduaneras, fijación de precios o 

regulaciones).     

1.4. Análisis comparativo 

 

La democracia, el liberalismo político y el económico, que así definidos se 

diferencian con claridad, son el objeto de una enorme confusión. El cuadro 2, a 

riesgo de ser sólo indicativo, tiene la ventaja de presentar la distinta naturaleza de 

cada uno. 

 

Cuadro 2 

Relaciones entre proceso democrático, liberalismo político y liberalismo económico 

 Proceso 
democrático 

Liberalismo político Liberalismo 
económico 

Democrati-
zación formal 

Libertades individuales. 
Democracia 
participativa. 
Democratización de 
todas las asociaciones.                      

Libertades 
individuales. Sistema 
representativo. “Pesos y 
contrapesos” en la 
estructura de gobierno.       

Reglas del mercado. 
Defensa de la propiedad 
privada.  

Autocracia en las 
empresas.  

Demo-
cratiza-ción 
sus-tantiva 

Igualdad de 
oportunidades. 
Redistribución de la 
propiedad y el ingreso. 
Políticas sociales.       

Igualdad personal 
ante la ley.  

Desigualdad 
económica y social. En caso 
extremo, asistencialismo.  

El servicio de cada 
factor productivo (trabajo, 
tierra, capital) es 
remunerado (en el equilibrio) 
según su productividad 
marginal. No se considera la 
distribución original de la 
dotación de factores. 
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Dem
ocra-tización 
axiológica 

Libertad 
“positiva”. 

Libertad “negativa” 
frente al peligro de la 
tiranía.   

Libertad “negativa” 
para la no intervención del 
Estado. Libertad “positiva” 
para la empresa privada. 

 

Las divergencias entre estas tres categorías se manifiestan tanto en la 

teoría como en la práctica.126  

 

La primera gran diferencia es la axiológica, que distingue la libertad 

negativa de la libertad positiva. Para F. A. Hayek, uno de los principales 

pensadores liberales, lo importante es el respeto a la “libertad negativa”, esto es, 

que los individuos no se vean obligados a hacer lo que no quieren.5 Con esta 

definición de libertad, uno puede vivir sin derechos políticos o morir de hambre, sin 

dejar de ser libre. El ámbito por excelencia de esa libertad, dice Hayek, es el 

mercado. Pero los espacios inexpugnables que crea no sirven tanto para 

preservar las libertades individuales frente al despotismo, sino que se los utiliza 

para que el Estado no intervenga en la actividad económica. Los agentes de las 

decisiones son entonces los lobbiesy el dinero, mucho más que la acción política 

de la mayoría de la población. Frente a esa libertad negativa (libertad para no 

hacer algo) está la libertad positiva (libertad para hacer: alimentarse, trabajar, 

participar en las decisiones sociales). Los procesos democráticos se caracterizan 

por la relevancia que otorgan a la libertad positiva. El liberalismo político sobresale 

por su defensa de la libertad negativa; y el liberalismo económico aplica la libertad 

negativa para impedir la acción del Estado y la libertad positiva para favorecer a la 

empresa privada.  

 

Una segunda diferencia está marcada por la distinta naturaleza de la 

libertad política y del capital. En esta especie de dialéctica entre la libertad 

negativa y la positiva, aparece la libertad económica, que tiene como eje al capital 

                                            
126 Sobre este punto, véase Alfredo Eric Calcagno y Alfredo Fernando Calcagno,  op. cit., págs. 72 y ss., en cuyo texto nos 
basamos. 
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y que es totalmente ajena a la libertad política, ya que actúan en circuitos 

diferentes. “El capital es un proceso orientado hacia la generación de beneficios y 

no hacia la realización de la libertad. No se preocupa de objetivos políticos, sean 

conservadores o liberales, más que en la medida que afecten el circuito dinero-

mercancía-dinero aumentado”.127  De tal manera, en el plano político se privilegia 

la defensa de la propiedad privada, y en el de la empresa suele practicarse la 

autocracia. En el liberalismo económico no imperan las leyes electorales sino las 

leyes del mercado: quien manda no es la mayoría visible de la gente, sino la 

“mano invisible”, que refleja la ley de la oferta y la demanda; y ello no por 

perversidad, sino por la lógica del orden al que pertenece, que se rige por la 

rentabilidad y no por la democracia.  

 

Otra flagrante divergencia se manifiesta en relación a la democratización 

sustantiva, que se refiere al grado de igualdad que se haya alcanzado en una 

sociedad. Para ello, el proceso democrático pretende avanzar hacia la 

homogeneidad social; se procura una mayor igualdad de oportunidades, una 

redistribución de la propiedad y  del ingreso, y se practican políticas sociales. En 

cambio, en el liberalismo político se afirma sólo la igualdad ante la ley, y en el 

liberalismo económico desaparece toda veleidad igualitaria.  

 

La divergencia entre los procesos democráticos, el liberalismo político y el 

liberalismo económico no sólo se evidencia en la teoría sino que se refleja en la 

práctica. Los cruentos golpes de Estado de los años setenta en Uruguay, Chile y 

Argentina, para referirnos sólo a la vecindad, impusieron políticas económicas 

neoliberales en marcos políticos autoritarios y represivos. No se trató de una 

extraña coincidencia: las políticas económicas de un liberalismo ortodoxo 

formaban parte del mismo proyecto político por el cual se eliminaron las libertades 

                                            
127 Véase R. L. Heilbroner, Le capitalisme. Nature et logique, Atlas/Economica, Paris, 1986, pág. 104. 
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públicas y los derechos individuales básicos. Así chocaron el liberalismo político y 

el económico, que pertenecen, por esencia, a dos órdenes diferentes.128  

 

2. Segunda insensatez: confundir las instituciones políticas, las empresas y 
las organizaciones sociales 

 

Una insensatez común en épocas en las que se pretende redefinir sus 

funciones, es la confusión entre las instituciones políticas, las empresas y las 

organizaciones sociales. Esta mezcla se exacerba en los países subdesarrollados, 

en los que con el pretexto del ascenso del neoliberalismo y de la globalización, se 

asignan a las empresas privadas tareas propias del Estado o de organizaciones 

sociales. Así, los objetivos, los instrumentos y la lógica de funcionamiento de las 

empresas, reemplazan a los que son propios del sector público. A su vez, se 

desplaza a las organizaciones sociales, que en teoría y a veces en la práctica, 

pueden suplantar al Estado en ciertas funciones locales de índole social o 

productiva. De esa manera, la lógica de la ganancia sustituye a la lógica pública. 

  

El cuadro 3 muestra cuáles son las funciones y valores que se sustituyen a través 

de esta confusión, por demás lamentable. 

 

 

 

 

 

 

 

                                            
128 Véase Alfredo Eric Calcagno y Alfredo Fernando Calcagno,  op. cit., págs. 70 y ss. 
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Cuadro 3 

Instituciones políticas y administración pública, empresas y organizaciones sociales:  

objetivos, instrumentos, lógica de funcionamiento y grado de democratización 

 Instituciones políticas y 
administración pública 

 

Empresas Organizaciones     
sociales 

 

Objetivos Organizar y gobernar el Estado. 
Ejecutar proyecto(s) 
nacional(es) (por ejemplo, el de 
1880 en Argentina). 

Obtener rentabilidad. 
Ampliar la influencia. 

Bien común de los 
grupos. 

Influir en lo social,  

económico y político.   

Instrumentos Ejercicio del poder estatal. 

Acción de aparatos ideológicos 
(comunicación, educación). 

El dinero y el poder 
económico nacional e 
internacional. 

Organización de los 
interesados y acción 
pública. 

Lógica de 
funcionamiento 

Satisfacción del interés general 
y logro de los objetivos 
nacionales o de la clase 
dominante. 

Rentabilidad, control de 
mercados e influencia 
sobre el poder estatal. 

Acción de los 
organizados. 

Grado de 
democratización 

Mediano o alto en democracias. 

Bajo o nulo en autocracias. 

Nulo o bajo. Alto o mediano. 

 

Aquí vemos cómo existen diferencias fundamentales entre el Estado, las 

empresas y las organizaciones sociales en todos los aspectos: objetivos, 

instrumentos, lógica de funcionamiento y grado de democratización. Surge así con 

claridad que la pretensión de sustituir unos por otros, como si se tratara de piezas 

intercambiables, constituye una insensatez mayor.  

 

Un ejemplo de esta confusión de roles es la forma de paliar las 

consecuencias de un modelo de exclusión social. En la ortodoxia neoliberal, 

depende de la compasión de los ricos; la justicia social no existe. Decía F. A. 

Hayek que como las personas son desiguales por naturaleza, “es necesario 

reconocer los resultados diferentes de sus acciones”, es decir, los ingresos 

desiguales. La idea de una pretendida justicia social que quisiera modificar este 

estado de cosas –sostiene–, “no es más que el pretexto o la justificación de la 
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acción injusta del gobierno”;129 en ese enfoque, tratar de intervenir en la 

distribución del ingreso (con la consiguiente distorsión de la remuneración de los 

“factores productivos”, que en teoría tienden a ser iguales a su productividad 

marginal) sólo consigue reducir el crecimiento y el “tamaño de la torta”. 

 

Entonces, si no es admisible la intervención estatal, debe actuar la 

compasión de los ricos. Se produce así una confusión de roles, que lleva a la 

subordinación de los beneficiarios de esa ayuda, no como un derecho (dispuesto y 

canalizado por la acción estatal) o como el fruto de la propia acción y participación 

(organizaciones sociales), sino como una dádiva (¿a cambio de buena conducta?). 

Resulta así evidente que las empresas no pueden sustituir al Estado en la 

ejecución de las políticas sociales, puesto que sus finalidades son diferentes: 

pertenecen a órdenes sociales distintos (el Estado al político, las empresas al 

económico). 

 

Repetimos que no hay un juicio valorativo de las conductas empresarias, 

que se rigen por la lógica de rentabilidad; pero es fundamental comprender que la 

función social de la empresa como entidad consiste sólo en pagar sus impuestos y 

respetar las leyes vigentes (lo que puede constituir, en algunos países, un 

ambicioso objetivo político); para advertir la trascendencia de estos requisitos, 

pensemos en la magnitud de la evasión impositiva y en la falta de cumplimiento de 

las leyes laborales. 

 

3. Tercera insensatez: poner la propiedad privada por sobre la 
democracia 

En la esencia del liberalismo está la defensa de la propiedad privada de los 

medios de producción, elevada a la categoría de derecho natural;  el motor del 

sistema es la obtención de ganancias. “Como doctrina, se relaciona sin duda con 
                                            

129 Véase F. A. Hayek, Temas de la hora actual, Editorial de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires, Buenos Aires, 1978, 
págs. 41 a 45. 



152 
 

la noción de libertad, pues surgió como enemigo del privilegio conferido a 

cualquier clase social por virtud del nacimiento o la creencia. Pero la libertad que 

buscaba tampoco ofrece títulos de universalidad, puesto que en la práctica quedó 

reservada a quienes tienen una propiedad que defender”.130 Con respecto al 

Estado liberal, por su misma naturaleza, “todas las cuestiones tuvieron al fin que 

ser referidas al motivo esencial sobre el que estaba edificado: el de la obtención 

de ganancias”.131  

 

Cuando el proceso democrático y el liberalismo económico entran en 

contradicción, la experiencia histórica muestra que, en muchos casos, prevaleció 

el liberalismo económico. El fascismo italiano es un ejemplo del mantenimiento de 

las formas económicas liberales frente a las amenazas socialistas, al precio de la 

supresión del proceso democrático y la instauración de dictaduras.  

 

Es menester señalar que la propiedad aludida en estos párrafos no es la 

casa propia, el automóvil o los bienes básicos del consumo masivo. Es en ese 

sentido que Robert Dahl, el notable profesor de ciencia política de la Universidad 

de Yale, afirma que cuando los derechos de propiedad son transferidos de la 

operación de granjas y pequeñas empresas a grandes corporaciones, “han 

legalizado y legitimado a gobiernos antidemocráticos que han invadido en 

profundidad la vida de mucha gente. (...) Ese sistema de gobierno que los 

norteamericanos consideran como intolerable para gobernar al Estado, es 

aceptado como deseable para gobernar las empresas económicas”. Fíjese el 

lector argentino que muchos de nuestros comunicadores buscan sacar a la luz los 

manejos políticos espurios del poder; pero rara vez se habla de los abusos de 

poder en las grandes empresas. Tal vez no existan (o acaso sean auspiciantes).  

 

                                            
130 Véase Harold J. Laski, El liberalismo europeo, Fondo de Cultura Económica, México, 1953, pág. 14 (primera edición 
en inglés en 1936). 
131 Ibid., pág. 224. 
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Robert Dahl concluye con el planteo de una alternativa a la que se enfrenta 

la sociedad norteamericana: “una es una visión del primer y mayor intento mundial 

de realizar la democracia, la igualdad política y la libertad política a una escala 

continental. La otra es la visión de un país en donde la libertad irrestricta para 

adquirir riquezas sin límites produciría la sociedad más próspera del mundo. En el 

primer caso, los ideales norteamericanos se realizan por el logro de la democracia, 

la igualdad política y los derechos políticos fundamentales de todos los 

ciudadanos en un país de vastas dimensiones y diversidad. En el segundo, los 

ideales americanos se cumplen por la protección de la propiedad, por las 

oportunidades para prosperar en lo material y generar más riqueza. En la primera 

visión, el derecho al autogobierno figura entre los más fundamentales de todos los 

derechos humanos y, en caso de conflicto, es superior al derecho de propiedad. 

En el segundo, la propiedad es superior y el autogobierno, el derecho 

subordinado”.132 El profesor Dahl planteaba así las relacionesentre democracia y 

propiedad privada y la opción fundamental que supone una u otra jerarquía. 

 

4. Cuarta insensatez: permitir o promover la desintegración estatal y 
nacional 

 

El actual proceso de debilitamiento del Estado encubre un hecho de 

trascendencia para la estructura y el funcionamiento de las sociedades 

latinoamericanas. Se trata de determinar en dónde residirá el poder y cuál será la 

lógica de acuerdo con la cual se manejarán los asuntos públicos. A nuestro juicio, 

las tesis que hoy están en auge, que permiten o promueven la desintegración o 

degradación continua del Estado –que es el cuerpo político de la Nación–, 

constituyen una insensatez mayor.  

 

                                            
132 Véase Robert A. Dahl, A preface to economic democracy, University of California Press, Berkeley y Los Angeles, 
1985, págs. 162 y 163. 
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Esta no es sólo una disputa teórica, porque en el fondo lo que se discute es 

el problema del poder o, con más precisión, quiénes lo van a ejercer. La actual 

tendencia neoliberal que propone su debilitamiento, busca transferir el poder de 

decisión del Estado al mercado, lo que equivale a dejarlo en manos delos grandes 

grupos económicos privados, como si eso fuera inevitable o deseable; de tal 

modo, los conglomerados que detentan el poder económico avanzan sobre el 

poder político. Se pone a lo económico por sobre lo político en defensa de quienes 

se benefician con el “voto ponderado” que ejercen en el mercado, en tanto son 

minoría en una elección política, en donde rige el principio de “una persona, un 

voto” (aunque pueden tratar de influir con el dinero, mediante propaganda o 

corrupción). 

 

En tales condiciones, una política de fortalecimiento del Estado responde a 

una necesidad de salvaguarda de la soberanía (democracia) y la unidad nacional 

(solidaridad social); se enfrenta así a un problema que excede en mucho a la 

discusión sobre la amplitud o restricción de las atribuciones del Estado. 

  

Este tema tampoco es nuevo, pues la cuestión del Estado ocupa un lugar 

de privilegio en la historia del pensamiento, tanto que durante siglos, el estudio de 

la ciencia política se circunscribía a la reflexión sobre las formas y funciones del 

Estado.  

 

Estado ideal de Platón, Estado real de Maquiavelo, Estado sobreprotector 

avizorado por Tocqueville o Estado modesto de Crozier, Estado-gendarme del 

liberalismo clásico o Estado de los campesinos y de los trabajadores, instrumento 

en la construcción del comunismo, el Estado nunca tuvo una definición esencial, 

sino que se lo ensalzó o se lo despojó de atribuciones y virtudes según las 

épocas, las corrientes políticas, los diferentes movimientos sociales. 
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En este contexto, el discurso que alienta la desintegración estatal esconde 

tres fenómenos graves.  

 

Primero, la concentración del poder político en pocos grandes grupos o 

empresas, con lo que volvemos a un sistema político de “antiguo régimen”, con 

una representatividad política formal y vacía de contenido, en donde observamos 

comportamientos patrimoniales privados con el erario público; segundo, la 

mercantilización a ultranza de los servicios básicos que estructuran la sociedad, 

tales como la educación, la salud, la energía, las comunicaciones; y, tercero, la 

eliminación o perversión del monopolio de la violencia legítima, como parecen 

demostrarlo, entre muchos hechos, la falta de objetivos y de medios para la 

defensa nacional y el deterioro de la seguridad ciudadana. 

 

Pero existe un peligro mucho mayor. Frente al descalabro del Estado, la 

posibilidad de descomposición nacional no es un fantasma imaginario y remoto. 

Los actuales procesos de disolución nacional de la ex Unión Soviética y 

Yugoslavia tienen otras causas, sin duda, pero la desintegración se produjo.  

 

Los estados y las sociedades que contienen son mortales. Es en ese marco 

que debe considerarse que no es gratuita y sin riesgos la declinación de 

facultades propias del Estado que existe en la Argentina, la pérdida de control 

sobre áreas territoriales, la anomia social, la marginación creciente de población, 

la descomposición del poder judicial, la corrupción generalizada, la desaparición 

de empresas públicas fundamentales, el achicamiento de la cobertura de servicios 

básicos, la eliminación del concepto de servicio público, el abandono de la 

seguridad nacional y el auge de grupos delictivos. A título de breve mención, 

vemos que en la ex Unión Soviética, el Estado comunista no fue reemplazado por 

pujantes empresarios ni por la organización libre de la sociedad civil, sino por una 

multitud de mafias. De allí que una política que conduzca a tales resultados sea 

una insensatez histórica trascendente. 
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5. Quinta insensatez: destruir la integración social y económica 

 

Otra consecuencia desastrosa del avance de la economía sobre la política y 

la moral es la exclusión social y económica. Aunque la obtención de los equilibrios 

que persigue la ortodoxia neoliberal –fiscal, del sector externo, de precios, entre 

otros– provoquen desempleo y exclusión, la política neoliberal privilegia los 

resultados económicos por sobre los objetivos políticos y morales de equidad 

social. 

 

Uno de los más importantes progresos a través de la historia fue la 

paulatina incorporación de población a las formas de producción y de consumo 

que dieran satisfacción en mayor medida a las necesidades humanas. Sin 

embargo, en este momento,gran parte de la humanidad sufre por problemas de 

exclusión, que en lo social obedecen a segregaciones de diversa índole, y en lo 

económico al desempleo, a la baja productividad de gran parte de la población, a 

la injusta distribución de la propiedad y el ingreso. 

 

En la actualidad, la exclusión afecta a todos los países, a los desarrollados 

y a los subdesarrollados. La mayor diferencia está en el porcentaje de la población 

excluida, que es una minoría en los desarrollados y un porcentaje muy importante 

en los subdesarrollados. 

En América Latina, el desempleo y el empleo con productividad ínfima son 

las principales causas de exclusión social, con el agravante de que no existe 

ninguna red de seguridad pública que cubra las necesidades básicas de los 

afectados. El excluido sólo puede refugiarse en la solidaridad familiar. Frente a 

esta situación de extrema injusticia, de marginación y exclusión, los gobiernos han 

dañado –a veces con gravedad– la integración social. 

 



157 
 

Esta heterogeneidad implica enormes diferencias entre las tareas y los 

ingresos de los trabajadores, según la productividad de los sectores en los que 

estén empleados. Así, existe un grupo estructuralmente excluido; su importancia 

relativa se refleja en la pobreza y en la indigencia, cuya magnitud muestran las 

estadísticas: en 1997, en América Latina el 44% de la población (204,0 millones 

de personas) vivían en situación de pobreza, y de ellos el 19% (89,8 millones) en 

la indigencia.133  

 

El aumento de la cantidad de pobres muestra la consolidación de la 

“pobreza crónica”, que en muchos casos conlleva la exclusión social, ya que esa 

población no accede o llega con mucha dificultad a determinados consumos, a 

ciertos servicios –como la salud y la educación–, a la cultura y a la participación; y 

todo ello, en un círculo vicioso que se realimenta. Representa el principal 

obstáculo, no sólo para el desarrollo económico, sino también para la 

consolidación de una democracia sustentable.  

 

Frente a esta realidad desesperante, los gobiernos justifican su inacción 

con la excusa del equilibrio presupuestario, como si hubiera una sola forma de 

gastar los recursos públicos; lo que es más grave, como si se tratara de un 

problema económico y no político. Aun si se acepta el requisito de un equilibrio 

presupuestario (o de un déficit pequeño, financiable), éste puede ser logrado con 

niveles y estructuras muy diferentes de ingresos y de gastos. Por consiguiente, no 

hay argumentos “técnicos” aceptables en contra de una acción de redistribución 

del ingreso por la vía fiscal.  

 

                                            
133 Véase CEPAL, Panorama social de América Latina, 1998, Santiago de Chile, 1999, págs. 17 y 36. 
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No se trata de instaurar una hipotética fiesta de subvenciones a favor de los 

pobres; pero sí de suprimir el festival de subsidios existente en favor de los ricos, 

así como de instrumentar medidas de justicia social parecidas a las que se 

adoptaron en varios países desarrollados. Pero no es el actual proceder: es la 

estructura del poder económico la que determina las políticas de asignación de 

recursos y su distribución. 

 

II. Los pésimos 

      

Las insensateces mencionadas –y otras que suelen acompañarlas– 

producen una amplia gama de pésimos. Nos referiremos a seis de ellos: el 

traslado del eje de las decisiones del ámbito político al económico; la voracidad del 

orden económico; la formación de conglomerados económicos y financieros que 

controlan la economía nacional; la despolitización de la población; el 

empobrecimiento de la agenda política; y una extrema desigualdad en la 

distribución del ingreso. 

 

1. El traslado del eje de las decisiones del ámbito político al económico 

 

1.1. El vaciamiento del orden político 
 

Uno de los pésimos sobresalientes del neoliberalismo es la transferencia de 

poder desde el ámbito político hacia el económico. En la esencia de la democracia 

está que las decisiones fundamentales, que incumben a toda la sociedad –incluso 

a quienes todavía no han nacido– sean adoptadas por el conjunto de la población. 

Pues bien: el neoliberalismo ha vaciado de contenido al ámbito político y mediante 

una combinación de varias reformas institucionales y de no pocos sobornos, ha 

trasladado el eje de las decisiones al ámbito económico. Desaparecieron las 
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empresas públicas y se constituyeron nuevos conglomerados sobre la base de las 

empresas privatizadas. Los nuevos propietarios actúan con plena libertad en el 

marco de la apertura y los equilibrios neoliberales. Se cumplen al pie de la letra las 

consignas del Consenso de Washington.134  

 

1.2. El disfraz técnico de decisiones políticas 

 

Uno de los mecanismos más utilizados para justificar la voracidad del orden 

económico es hacer pasar por “técnicas” determinadas decisiones políticas, las 

que, puesto que son técnicas, deben escapar a la discusión pública; de otro modo 

–afirman–, se pondría la decisión en manos de una mayoría ignorante o propensa 

al populismo. Un ejemplo de esta avidez del orden económico es la independencia 

de los Bancos Centrales, como si tanto sus objetivos como sus métodos 

estuvieran por encima del debate público o, en todo caso, fueran ajenos a él. Es 

fácil ver que no es así: las decisiones en torno de las tasas de interés, por 

ejemplo, son un dato clave en las relaciones entre deudores y acreedores, 

además de incidir sobre la actividad económica y la distribución del ingreso.  

 

El mismo razonamiento cabe con respecto a los rescates y 

reestructuraciones del sistema bancario. ¿La decisión de qué hacer con Fobaproa 

en México,135 es técnica o política? ¿Se puede dejar a una tecnocracia 

                                            
134 El Consenso de Washington consiste en los trabajos presentados y el debate realizado en la conferencia organizada por 
el Institute for International Economics, en Washington, en noviembre de 1989. Ese material está recogido en J. 
Williamson, Latin American adjustment: how much has happened?, Institute for International Economics, Washington, 
D.C., 1990. En este documento se hicieron explícitos los principios neoliberales que se aplicaron en los países 
subdesarrollados. En el diagnóstico, se atribuye la crisis al desmesurado crecimiento del Estado y al populismo 
económico, en una situación en la que el gobierno es incapaz de controlar el déficit público y de moderar las demandas 
salariales. Se recomiendan dos conjuntos de medidas: unas, para promover políticas ortodoxas de estabilización orientadas 
por los mecanismos del mercado; y otras, para reducir el tamaño del Estado y su grado de intervención en la economía. A 
ese efecto, las empresas públicas deben ser privatizadas y las actividades económicas desreguladas; el derecho de 
propiedad debe tornarse más seguro; las inversiones extranjeras directas no deben sufrir restricciones; y el comercio 
exterior debe ser liberalizado.  
135 Con motivo de la crisis de 1994/1995 de México, la institución estatal Fondo Bancario de Protección al Ahorro 
(Fobaproa) cumplió un programa de alivio a deudores, saneamiento financiero y compras de cartera. Este salvataje 
bancario costó al Estado mexicano el equivalente al 14,4% del producto bruto interno de 1998, según estimaciones del 
gobierno de México. 
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(¿nombrada por quién?) que decida si el Estado (todos los mexicanos) deben 

cargar con una deuda generada por una minoría (que resulta ser por demás 

solvente). En el caso argentino, la crisis bancaria de 1980-1982 y en especial la 

licuación de la deuda interna privada y la estatización de la deuda externa pública 

(julio de 1982 - diciembre de 1983) tuvieron un enorme costo fiscal y provocaron 

inflaciones del 165% en 1982 y de 344% en 1983. El vicepresidente y jefe de 

economistas del Banco Mundial, Sr. Joseph Stiglitz, recuerda que los costos de las 

crisis bancarias han sido enormes: en la Argentina, la crisis de 1980-1982 costó el 

55,3% del PBI; en Chile, la crisis de 1981-1983, el 41,2% del PBI; en Uruguay, la 

crisis de 1981-1984, el 31,2% del PBI;136 en México, la crisis de 1995, el 14,4% del 

PBI. No puede sostenerse que estos problemas sean técnicos, pues determinan 

rasgos básicos del presente y del futuro de la Nación, con una clara definición de 

beneficiarios y perjudicados. 

Otro ejemplo es el Acuerdo Multilateral de Inversiones (AMI) que se negocia 

desde el mes de mayo de 1995 en la Organización de Cooperación y Desarrollo 

Económico OCDE (que reúne a los países desarrollados) referido a todo tipo de 

inversiones extranjeras, incluso las ya existentes, y que implanta serias 

restricciones a la soberanía nacional (por ejemplo, un sistema de arbitrajes 

internacionales que el Estado está obligado a aceptar, si así lo demanda un 

inversor privado). Francia se retiró de esa negociación y su Primer Ministro afirmó 

que no está dispuesto a ceder parte de la soberanía nacional en beneficio de 

empresarios privados; a su juicio, tal renuncia, por su naturaleza es muy diferente 

a las declinaciones recíprocas de soberanía que se hacen en el marco de 

acuerdos internacionales de integración entre Estados. Con el AMI, bajo una 

cobertura técnica (la protección de las inversiones) se decide un tema político 

(cómo eludir o subordinar el control estatal). 

 

                                            
136 Véase Joseph Stiglitz, More instruments and broader goals: moving toward the post-Washington consensus, Helsinki, 
Finlandia, 7 de enero de 1998. Las cifras mencionadas son de G. Caprio y D. Kliengebiel, Bank insolvencies: cross-
country experiences, World Bank Policy Research Working Paper 1620, Washington, D.C., 1996. 
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Una situación parecida es la que señalamos en el capítulo 1, referida a los 

acuerdos stand-by con el Fondo Monetario Internacional, que tras una cortina 

“técnica” esconden decisiones políticas fundamentales. Para acceder al 

financiamiento externo se exige la ejecución de medidas políticas; en el caso 

reciente argentino figuran la reforma laboral y la privatización del Banco de la 

Nación Argentina, que son decisiones políticas de fondo. En este último caso, los 

hechos demostraron el carácter político-ideológico de la demanda, ya que frente a 

la crisis de 1995, el Banco de la Nación fue clave para evitar la caída del sistema 

financiero; ello sin considerar lo principal: es un banco cuya vocación es financiar 

a largo plazo a los sectores productivos, a diferencia de los bancos privados, que 

buscan hacer ganancias con operaciones de corto plazo. 

  

1.3. Los “golpes de mercado” 

 

Los procesos de concentración y de extranjerización de la economía no son 

sólo hechos económicos susceptibles de discutirse en términos de eficiencia, de 

productividad y de mercados. Tienen además profundas implicancias políticas: el 

hecho de que se concentre la actividad económica y que las empresas de mayor 

tamaño en áreas estratégicas no respeten límites, cambia la naturaleza del poder 

económico e influye de modo decisivo sobre el poder político. Pasamos así a la 

segunda opción mencionada por Dahl. 

 

Esta estructura del poder económico ha determinado que los golpes de 

Estado cambien de forma, pues ya no son cuartelazos militares, sino “golpes de 

mercado” del establishment económico. Desaparecieron los coroneles y 

generales, y en su lugar surgieron los acreedores externos, los empresarios e 

inversores, los “fijadores de precios”, los operadores bursátiles, los agentes de 

créditos externos y las calificadoras de riesgo. Ya no se actúa con regimientos, 

sino con acuerdos stand by, pero los beneficiarios y los perjudicados son los 

mismos. Nuestra experiencia más reciente fue la del golpe de mercado que 
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impidió terminar su mandato al presidente Raúl Alfonsín y que condicionó a su 

sucesor; muchos políticos y politicólogos todavía no se han dado cuenta de que se 

trató de un verdadero golpe de Estado.  

 

Esta nueva modalidad de golpes, que trasladan el ámbito de las decisiones 

del campo político al económico, necesita de varios mecanismos, entre los cuales 

sobresale el debilitamiento de la soberanía de los países, operación que a nuestro 

juicio tiene efectos desastrosos. La soberanía nacional no es una nostalgia del 

pasado, sino que es consustancial a la democracia; además significa el 

reconocimiento de una identidad como nación, así como la posibilidad de elaborar 

y ejecutar políticas de acuerdo con la voluntad y el interés nacionales. En los 

regímenes coloniales son las metrópolis las que ejercen la soberanía del país 

conquistado, dictan su política, ponen y sacan gobiernos. Ahora, en los regímenes 

dependientes, quien cumple esas funciones es el conglomerado hegemónico 

constituido por la potencia predominante, sus agentes ejecutores internacionales 

(FMI, Banco Mundial y empresas transnacionales) y nacionales (establishment 

local). Se decide en función de la estrategia internacional de las empresas y de 

sus socios locales, pero no del bienestar general. Este mecanismo no surge por 

simple perversidad de los agentes económicos, sino por el funcionamiento natural 

del sistema neoliberal que deja a la economía sin límites.  

 

2. La voracidad del orden económico 

 

2.1. Las ganancias sin límites son un problema político 

 

La búsqueda de ganancias sin límites es uno de los principios básicos del 

neoliberalismo, en particular en su versión subdesarrollada. Es la concreción de la 

voracidad sin restricciones del orden económico. A tal efecto, desaparecen las 

trabas, se ignoran las regulaciones y el sistema fiscal favorece la concentración de 
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la riqueza y de los ingresos. Además, se utiliza el poder político como instrumento 

para realizar negocios. 

 

No se respetan límites fundamentales de la convivencia humana, tales 

como la conservación del medio ambiente, las condiciones sociales (salarios, 

distribución del ingreso), la integración social y nacional. Estas contradicciones no 

sólo afectan al conjunto de la sociedad, sino que provocan graves problemas 

dentro del mismo orden económico; por ejemplo, el subconsumo y el crecimiento 

desequilibrado llevan a crisis de las cuentas externas, debido a una redistribución 

regresiva del ingreso; o bien se generan burbujas especulativas que revientan, 

cuyo pago recae en gran parte de la sociedad. Por otra parte, una sociedad 

conflictiva e injusta no presenta el consenso interno que dé un marco a las 

decisiones de largo plazo, como son las inversiones. Lo cierto es que un orden 

que no admite límites de los niveles superiores, queda librado al “comportamiento 

salvaje” generado por su propia lógica de la ganancia. 

 

A este respecto, es interesante la reflexión de Michel Aglietta, que distingue 

la función económica de la moneda como instrumento de pagos, de la moneda 

que se acumula como capital. “Buscar la acumulación de moneda por ella misma, 

como finalidad de la actividad económica, es buscar el poder sobre otros, porque 

la moneda es el vínculo social de base”.137 Es decir, se trata de un problema 

político; primero, porque la moneda procede de la soberanía, y, segundo, porque 

con su acumulación ilimitada se busca ejercer poder. La opinión que asigna a la 

moneda una naturaleza y función sólo económica, constituye una nueva 

tergiversación de la jerarquía de los órdenes sociales. 

 

En los casos de acumulación ilimitada de riquezas, se excede toda 

posibilidad de gastarlas, aun en varias generaciones. No es para mejorar su 

                                            
137 Véase Michel Aglietta, Régulation et crises du capitalisme, Editions Odile Jacob, Paris, adenda de la edición de 1997, 
págs. 417 y 418 (primera edición en 1976). 
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calidad de vida, la de sus hijos y sus nietos, que el ex presidente de Indonesia, 

Haji Suharto, juntó un patrimonio de 40.000 millones de dólares,138 sino para 

conservar, aumentar y consolidar su poder. Este fenómeno, que también se 

produce en algunos países latinoamericanos, lleva a un cambio en las tácticas 

políticas: ¿para qué hacer política, si se la puede comprar hecha? Frente a la 

tremenda acumulación de riquezas como la del presidente Suharto, ¿qué jueces o 

legisladores resisten a un soborno, que puede ser de 1, 5, 10 o 20 millones de 

dólares por cabeza, o más? Entre las pocas instancias que escapan a ese 

condicionamiento fatal figuran la insurrección popular (como ocurrió en Indonesia) 

o el voto, que acaso es el medio más sustentable y efectivo. 

 

2.2. Negocios y política 

 

Los principales factores que generan beneficios en el campo económico 

son la aplicación de innovaciones, el manejo de la incertidumbre, la utilización 

juiciosa de las economías de escala y una estrategia adecuada de 

endeudamiento.139 A estos factores normales deben agregarse las ganancias que 

surgen de una posición monopólica en el mercado y la posibilidad de lucrar en 

exceso por otras circunstancias; ambas ventajas suelen otorgarse por razones 

políticas. Tales casos de superganancias escapan a la lógica normal del beneficio 

y pasan a constituir lo que se ha llamado el “capitalismo de rapiña”, ya que 

desaparece la mayoría de los límites, y la actividad se concentra en la búsqueda 

“anormal” de ganancias. 

 

La primera forma de conseguir ganancias –la normal– tiende a ser 

sustentable, ya que es generadora de crecimiento económico. La segunda, que 

consiste en la búsqueda de ganancias en desmedro de otros, no lo es porque ni 

favorece el desarrollo económico ni tiende a difundir a toda la sociedad los 

                                            
138 Véase El País, Madrid, 20 de noviembre de 1998. 
139 Véase André Babeau, Le profit, Presses Universitaires de France, 1985, págs. 34 y ss. 
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beneficios del eventual cambio tecnológico y del crecimiento. La “selección” que 

debería operar el mercado se torna perversa, ya que no se expande quien es más 

innovador o quien usa mejor los recursos productivos, sino quien utiliza sus 

posiciones de fuerza o corrompe mejor. 

 

Esta mezcla entre negocios y política no es nueva. Max Weber escribía que 

“en la Antiguedad y en el comienzo de los tiempos modernos las causas 

principales del lucro capitalista hay que buscarlas en las ganancias ‘imperialistas’ 

obtenidas en relación con el puro poder político. En la actualidad, hay de nuevo 

una tendencia cada vez más marcada en esta dirección. Toda extensión del 

campo del poder de una tal comunidad multiplica las probabilidades de ganancia 

de los interesados en cuestión”.140 Hoy, Weber podría escribir lo mismo con 

respecto a los nuevos conglomerados económicos que se han hecho cargo de 

empresas monopólicas, en especial las privatizadas. 

  

Estamos en presencia de una modalidad que no sólo agrava la injusticia 

social, sino que atenta contra la conservación de los recursos naturales. En este 

último caso constituye una insensatez mayor que la explotación de recursos 

naturales no renovables se deje al arbitrio de la ganancia sin límites de las 

empresas; un ejemplo típico es el petróleo en países con pocas reservas. 

 

El problema primordial de las relaciones entre la política y los negocios ya fue expresado 

en 1943 por Robert S. Lynd: “las únicas cuestiones pertinentes son hoy día las siguientes:  

¿quién controla los recursos productivos y con qué fines? y ¿hasta qué grado de eficacia 

están organizados para alcanzar esos fines? o, dicho de otra manera, ¿absorberá y utilizará 

el poder político democrático los recursos económicos para servir a sus propios fines, o se 

                                            
140 Max Weber, Economía y Sociedad, Fondo de Cultura Económica, México, 1969 tomo I, pág. 280 (primera edición en 
alemán en 1922). 
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apoderarán los grandes intereses económicos del poder del Estado?”.141 Como lo demuestra 

la experiencia, más de medio siglo después los interrogantes se mantienen. 

 

 3. Formación de conglomerados económicos y financieros que 
controlan la economía nacional 
 

 3.1. La fuerte concentración del poder económico 
 

En la Argentina, el poder económico estuvo muy concentrado a través de la 

historia, con diferentes grupos dominantes. Así, a los comerciantes de la colonia 

sucedieron los estancieros de las guerras de la independencia, la oligarquía 

terrateniente, los industriales y los financistas. En el decenio de 1990 se 

constituyeron conglomerados de propósitos múltiples integrados por grandes 

empresas nacionales y transnacionales. A partir de 1995, se intensificó el proceso 

de concentración de empresas en manos del capital extranjero.  

 

A semejanza de las especies biológicas, el hecho de que cambie el grupo 

hegemónico no significa que desaparezca el que había predominado hasta 

entonces; llegamos a una forma de coexistencia, matizada por alianzas y cambios 

de propiedad. Durante todo ese transcurso histórico se formó un Estado que 

impuso su fuerte presencia en algunas épocas, pero que ahora se caracteriza por 

su extrema debilidad. No sólo actúa en el sentido que pretende el poder 

económico, sino que ha perdido los instrumentos necesarios para ejercer algún 

poder, tanto económico como político. 

 

Entre los principales rasgos que definen a la Argentina actual, figuran las 

sucesivas transferencias del poder económico que se han consumado a partir del 

último gobierno militar. Ha perdurado un “núcleo duro”, pero con importantes 

                                            
141 Robert S. Lynd, en el prólogo a Robert A. Brady, La riqueza tras el poder, Fondo de Cultura Económica, México D.F., 
1945, pág. 15 (primera edición en inglés en 1943). 
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modificaciones, determinadas sobre todo por los procesos de desaparición del 

Estado empresario y por la extranjerización de empresas nacionales grandes.  

 

No se trata sólo de un problema económico, pues esa estructura de poder 

configura al tipo de país actual y por venir. Además de la forma de producir, 

determina quiénes vivirán bien y quiénes mal; es decir, designa a los que 

acumularán riquezas, a los excluidos y a los que queden en el medio. En segunda 

instancia, influye de modo decisivo sobre el poder político, ya que, en los hechos, 

el poder institucional va hacia donde está el poder real. No obstante, en esta 

reiterada serie de efectos fundamentales, el cambio de hegemonía en el poder 

económico parece pasar desapercibido. 

 

3.2. La desaparición de las empresas públicas y la extranjerización de 
las privadas 

 

En paralelo con el proceso de concentración, se produjo otro de cambio de 

propiedad: desapareció casi totalmente el sector de propiedad estatal, que era 

fundamental en el proceso de industrialización y en la afirmación de la unidad 

nacional. Fue reemplazado por un conglomerado de grupos económicos 

nacionales grandes y empresas transnacionales; además, se vendieron al sector 

privado las empresas estatales productoras de bienes y servicios, que estaban 

sujetas a la competencia comercial. Desaparecieron las empresas del Estado, que 

en 1983, además de prestar casi todos los servicios públicos, producían el 11,5% 

de los bienes industriales. En 1988, la producción de doce empresas públicas 

llegaba al 11% del producto bruto interno.142 Hasta 1995, el proceso de 

privatizaciones provocó las modificaciones que se muestran en el cuadro 4, que 

consisten en el avance de las asociaciones de grupos económicos nacionales con 

                                            
142 Se trata de YPF, Gas del Estado, YCF, Agua y Energía Eléctrica, Segba, Hidronor, Entel, Encotel, Ferrocarriles 
Argentinos, Aerolíneas Argentinas, Empresa Líneas Marítimas del Estado y Administración General de Puertos. Véase 
Banco Mundial, Argentina. Reformas encaminadas a lograr estabilidad de precios y crecimiento, Washington, D.C., 
1990, pág. 90. 
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conglomerados de capital extranjero y empresas extranjeras. Este grupo, que no 

existía antes de las privatizaciones, en 1995 concentraba el 20% de las ventas y el 

30% de los beneficios de las doscientas empresas más grandes del país. “El 

Estado no sólo le transfirió activos a un núcleo muy acotado de conglomerados 

empresarios sino, fundamentalmente, un poder decisivo en la determinación de los 

precios domésticos, y la consiguiente capacidad de influir decisivamente sobre la 

estructura de precios y rentabilidades relativas de la economía”.143  

 

Cuadro 4 

La elite empresaria en 1995. Distribución de las ventas y utilidades en 1995  

de las 200 empresas de mayor facturación (cantidades absolutas y millones de dólares) 

Tipos de empresas Cantidad Ventas 

Mill.U$S   % 

Beneficios   

    Mill. U$S % 

Mixtas a/ y estatales  3    6980     9,5      793  17,4 

Empresas independientes 

  - de capital nacional 

  - transnacionales 

78 

38 

40 

21699   29,5 

9163     12,4      

12536   17,1 

 583  12,8 

 253   5,6 

 330   7,2      

Conglomerados locales: 

  - de capital nacional 

  - de capital extranjero 

  - asociación de grupos 
económicos  

 nacionales con 
conglomerados de capital       

  extranjero y empresas 
extranjeras 

       119 

51 

36 

 

 

32 

44974   61,0 

14375   19,5 

16009   21,7 

 

 

14590   19,8 

 3180  69,8 

 1137  24,9 

   661  14,5 

 

 

 1382  30,4 

Total       200 73653  100,0  4556  100,0 

a/ Se trata de Yacimientos Petrolíferos Fiscales. 

Fuente: Daniel Aspiazu, “La élite empresaria y el ciclo económico. Centralización del 
capital, inserción estructural y beneficios extraordinarios”, en La economía argentina a fin de siglo: 
fragmentación presente y desarrollo ausente, Flacso/Eudeba, Buenos Aires, 1998, pág. 5. 

 

                                            
143 Véase Daniel Aspiazu, Elite empresaria en la Argentina, FLACSO/Programa de modernización tecnológica, Buenos 
Aires, 1996, págs. 56 y 58. 
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Después de 1995, cuando estaba casi agotado el proceso de 

privatizaciones, se produjo un importante proceso de compra de empresas 

privadas nacionales grandes por empresas extranjeras, que –salvo en un caso– 

no afectó a los conglomerados que se habían quedado con las empresas 

privatizadas. Según datos del Centro de Estudios para la Producción de la 

Secretaría de Industria, Comercio y Minería de la Nación, entre 1992 y 1997 se 

vendieron empresas privadas nacionales a firmas extranjeras por 17.100 millones 

de dólares, de las cuales poco menos de 10.000 millones se enajenaron en 1997. 

En cuanto a los sectores, las mayores adquisiciones se refieren a bancos, 

alimentos, comunicaciones y petróleo. Es interesante señalar la acción del grupo 

Citicorp Equity Investment, que participa en sectores estratégicos, como petróleo, 

electricidad, gas, televisión y telefonía.144 

 

3.3. Consecuencias del proceso de concentración del poder 
económico 145 

 

La principal consecuencia de la concentración del poder económico, visible 

en la constitución de conglomerados que dominan la economía nacional, es que 

los dueños del poder económico suelen apropiarse también del poder político. 

Actúa una especie de “ley de gravedad” social por la cual las decisiones políticas 

“caen” en manos de quienes dominan la economía. En otros países, las políticas 

estatales le han puesto límites al poder económico privado y lo diversificaron 

(mediante el fortalecimiento de las empresas estatales y de las privadas medianas 

y chicas, lo cual es la antítesis de la política neoliberal). El tema lo examinamos 

cuando consideramos al pésimo referido al traslado del eje de las decisiones del 

                                            
144 Entre las empresas extranjeras que más compraron figuran Citicorp Equity Investment de Estados Unidos (Astra, 
Pluspetrol, Eg3, Cablevisión y aumento de participación en Edenor y Metrogas); Repsol de España (Astra, Pluspetrol e 
YPF), el Banco Bilbao Vizcaya de España (Banco de Crédito Argentino y Banco Francés); el Banco de Hong-Kong y 
Shanghai del Reino Unido (Banco Roberts); el Banco Santander de España (Banco Río); el Bank of Nova Scotia de 
Canadá (Banco Quilmes); el grupo Danone de Francia (Bagley), Nabisco de Estados Unidos (Terrabusi), Cadbury del 
Reino Unido (Stani), Tele Communications Inc. de Estados Unidos (Cablevisión), Exxel de Estados Unidos 
(Supermercados Norte y grupos postales privados). Las empresas compradas figuran entre paréntesis. 
145 Este punto se desarrolla en Alfredo Fernando Calcagno, La concentración del poder económico (inédito), Santiago de 
Chile, 1998. 
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ámbito político al económico. Creemos que un poder político fuerte puede 

contrarrestar esta tendencia; pero, por desgracia, esta opinión no es compartida 

por la mayoría de los políticos, que están convencidos que para poder gobernar es 

necesario entregar la economía al establishment. 

 

Desde otro punto de vista, este esquema de concentración es incapaz de 

constituir un grupo de empresas pequeñas y medianas que abastezcan a las 

grandes, que recurren a una creciente importación de insumos. De este modo, el 

crecimiento de los grupos más dinámicos no difunde, como podría, su mayor 

actividad al resto de la economía y no genera suficiente empleo. En cambio, 

establece una elevada elasticidad-producto de las importaciones, lo que plantea 

un problema de vulnerabilidad externa; esa dificultad se agrava con las crecientes 

remesas de utilidades, que pasan a ser un dato estructural de la balanza de pagos 

argentina. Así, el Ministerio de Economía de la Argentina estima los pagos al 

exterior por utilidades e intereses en 13.600 millones de dólares para el año 

2000.150 Además, residentes en la Argentina del sector privado no financiero, en 

1998 tenían en el exterior cerca de 70.000 millones de dólares.151  

Otras consecuencias de este pésimo radican en la desaparición de las 

empresas públicas así como en el deterioro de la función de previsión y regulación 

del Estado con respecto a los servicios básicos. Se anula un instrumento de 

cohesión social y nacional, ya que no se cubren las mismas demandas desde el 

sector privado porque no tienen alta rentabilidad de corto plazo. Asimismo, con la 

desaparición de las empresas del Estado y la venta progresiva de los bancos 

públicos, se pierde la posibilidad de ejecutar una política de desarrollo (entre otras, 

industrial y agrícola) con una visión de largo plazo, con una “cierta idea” del 

desarrollo deseable. No se trata de la distribución de subsidios, sino, por ejemplo, 
                                            

150 Los pagos al exterior por utilidades e intereses fueron de 249 millones de dólares en 1970, de 2.760 en 1980, de 6.252 
millones en 1990, de 8.073 millones en 1997 y se elevará a 13.620 millones en el año 2000. Véase República Argentina, 
Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, Secretaría de Política Económica, Proyecciones macroeconómicas 
1997-2000, Buenos Aires, setiembre de 1997. 
151 Véase República Argentina, Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, Estimaciones trimestrales del 
balance de pagos y de actividades de pasivos externos, 1997 y primer trimestre de 1998, Buenos Aires, 1998. En este 
estudio se estiman en 3.380 millones de dólares los intereses anuales ganados en el exterior por el sector privado no 
financiero argentino. 
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que las pequeñas y medianas empresas puedan acceder al crédito. Por otra parte, 

con la desaparición de empresas y bancos públicos, los conglomerados privados 

quedan con las manos completamente libres para fijar precios y condiciones 

arbitrarias, ya que, en la práctica, no se los regula y tampoco existe un agente 

testigo ni un competidor público; además, como si fuera poco, captan la renta de 

los recursos naturales. 

 

4. La despolitización  

 

Otro pésimo que afecta a la política argentina es la despolitización. La 

creciente gravitación de los grupos económicos en las decisiones políticas y la 

subordinación al Fondo Monetario Internacional en cuanto a la política económica, 

ha creado la sensación colectiva de que todo se resuelve al margen de la voluntad 

nacional y de las personas. Los ciudadanos, aunque valoren de manera positiva la 

posibilidad de votar, se dan cuenta que las decisiones más importantes se 

adoptan por mecanismos ajenos al proceso político (lobbies, grupos empresariales 

y de poder, corrupción, para citar algunos). Se corre así el riesgo de vaciar las 

instituciones democráticas al privarlas de poder real, y de empujar a la población a 

buscar otros medios para influir en las decisiones, no siempre válidos o deseables. 

 

En particular, la extensión de los medios de comunicación masivos, así 

como la multiplicidad y fluidez de la información, presentan la posibilidad de un 

avance de la democracia a la vez que el riesgo de su desnaturalización. Por una 

parte, hacen posible, en teoría, que los ciudadanos conozcan las cuestiones que 

les incumben y puedan expresar su opinión; pero, por la otra, brindan a quienes 

hegemonicen esos medios, un poderoso instrumento de influencia o manipulación. 

 

En esta situación, la participación popular podría ser indispensable para 

impedir que se caiga en una oligarquía o en una autocracia posmodernas, 
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generadas y sostenidas por el control del poder político, junto con los medios de 

información y de comunicación. 

 

Las maquinarias políticas, en general funcionan en el sentido de la exclusión; el acceso a 

los mecanismos de decisión de los partidos (en especial, la designación de candidatos) y a 

los medios de comunicación masivos, está muy restringido; y la oportunidad de optar entre 

candidatos suele estar demasiado espaciada en el tiempo. De allí que la democratización de 

los partidos políticos sea esencial para el funcionamiento del sistema; ello comprende tanto 

la elaboración del programa y el modo de designación de los candidatos, como su 

independencia con respecto al poder económico. Asimismo, la forma de pago de campañas 

cada vez más costosas establece una articulación pésima para la comunidad entre los que 

llegan al gobierno y quienes los financian. 

 

El antropólogo francés Marc Augé en un libro reciente se refiere a los “no 

lugares”.146 Llama así a los sitios inodoros, incoloros e insípidos, en donde existe 

un espacio indeterminado, en el cual todo está establecido, sin personalidad ni 

destino, que deja indiferentes a quienes lo atraviesan. Son los supermercados, los 

aeropuertos, los centros comerciales, las estaciones de servicio para automóviles, 

las autopistas, las cadenas de hoteles clonados, los bancos, los hospitales. Todos 

ellos son “no lugares”, en los cuales la personalidad de quien los recorre se diluye 

en un ambiente anodino e indefinido, que no sugiere nada, donde la sensación 

que predomina es la soledad y el desamparo. Estos “no lugares” arquitectónicos 

se extienden a otros ámbitos. Ahora la política está en vías de convertirse en un 

“no lugar”, en un inmenso supermercado al que se accede por televisión, en donde 

las agencias de publicidad promueven candidatos como si fueran máquinas de 

lavar o salames. A su vez, los candidatos –salvo excepciones– obran como los 

productos que están en las estanterías de los supermercados, y se exhiben con la 

propuesta de hacer lo mismo un poco mejor. No es extraño, pues, que esta “no 

                                            
146 Marc Augé, Los no lugares, Editorial Gedisa, Barcelona, 1998. 
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política” deje a los presuntos votantes tan indiferentes como los “no lugares” 

físicos y sea parte importante de la despolitización.  

 

El político laborista inglés Tony Benn sostiene que hay que hacerle cinco 

preguntas a las personas que tienen poder: ¿Qué poder tienes?, ¿de dónde lo 

sacaste?, ¿qué interés defiendes cuando lo ejercitas?, ¿a quién respondes? y 

¿cómo me puedo deshacer de ti? 147 Mientras los políticos no respondan con 

claridad a esas preguntas, es comprensible la creciente despolitización. 

 

5. El empobrecimiento de la agenda política 

 

En el plano de la democracia formal es fundamental el control de la agenda, 

es decir la inclusión o exclusión de determinados temas en la discusión pública y 

en las decisiones del gobierno.148 Es obvio que la calidad de la discusión política 

está subordinada a la riqueza de la agenda. Pues bien: en este momento es 

apabullante la pobreza de la agenda política latinoamericana, en especial de la de 

Argentina.   

 

Uno de los peores pésimos impuestos por el neoliberalismo dominante es el 

escamoteo de las discusiones de fondo y el consiguiente vacío de la agenda 

política. No se discute más cuál es el proyecto de país deseable o al menos sus 

orientaciones generales, mediante qué mecanismos podría lograrse, cómo se 

impedirá el deterioro, qué puede hacerse para mejorar la situación, y qué 

beneficios y cargas obtendrá o soportará cada grupo social. En esta materia hay 

una gama de opiniones y de intereses contrapuestos, que fundamentarían 

distintas políticas económicas y que, en consecuencia, enriquecerían la agenda 

política. Pero ese debate sustancial se elude. Para ello, se eleva a la categoría de 

                                            
147 Reportaje a Tony Benn realizado por Miguel Bonasso, en Página 12, Buenos Aires, 9 de octubre de 1994, pág. 22. 
148 Véase Robert Dahl, Democracy and its critics, Yale University Press, New Haven and London, 1989, págs. 222 y ss. 
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objetivos a los que son sólo instrumentos. Así, no se toman como metas la 

homogeneidad social, la eliminación de la pobreza, la industrialización del país, o 

la autonomía nacional para decidir su futuro; los nuevos objetivos son el equilibrio 

fiscal y de comercio exterior, las aperturas comercial y financiera externas, la 

desaparición del Estado del bienestar y la eliminación de la legislación que 

establece los derechos laborales. 

 

De este modo, se obtienen dos resultados: primero, no se cuestionan los 

instrumentos, elevados a la categoría de objetivos (que se deben cumplir y no 

discutir); segundo, se pone fuera del esquema a los verdaderos objetivos, que 

desaparecen del temario. De esa manera, no hay nada sobre qué reflexionar o 

polemizar. La política económica que se aplica, después que se eliminaron del 

debate objetivos e instrumentos, es la única posible. La agenda tiene un solo 

punto: cuál es la mejor forma de obedecer al mercado, según los supuestos y en 

el marco conceptual neoliberal. 

 

Un caso típico de este razonamiento es el que fija una secuencia entre 

estabilidad económica y reforma. Se sostiene que primero hay que estabilizar y 

después reformar. Es lógico y está de acuerdo con el sentido común, pero es 

falso. No hay diferencias entre la manera de “arreglar” los equilibrios y la mejora 

posterior. La puesta a punto de un régimen como el que sufre la Argentina no es la 

“base indispensable” para la acción; es la configuración misma de un poder 

concentrado, cuyo único eje es la maximización de ganancias de un pequeño 

grupo hegemónico. El deterioro social no es el efecto no querido del tipo de 

estabilización practicado, sino su resultado directo. Este argumento recuerda la 

falacia sobre el reparto de “la torta”, que primero se agranda y después (lo óptimo) 

se distribuye, cuando en realidad se trata de un único proceso inseparable.149  

 

                                            
149 Véase Alfredo Eric Calcagno y Alfredo Fernando Calcagno, op. cit., págs. 215 a 232. 
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Otro ejemplo es la reacción posterior a las hiperinflaciones: el shock es tan 

grande que una vez superadas, suele producirse un bloqueo mental colectivo, que 

impide ejercer el espíritu crítico frente a los planes de estabilización, cualesquiera 

que sean.  

 

Sin embargo, cuando se la practica con seriedad, la elaboración de la 

agenda es una materia compleja, que abarca desde la psicología social y los 

medios masivos de comunicación hasta el ejercicio de la iniciativa política.  

 

Por otra parte, los medios de comunicación ponen en la discusión pública o 

sustraen de ella a determinados asuntos. De tal modo, se procura que la opinión 

pública ignore u olvide algunos hechos; o que se profundice en la anécdota, 

mientras se omiten los problemas de fondo. Así, a su manera, quienes controlan 

los medios de comunicación, también diseñan la agenda. A su vez, el ejercicio de 

la iniciativa política es uno de los signos más evidentes de la práctica del poder; 

son los grupos hegemónicos los que dominan la escena, plantean sus posiciones 

y fundamentan sus decisiones y, en consecuencia, elaboran la agenda. 

 

6. Injusta distribución del ingreso  

 

6.1. Significado de una distribución injusta del ingreso 

 

La democracia no se agota con los aspectos formales, basados en las 

libertades individuales y la participación política. La democratización sustantiva 

implica igualdad de oportunidades y una distribución más justa de la propiedad y el 

ingreso. Estas desigualdades, que afectan a todos los países latinoamericanos, 

constituyen una de las mayores fallas de sus sistemas políticos. Se trata de un 
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problema que incumbe al conjunto de la sociedad y que afecta tanto a la política 

como a la economía.  

 

Una mayor justicia en la distribución del ingreso es un elemento central de 

una estrategia de desarrollo orientada a satisfacer las necesidades de la población 

y a industrializar o reindustrializar los países. Es una decisión política. Significa dar 

un mercado interno dinámico a los productores nacionales, con la reactivación de 

la actividad y de las inversiones. Como es natural, este elemento debe ser 

acompañado por otras medidas relacionadas, en especial, con el sector financiero, 

el estatal y el comercio exterior. Hay que ocuparse, al mismo tiempo, de las 

condiciones de la demanda, y de la oferta de bienes y servicios. Modificar las 

pautas de la distribución del ingreso no es pues una condición suficiente, pero sí 

es en absoluto necesaria para el desarrollo armónico.  

 

En cambio, una distribución desigualitaria promueve en las elites la 

imitación de las normas de consumo de los ricos de los países desarrollados, lo 

que puede generar o bien estructuras productivas ineficientes (pues son incapaces 

de alcanzar escalas significativas para un mercado tan exiguo), o bien un 

esquema de exportación de productos primarios y de importación de bienes de 

consumo de lujo. 

 

No existe un argumento económico válido para fundamentar la desigualdad. 

La realidad demuestra todo lo contrario. En una sociedad más equitativa, mejora la 

cantidad y calidad del trabajo, la capacidad de difundir el crecimiento en el interior 

del país, aumenta la calificación de la población, se genera un mercado interno 

que sirva de base a la producción, tanto para el consumo y la inversión nacionales 

como para la exportación, y demás fenómenos económicos promotores de 

desarrollo. 
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Todo ello es imposible con altos niveles de desigualdad. Más aun, la 

desigualdad en países con nuestros niveles de ingreso, conlleva la pobreza de 

una parte significativa de la población; y una vez que se sumerge a tanta gente en 

la miseria, puede caer en un pozo de marginación del cual es muy difícil salir. Ello 

es más grave aun en esquemas económicos y sociales en los cuales el Estado 

desertó de su función de proveer educación y salud de buena calidad para todos. 

 

6.2. Desigualdades entre países 

 

Existen importantes diferencias en valores absolutos en la distribución del 

ingreso entre países. En 1995, en 49 países de bajos ingresos, con 3.180 millones 

de habitantes, el producto nacional bruto por habitante era de 430 dólares 

anuales; en 58 países de ingresos medios, con 1.590 millones de personas, era de 

2.390 dólares; y en 26 países de altos ingresos, con 902 millones de habitantes, 

era de 24.900 dólares.150 (Véase el gráfico 1). 

 

Sin embargo, es más ilustrativa la comparación entre los extremos: los más 

ricos frente a los más pobres. En 1998, el 20% de la población mundial 

concentraba el 86% de los gastos totales de consumo privado y el 20% más pobre 

recibía un minúsculo 1,3%. Más aún, se llega a la infamia: las 225 personas más 

ricas del mundo acumulan una riqueza equivalente a la que tienen los 2.250 

millones de habitantes más pobres (el 47% de la población mundial).151  

Además de menores niveles absolutos de ingreso, los países 

subdesarrollados tienen una distribución mucho más injusta.152  

                                            
150 Banco Mundial, Rapport sur le développement dans le monde, 1997, Washington, 1997, págs. 236 y 237. 
151 Véase Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Informe sobre Desarrollo Humano 1998, 
Ediciones Mundi-Prensa, Madrid, Barcelona y México, 1998, pág. 30. 
152 En el caso de la Argentina, en 1997, el 40% más pobre de la población captaba el 14,9% del ingreso total urbano, 
mientras que al 10% más rico iba el 35,8%; en Brasil, esas cifras eran de 10,5% para el 40% inferior y 44,3% para el 10% 
más rico. (Véase CEPAL, Panorama Social de América Latina 1998, Santiago de Chile, 1999, pág. 216). En Italia, 
Alemania y Francia, a fines del decenio de 1980, el 40% más pobre recibía entre el 17,4 y el 18,8% del ingreso total, y el 
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Gráfico 1: Distribución del ingreso por habitante a nivel mundial, 1995  

 

 

 

 

 

 

 

 

      Nota: 1: países de ingresos bajos; 2: países de ingresos medios; 3: países de ingresos altos. 

      Fuente: Banco Mundial, Informe sobre el Desarrollo en el Mundo, 1997. 

 

En lo que respecta a la participación de los asalariados en el ingreso interno 

bruto, en México y Argentina cayó unos diez puntos porcentuales entre mediados 

de los años 70 y finales de los 80, para ubicarse entre el 25 y el 30% del producto 

bruto interno. 

 

El desempleo creció en la mayoría de los países latinoamericanos a partir 

de 1980; sin embargo se mantuvo dentro de límites moderados: 6,2% en 1980, 

5,8% en 1990 y 7,5% en 1997. Por el contrario, en la Argentina, se produjo un 

alarmante crecimiento del desempleo, que se elevó del 2,6% de la población 

urbana económicamente activa en 1980, al 8,6% en 1990, al 17,1% en 1996 y al 

13,2% en 1998; esta cifra empeora más aun con el elevado porcentaje de 

subocupados, que en 1998 era del 13,3 por ciento.153  

 

                                                                                                                                     
10% más rico percibía un porcentaje que oscilaba entre el 24,4 y 26,1%. (Véase Banco Mundial, Rapport sur le 
développement dans le monde, 1997, Washington, 1997, pág. 245). 
153 Datos del Instituto Nacional de Estadística y Censos de la Argentina. 
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Asimismo, se deterioró la calidad de los empleos. De acuerdo con cálculos de la 

Organización Internacional del Trabajo, en América Latina, de cada cien nuevos empleos 

creados entre 1990 y 1995, ochenta y cuatro correspondieron al sector informal de la 

economía, que incluye al 56% del total de empleados; en 1995, el salario real medio de la 

economía era inferior al de 1980. Estos promedios encubren elevados aumentos en los 

ingresos de quienes trabajan en actividades de alta calificación en los sectores dinámicos, y 

estancamiento o reducciones en el resto de la economía. 

 

La CEPAL sintetiza la situación actual de la distribución del ingreso en 

América Latina: “Durante los años noventa se ha mantenido o acentuado la alta 

concentración de la distribución del ingreso que caracteriza a la mayoría de los 

países de América Latina. Este rasgo coexiste con una también elevada 

concentración del capital educativo y el patrimonio físico y financiero (...) El 

desafío que supone avanzar hacia una distribución más equitativa del ingreso 

exige, por ende, políticas que conjuguen –entre otras– las dimensiones 

demográfica, educacional, ocupacional y patrimonial”.154 Es decir, que no basta 

con la educación para mejorar la distribución del ingreso: además, es fundamental 

incidir fuertemente sobre la ocupación y la distribución de la propiedad. 

 

III. Experiencias exitosas en la lucha contra 

algunos pésimos que provoca la economía sin límites 

 

De acuerdo con el método que seguimos, no elaboraremos respuestas 

abstractas a los problemas planteados ni nos dedicaremos a elaborar programas 

políticos alternativos. Si lo hiciéramos caeríamos en la trampa de lo “óptimo”. 

Recordemos que todo programa político a ejecutar debe tener en cuenta la 

situación vigente y la relación de fuerzas que exista en ese momento. Por el 

contrario, como se trata –de acuerdo con nuestro enfoque– de combatir a los 

                                            
154 Véase CEPAL, Panorama social de América Latina, 1997, Santiago de Chile, 1998. 
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pésimos, se examinará la forma cómo se enfrentaron algunos de ellos en otros 

países; no para que se copien las soluciones, sino para mostrar que es posible 

instrumentar decisiones diferentes a las que ahora se aplican. 

 

Veremos cómo se regula la economía en Estados Unidos, con políticas 

antimonopolio y de regulación, y en Chile, con la discriminación de la entrada de 

capitales y la captación de la renta de recursos naturales; señalaremos cómo se 

democratiza la sociedad, mediante el régimen electoral (por ejemplo, en el Reino 

Unido), con los cuadernos de quejas en la Francia del Antiguo Régimen, con el 

gasto público con participación en Brasil; y en el plano económico-social, con la 

cogestión en la empresa en Alemania; por último, indicaremos cómo se promueve 

en Francia la integración social, con el ingreso mínimo de inserción, la continuidad 

de las prestaciones sociales y la reducción del tiempo de trabajo. Examinaremos 

también ejemplos de regulación de los órdenes mediante la creación de partidos 

políticos y de empresas públicas. 

 

Por supuesto, con ello no se agotan los pésimos ni las experiencias 

realizadas para combatirlos; pero se expone una gama de cuestiones con 

indicación de soluciones exitosas. Se plantean también nuevos temas –para 

nosotros, porque en otros países son antiguos–, cuya discusión podría enriquecer 

a la escuálida agenda política y económica vigente. 

 

1. Regulación de la economía 

 

1.1. Estados Unidos: políticas antimonopolios y de regulación 

 

El combate contra los monopolios y la puesta en práctica de la regulación de la economía, 

constituyen una exigencia teórica y técnica del capitalismo y un requisito para su 
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funcionamiento correcto. Sin embargo, contradice el comportamiento espontáneo del 

sistema, que tiende al monopolio como modo de aumentar las ganancias; pero es un límite 

que le impone el orden político al económico en nombre del bienestar general y del 

ordenamiento democrático. El ejemplo de Estados Unidos es fundamental. 

 

En los hoy conocidos billetes de dólar se puede leer la leyenda “In God We 

Trust”, que no significa otra cosa que “Creemos en Dios”, tal vez como homenaje 

de los hombres de moneda a los puritanos de los orígenes. Pero los Estados 

Unidos no dejan la marcha de la economía en manos de ningún poder 

sobrenatural, y menos en alguna mano (o garfio) invisible. En modo alguno se 

repiten las invocaciones neoliberales en contra de cualquier regulación, tal como 

ocurre en los países subdesarrollados; en Estados Unidos a nadie se  

le ocurre llamar “represión financiera” (como si fuera una violación a los 

derechos humanos) al control que se ejerce sobre el sistema financiero.  

 

Las razones de la articulación entre política y economía no datan de ayer, 

pero hay que mencionarlas si se quiere comprender cómo los Estados Unidos 

subordinaron la economía a la política, y cómo hicieron de esta articulación 

virtuosa uno de los pilares de su poder actual.  

 

1.1.1. Las políticas contra los monopolios 

 

Las leyes contra los monopolios están enraizadas en la tradición de 

Estados Unidos. En la actualidad rigen tres textos: la Sherman Act, la Clayton Act 

y la Federal Trade Commission Act, enmendadas por la Wheeler-Lea Act, la 

Celler-Kefauver Act y la Robinson-Patman Act. Veamos. 
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La Sherman Act, data de 1890; por ella se tipifica como ilegal el acto de 

monopolización y se lo castiga como un delito; la empresa que lo cometa puede 

ser disuelta y los culpables multados y encarcelados. La Clayton Act fue aprobada 

en 1914 y tiene un enfoque diferente, ya que enumera prácticas ilegales: 

discriminación de precios, contratos “atados”, compra de stocks de corporaciones 

competidoras y la actuación de directorios entrelazados; quienes incurran en ellas 

pueden ser incriminados. Ese mismo año, el Congreso dictó la Federal Trade 

Commission Act, que creó la Federal Trade Commission (FTC) encargada de 

regular el comercio federal e internacional y de hacer cumplir la Clayton Act y las 

demás leyes antimonopólicas. Existen otras leyes complementarias, como la 

Robinson-Patman Act de 1936, que pena la discriminación de precios; la Wheeler-

Lea Act de 1938, que asigna a la Federal Trade Commission la responsabilidad de 

policía sobre ciertos actos y prácticas fraudulentas en el comercio; la Celler-

Kefauver Act de 1950, que extiende la prohibición de la compra de acciones de un 

competidor, a la adquisición de activos físicos. 

 

La efectividad de las leyes antimonopólicas ha variado según fuera la 

orientación de los gobiernos. Así, las administraciones republicanas, más 

cercanas a las grandes empresas, han tendido a minimizar la acción 

antimonopolios, mientras que las demócratas la han alentado. Esto se logra no 

sólo con la orientación de los jueces cuya designación propone el Poder Ejecutivo, 

sino con la asignación de recursos a las oficinas antimonopolios. Por ejemplo, las 

operaciones de fusión de grandes empresas tuvo su auge en gobiernos 

republicanos y se aminoró durante los demócratas.  

 

Dos ejemplos típicos de la decisión estatal de asegurar la libre competencia 

y disolver los monopolios fueron los relacionados con la Standard Oil Co. y el 

monopolio de las comunicaciones que tenía la ATT; ahora está en trámite la 

acusación fiscal contra Microsoft, que afectaría al mayor negocio actual de 
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Estados Unidos. Como resultado de las acciones judiciales, tanto la Standard Oil 

como la ATT tuvieron que disolver sus monopolios.155  

 

1.1.2. Las políticas de regulación  

 

Las leyes antimonopolio sancionan las prácticas ilegales después de 

cometidas; en cambio, las políticas de regulación tienden a encauzar las 

actividades de oligopolios o monopolios, antes que cometan actos que dañen el 

interés público. Para ello, en Estados Unidos existe una reglamentación muy 

estricta que actúa a todos los niveles: federal, estadual y local. También esta 

política es más que centenaria: para garantizar la libre competencia, en 1887 se 

dictó la Interstate Commerce Act, que creó una comisión de regulación, que es la 

Interstate Commerce Commission (ICC).  

 

La Gran Depresión de los años 1930 acentuó los procesos de 

concentración y también de regulación. Así, se crearon las comisiones federales 

de comunicaciones, en 1934; de electricidad, en 1935; y de gas, en 1938. En la 

actualidad existen 96 comisiones, de las cuales 11 son federales.  

                                            
155 En mayo de 1911, la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos ordenó la disolución de la 

empresa petrolera Standard Oil Company por infracción a las leyes antimonopolio. Debió, así, dividirse en 
varias empresas separadas. La mayor fue la Standard Oil of New Jersey, que era la sociedad de cartera y 
tenía casi la mitad del patrimonio neto total; después se llamó Exxon. La siguiente, que tenía el 9% del 
patrimonio fue la Standard Oil of New York, que se llamó Mobil. La Standard Oil of California se llamó 
Chevron; la Standard Oil of Ohio fue después la Sohio y por último la rama norteamericana de British 
Petroleum; la Standard Oil of Indiana fue la Amoco; Continental Oil pasó a ser Conoco; y Atlantic fue parte de 
Arco y después de Sun. Con esta reestructuración, la Standard Oil descentralizó sus actividades; además, al 
cabo de un año, el valor de las acciones de cada empresa se había duplicado. (Véase Daniel Yergin, La 
historia del petróleo, Javier Vergara, Buenos Aires, 1992, págs. 142 y 143). En lo que respecta a las 
telecomunicaciones, en 1982 la firma MIC, creada en 1964, hizo juicio contra la compañía AT&T por infracción 
a las leyes antimonopolio. La AT&T tenía 22 compañías regionales en el país; la AT&T Long Lines les 
efectuaba las conexiones de larga distancia y la sociedad Western Electric proveía de equipos a todo el 
sistema. El conjunto –el Bell System– tenía el monopolio en todo el país. Como resultado del juicio que le 
entablara la MIC, en 1984 la AT&T tuvo que desmantelar su monopolio: debió desprenderse de las 22 
compañías locales Bell, y conservó Western Electric, AT&T Long Lines y los laboratorios de investigación Bell. 
Las 22 compañías Bell se reestructuraron en siete holdings regionales diferentes. 
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En el plano económico, se incide sobre la actividad de empresas privadas 

de sectores determinados (por ejemplo, transportes, energía, telecomunicaciones), 

cuyas decisiones en materia de precios, inversiones y ganancias están sometidas 

al acuerdo de la autoridad de tutela. A su vez, múltiples actividades están 

sometidas a reglamentaciones sociales: higiene, salud pública, medio ambiente, 

defensa del consumidor, condiciones de trabajo, entre otros. 

 

En síntesis, existe la voluntad de facilitar las condiciones para el 

funcionamiento de la competencia, aspecto esencial del capitalismo que suele ser 

olvidado, y de garantizar los derechos del consumidor, aún en sistemas en los que 

predomina el gigantismo de las empresas.  

 

Como se advierte, se trata de una verdadera regulación, garantizada no 

sólo por una legislación coherente, sino por la independencia de los organismos 

de regulación con respecto a las empresas que prestan el servicio, que se 

salvaguarda con todo rigor. 

 

1.2. Chile: capitales y rentas de recursos naturales 

 

1.2.1. Entrada de capitales: no decir siempre (o nunca) sino depende 

 

En América Latina, desde 1991 se ha intensificado la entrada de capitales; 

frente a este hecho pueden adoptarse dos políticas: la de circulación sin 

impedimentos (que deja libre entrada y orientación) o la de control de capitales 

(que pone trabas a la entrada de capitales según la índole de esos capitales y 

realiza una esterilización para defender el tipo de cambio).  
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Debe tenerse en cuenta que los efectos del flujo de capitales dependen 

tanto de su magnitud como de su orientación y propósitos. Es fundamental saber 

para qué vienen: si se trata de inversiones directas productivas o de capitales 

especulativos de corto plazo. Pueden estar asociados a una sobrevaluación del 

tipo de cambio, pueden ser asignados a fines no productivos, o pueden fugarse 

con rapidez. 

 

Estos inconvenientes se presentaron en la realidad chilena entre 1979 y 

1982; posteriormente, en el período 1982-1985, provocaron al Estado una pérdida 

de 9.000 millones de dólares (lo que equivalía al 35% del PBI de 1989). Después 

se rectificó esa política; a partir de 1991, para aprovechar el flujo de capitales y 

evitar sus efectos nocivos, se regularon los movimientos especulativos de corto 

plazo mediante encajes, cuotas y comisiones; se intervino en el mercado 

cambiario mediante la flotación “sucia”, dentro de una banda ampliada; y se 

esterilizó el efecto monetario de la mayor disponibilidad de divisas.156  

 

En síntesis, se impidió la entrada de capitales especulativos de corto plazo, 

lo cual era una herejía para el orden económico, ya que se trataba de capitales de 

muy alta rentabilidad; pero al limitarlos se salvaguardó el desarrollo económico 

                                            
156 Véase Ricardo Ffrench Davis, Manuel Agosin y Andras Uthoff, “Movimientos de capitales, 

estrategia exportadora y estabilidad macroeconómica en Chile”, en Ricardo Ffrench-Davis y Stephany Griffith-

Jones, Las nuevas corrientes financieras hacia la América Latina. Fuentes, efectos y políticas, CEPAL/El 

Trimestre Económico, Chile-México, 1995, pág. 245. La esterilización consiste en que el Banco Central 

compra dólares (acumula reservas) para que la oferta de divisas no lleve a una sobrevaluación de la moneda 

nacional. Para que esa compra (contra emisión monetaria) sea compatible con la política monetaria, el 

gobierno absorbe moneda a través de la colocación de títulos públicos. Este esquema puede llevar a 

mantener alta la tasa de interés interna (para colocar títulos públicos), y esa tasa, a su vez, alentar la entrada 

de nuevos capitales, con lo que se llegaría a un proceso autoalimentado insostenible a largo plazo. La 

flotación “sucia” consiste en la intervención voluntaria del Banco Central cuando desea incidir sobre la 

cotización del mercado. 
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general y se impidió una especulación nociva. Una política parecida de control del 

ingreso de capitales especulativos fue aplicada en Colombia desde 1991.  

 

1.2.2. La captación estatal de la renta de recursos naturales 

 

Un principio general que no admite discusión es que los recursos naturales 

de los que disponga un país pertenecen a sus habitantes, nacidos y por nacer. Por 

lo tanto, las empresas que los explotan tienen derecho a un beneficio normal, 

incluso extraordinario si innovan o arriesgan; pero la renta del recurso natural –es 

decir, los ingresos derivados de la propiedad del recurso– debe atribuirse al 

Estado. La captación y el uso de las rentas naturales han sido factores decisivos 

en el desarrollo económico latinoamericano, y el problema se vuelve a plantear 

con fuerza ante la nueva ola de inversiones directas, parte de la cual se dirige a la 

producción primaria. En general, los países han procurado percibir esos recursos 

–o parte de ellos-, ya sea con la explotación directa de los recursos de que se trate 

o mediante gravámenes a las concesiones, cobro de impuestos o tipos de cambio 

diferenciales. 

 

En teoría, todos esos medios están abiertos; sin embargo, la forma más 

efectiva de captar la renta natural ha consistido en mantener la propiedad de las 

empresas públicas exportadoras de recursos naturales, al menos en los casos de 

las explotaciones petroleras y mineras. Esto se ve claramente en el caso de Chile. 

La no privatización de la empresa chilena estatal del cobre (Codelco), pese a las 

múltiples presiones en ese sentido por parte del establishment, significó 

cuantiosos aportes al Tesoro nacional por las utilidades transferidas, y permitió la 

disponibilidad de divisas sin necesidad de comprarlas al sector privado. En 

algunos años llegó por si sola a aportar 10 puntos del PBI; resulta difícil imaginar 

una contribución parecida del sector privado por la vía fiscal. En 1995, Codelco 

con el 39% de la producción nacional de cobre aportó 1.700 millones de dólares al 

Tesoro nacional, mientras que las empresas privadas extranjeras con el 61% de la 
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producción, contribuyeron con unos 137,7 millones de dólares, debido a las 

múltiples exenciones impositivas y al régimen de amortizaciones con los que se ha 

pretendido atraer al capital extranjero.157 

 

Este es un ejemplo doble: muestra por una parte que los límites puestos por 

el orden político a la ganancia empresaria, a través de la preservación de la 

propiedad pública de determinados medios de producción, han redundado en 

beneficio del Estado chileno y del excedente en las cuentas fiscales; y se 

advierten, por otra parte, las consecuencias nocivas de no resguardar, a través de 

esos límites políticos, el beneficio que la nación debe obtener de la explotación de 

sus recursos no renovables. La implantación de incentivos exagerados para atraer 

inversiones extranjeras reducen al mínimo los efectos que las actividades 

extractivas tienen sobre la economía y el empleo; como casi no tributan, tienden a 

convertirse en enclaves de escasa utilidad para el país.  

 

2. Democratización de la sociedad 

 

A continuación, examinaremos cuatro experiencias de democratización que 

actualmente se practican: en las dos primeras, la política no está condicionada por 

la economía; en las otras dos, le pone límites. 

 

En el primer caso, se trata de la democratización política a través de un 

sistema electoral que permita una mejor representación y que facilite que los 

electores controlen directamente a quien haya sido elegido; a tal efecto, se 

reseñará el sistema electoral uninominal por circunscripciones tal como se lo 

practica –entre otros muchos países– en el Reino Unido y Estados Unidos. La 

segunda experiencia se refiere a la elaboración de las plataformas políticas y nos 

remontaremos a los Cahiers de doléances del antiguo régimen francés. La tercera 
                                            

157 Véase el artículo de Héctor Vega en La Epoca, Santiago de Chile, 28 de febrero de 1998. 
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es la del Presupuesto Participativo, que se aplica en setenta municipios de Brasil 

(en el de Porto Alegre desde 1989). La cuarta es de democratización económica y 

se refiere a la cogestión en las empresas, que se practica de modo masivo en la 

República Federal de Alemania de acuerdo con las leyes de 1952, 1972 y 1976. 

 

2.1. La participación popular a través del régimen electoral 

 

El régimen electoral es un elemento fundamental de la vida política de un 

país, ya que genera el poder de legislar en los regímenes presidencialistas y el de 

gobernar en los parlamentarios.  

 

La elección del presidente y, en general, la del jefe del Poder Ejecutivo no 

presenta mayores dificultades en una democracia: el cargo es para quien obtenga 

la mayoría de los votos, sea en elección directa o indirecta. El problema se plantea 

en la elección del Parlamento, ya que si rige el sistema proporcional, se tendría 

una asamblea que refleje las opiniones de cada grupo ideológico y de los 

diferentes intereses existentes, con dificultades para obtener mayorías de 

gobierno. En cambio, si se acepta el sistema mayoritario (el más conocido es el 

uninominal por circunscripciones), se privilegiará la representación de los dos o 

tres partidos más votados. En el primer caso, el gobierno suele estar sometido a la 

necesidad de concertar alianzas o acuerdos que le permitan armar una mayoría 

parlamentaria; en el régimen mayoritario, resulta mucho más probable que un solo 

partido logre los representantes necesarios para gobernar. 

 

La solución al problema no es técnica, pues ambas situaciones son 

practicables y defendibles. La cuestión radica en si se procura el logro de un 

consenso y de una mediación entre el gobierno y los diferentes grupos de 

oposición, propios de los regímenes de representación proporcional; o si se quiere 

un gobierno fuerte, capaz de llevar a cabo un programa de acción coherente, 
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como puede lograrse con un sistema electoral mayoritario; en este último caso, al 

mismo tiempo se responsabiliza de modo directo al elegido frente al elector. 

 

Ambos métodos pueden esquematizarse. En la representación 

proporcional, todas las opiniones están representadas en el Parlamento y, en 

general, se gobierna mediante coaliciones de partidos políticos. En cambio, en el 

uninominal por circunscripciones, el sistema electoral genera directamente el 

poder. No se trata de elegir “una representación de intereses ante el poder, sino 

de realizar elecciones que dan nacimiento al poder mismo”.158 En síntesis, este 

sistema electoral favorece la formación de una mayoría parlamentaria que legisle 

o gobierne. Además, la cercanía del representante con el elector, fruto de su 

arraigo local, fortalece la participación comunitaria. 

 

Desde otro punto de vista, el sistema proporcional estimula la multiplicidad 

de partidos políticos, mientras que el mayoritario tiende al bi o tripartidismo. 

 

El sistema de la representación proporcional se practica en varios países 

europeos (España, Portugal, Países Bajos, Islandia, Finlandia), en algunos países 

del Este europeo (Bulgaria y Rumania), en varios de América Latina (Uruguay, 

Brasil y Argentina) y en Israel. El sistema uninominal por circunscripciones a una 

vuelta está en vigencia en el Reino Unido, Estados Unidos, Canadá, Jamaica, 

Sudáfrica, India y México; el régimen a dos vueltas es el que rige en Francia. En 

las elecciones presidenciales, en la segunda vuelta sólo pueden mantenerse los 

dos primeros candidatos en Francia, Austria, Portugal, Brasil, Perú, Polonia y 

Argentina. En varios países se practica un sistema mixto, que elige una parte de 

los diputados por el régimen mayoritario y otra parte por el proporcional; es el caso 

de Italia, Alemania, Japón, Rusia, Georgia, Hungría, Lituania y Albania. 

 

                                            
158 René Capitant, La réforme du parlamentarisme, Sirey, Paris, 1934, pág. 14. 
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En todo caso, el objetivo a lograr consiste en conciliar la capacidad de 

gobierno con la representación que más se acerque a la participación de la 

comunidad. La forma de conseguirlo variará según sea la configuración política del 

país, sus hábitos políticos y la orientación innovadora o conservadora del régimen.  

 

Un ejemplo exitoso es el sistema uninominal por circunscripciones 

practicado en el Reino Unido. Otorga al partido ganador la posibilidad de gobernar 

y establece un vínculo directo entre los elegidos y sus votantes. Es la antítesis de 

las “listas sábanas” que han desnaturalizado el principio de representatividad en 

algunos países como la Argentina; en estos casos sólo se conoce el nombre del 

“cabeza de lista”, atrás del cual los aparatos partidarios incluyen a candidatos que 

pueden estar totalmente desvinculados de sus votantes. Tampoco existe una 

responsabilidad directa del elegido con respecto a sus electores. En cambio, si se 

divide a cada provincia en circunscripciones y se elige un diputado por cada una 

de ellas, existirá un contacto directo entre el elector y el elegido.  

 

En épocas de despersonalización y de desamparo para la mayoría de la 

población, puede ser importante que cada uno sepa quién es su representante y 

que el diputado deba rendir cuentas de su gestión a quienes lo votaron, de modo 

formal o informal, y cualquiera sea su filiación política. Como una de las 

principales preocupaciones de los diputados es ser reelegidos, cuidarán sus 

relaciones con los electores. Este hecho es de alta relevancia en países en los 

que el contacto del ciudadano con el poder público se limita a la policía, a la 

escuela y al hospital, donde existe un desentendimiento del sistema político. La 

vinculación directa de los electores con su diputado, en los países donde se 

practica, es un avance importante en la participación popular, da un nuevo 

carácter a la representación e implanta una forma política de amparo a la 

población. 
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Este sistema es totalmente viable, como lo demostramos con un breve 

cálculo. Si se aplicara en la Argentina, con un diputado por cada 70.000 electores, 

la Cámara de Diputados tendría 331 miembros (frente a los 257 que tiene 

actualmente). Sería necesario que la delimitación de las circunscripciones se haga 

con imparcialidad, obedeciendo a principios de cercanía geográfica y 

homogeneidad social.159  

 

2.2. Los Cuadernos de quejas  

 

El ejemplo de los Cuadernos de quejas es tal vez el más lejano en la 

historia, pero lo juzgamos digno de ser mencionado como ejemplo en la lucha 

contra los pésimos. Su actualidad es total, acaso urgente.  

 

En efecto, uno de los problemas políticos más importantes es la decisión de 

cuál será la agenda política y cómo se orientará la acción de gobierno; en otras 

palabras, cómo se determinará el programa de gobierno, qué grupos serán 

favorecidos y cuáles no. En la actualidad se practican dos medios. El primero es el 

tecnocrático, por el cual los grupos técnicos del gobierno y de la oposición, cada 

uno por su lado, elaboran un listado de medidas a aplicar; si se está en período 

electoral, son las plataformas que propone cada partido o candidato. El resultado 

es un festín para los partidarios de “lo óptimo”: si sus candidatos son elegidos y si 

se les da tiempo, se solucionarán los problemas (eso sí, siempre se refieren al 

futuro). El segundo método es el de las encuestas. Se averigua cuál es la opinión 

de la gente –seleccionada mediante una muestra representativa– con respecto a 

                                            
159 Debe evitarse el “gerrymanderismo”, que es la delimitación de circunscripciones de modo que se 

asegure la victoria de quien hace el trazado; ese nombre se debe a que, a principios del siglo XIX, el 

gobernador de Massachusetts Elbridge Gerry dibujó circunscripciones que se parecían a salamandras 

(salamander, en inglés) para garantizar su triunfo.  
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los problemas que se les plantea. Si la encuesta estuviera bien hecha, sobre un 

número de casos significativo, puede dar una idea del pensamiento de los 

entrevistados.  

 

Pero en la historia existió un tercer método de gran eficacia, puesto que fue 

uno de los factores desencadenantes de la Revolución Francesa. Es el Cuaderno 

de quejas (Cahier de doléances), que se aplicó en el “antiguo régimen” francés, 

antes de la convocatoria de los estados generales (representantes de los tres 

órdenes de la sociedad, nobleza, clero y tercer Estado). Consistió en la redacción 

de las quejas que cada uno tenía que formular; de menor a mayor, desde la 

parroquia hasta la bailía. Cada cual era el protagonista y firmaba sus quejas o se 

las dictaba a un escribiente; dejaba de ser el objeto de una curiosidad, como en 

las encuestas, para convertirse en un sujeto político.  

 

En 1788-1789, se presentaron 40.000 cuadernos, que compendiaban los 

sufrimientos y los reclamos de millones de personas. De este modo, no sólo los 

diputados tomaban conocimiento de los problemas, sino que los interesados 

encontraban una caja de resonancia. La masividad de los reclamos hacía que 

nadie pudiera engañarse acerca de la verdadera situación sobre los problemas 

existentes en la época y los pésimos a combatir. 

 

Ahora, frente al desentendimiento de las elites y el desengaño 

generalizado, con el empobrecimiento de la agenda política (que sólo discute 

sobre algunos instrumentos e ignora los problemas de fondo), con muchas 

encuestas sesgadas en favor de quienes las pagan, el método que se practicaba 

bajo Luis XVI parece mucho más eficaz (al menos para la población; en cuanto a 

Luis XVI...). Tiene un efecto movilizador, hace surgir los problemas con claridad y 

su sistematización puede constituir un programa de gobierno con asidero en la 

realidad. 
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2.3. Brasil: la experiencia del gasto público con participación 

 

Los presupuestos municipales suelen estar influidos por intereses 

sectoriales, o de modo más directo, por prácticas corruptas de intendentes y 

concejales. Frente a esta realidad, en Brasil se aplica un mecanismo de gasto 

público con participación, que trata de inyectar al sistema la mayor dosis posible 

de democratización.  

 

Desde 1989 se implantó el presupuesto participativo en Porto Alegre 

(Brasil) y después el sistema se extendió a setenta municipios. En la Conferencia 

de Habitat II de las Naciones Unidas realizada en Turquía en junio de 1996 se la 

consideró como una de las cuarenta mejores iniciativas en el mundo para mejorar 

la calidad de vida.  

 

En esencia consiste en la atribución que se otorga a la ciudadanía para 

decidir el destino de una parte del presupuesto municipal; dentro de él, existe una 

cuota destinada a gastos fijos que no entra en discusión; se trata del monto 

destinado a sueldos del personal, cargas sociales, servicio de terceros, material de 

consumo, transferencias a entes autárquicos, reservas para contingencias y 

servicio de la deuda, si la hubiere. Pero los gastos destinados a inversión 

(ingresos menos gastos fijos) son asignados por las asambleas populares.  

 

En el municipio de Porto Alegre, el monto de los gastos de inversión desde 

1989 hasta 1995 fue, en promedio, de 80 millones de dólares por año. Forman 

parte de estos gastos los nuevos equipamientos y la infraestructura urbana; como 

no pueden atenderse al mismo tiempo a todas las demandas de la población, es la 

misma gente la que fija las prioridades. A tal efecto, se cumple con un 

procedimiento riguroso. Primero, se dividió la ciudad en 16 regiones y 28 
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microrregiones para facilitar el contacto directo; se elige un Consejo del 

Presupuesto Participativo, que después de discusiones directas con los miembros 

de la comunidad elabora el plan de inversiones para cada región, por temas y para 

toda la ciudad; ese plan es el que se ejecuta cada año. Al año siguiente, antes de 

la elaboración del presupuesto, los funcionarios municipales rinden cuenta de su 

gestión. 

 

En este caso, el orden político se defendió de la invasión del orden 

económico, que podía instalar la corrupción en un ámbito político, mediante la 

transferencia a la comunidad de la presupuestación y control del aparato político 

institucional. 

 

2.4. Alemania: participación obrera en las empresas 

 

Después de la última guerra, Alemania debió hacer frente a un duro 

proceso de renacimiento nacional. Uno de los ejes de ese esfuerzo era la 

consolidación social, para lo cual era conveniente otorgarle a los obreros un cierto 

grado de participación en el manejo de las empresas. Se trataba de una decisión 

política de afirmación de la cohesión social y nacional, que chocaba contra el 

autoritarismo tradicional de los empresarios. Dentro del orden económico, los 

empresarios podían creer que una gerencia exclusiva y centralizada podría 

generar mayores ganancias; pero el problema pertenecía al orden político y así se 

resolvió. El orden político le puso límites al económico. 

 

La cogestión fue establecida por las leyes de 1952, 1972 y 1976. La 

cogestión en el consejo de vigilancia y en el directorio concierne a las empresas 

con más de 2000 empleados y a los sectores minero y siderúrgico; la cogestión 

parcial con participación sólo en el consejo de vigilancia, abarca a las empresas 

que tienen entre 500 y 2000 empleados; y todas las empresas practican la 
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cogestión a nivel del comité de empresa, accesible a los delegados de los 

asalariados. Estos comités son consultados y deliberan acerca de las decisiones 

concernientes al personal, a la estructura de la empresa, a la producción, a la 

organización del trabajo, a la formación, a los salarios, a la ayuda social, a la 

vivienda y a la seguridad; en algunos casos, existe derecho de veto.160 Esta 

política implantada en Alemania también rige en Austria y en Dinamarca. 

 

En Austria, como en Alemania, el consejo de empresa es obligatorio en las 

empresas con más de 5 asalariados. Tiene un derecho de intervención, de 

información y de consulta sobre los principales problemas y decisiones 

relacionados con el empleo y las condiciones de trabajo. En Dinamarca, las 

empresas con más de 35 asalariados tienen un comité de cooperación paritaria, 

que es un organismo de discusión, que no adopta decisiones. Se lo consulta en 

materia de política de producción y cuando se plantean cambios mayores en la 

empresa. Codetermina los principios de organización del trabajo y de gestión del 

personal. Recibe todas las informaciones económicas y financieras que se 

comunican a los accionistas y está representado en el consejo de administración 

por dos miembros elegidos por el conjunto del personal.161  

 

El resultado de esta experiencia muestra que, lejos de crear conflictos, la 

cogestión ha servido para evitarlos o solucionarlos una vez planteados, así como 

para aumentar la producción. 

 

3. La integración social 

 

                                            
160 Véase Gérard Schneilin y Horst Schumacher, Economie de l'Allemagne depuis 1945, Armand 

Colin, Paris, 1992, págs 37 y 38. 
161 Gérard Desseigne, L’évolution du comité d’entreprise, Presses Universitaires de France, Paris, 1995, págs. 74 a 76. 
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Después de la Segunda Guerra Mundial, Francia gozó de los “treinta años 

gloriosos”, durante los cuales una extraordinaria expansión económica benefició a 

la gran mayoría de los franceses. Pero, en los últimos años, la situación comenzó 

a deteriorarse: 12% de desocupación abierta, problemas de racismo, 

marginalización en algunas áreas. De tal modo, la consolidación de la 

homogeneidad social pasó a ser una preocupación prioritaria, tanto del gobierno 

como de los partidos políticos.  

 

Se ve claro que la solución de un problema de tal magnitud, que afecta al 

conjunto de la sociedad francesa, no puede quedar librada a la acción de las 

fuerzas del mercado; ellas son ajenas en absoluto a la solidaridad social, no por 

mezquindad sino por su misma naturaleza: pertenecen a otro orden. Esta no es 

una cuestión económica de ganancias, sino un tema político de cohesión social. 

Se elaboraron así respuestas políticas al problema, que le ponen límites al orden 

económico por razones morales y políticas. Se sancionaron las leyes de ingreso 

mínimo de inserción, de continuidad de las prestaciones sociales, de disminución 

del tiempo de trabajo y varios programas de asistencia social inmediata. 

 

3.1. El ingreso mínimo de inserción  

 

El ingreso mínimo de inserción implantado en Francia responde a una 

concepción global de la política, que parte de la base de que toda persona tiene 

derecho a no ser excluida de la sociedad; y que para ello debe disponer de una 

suma mínima que le permita satisfacer sus necesidades fundamentales. En su 

forma más pura se refiere a un derecho de toda persona, por el solo hecho de 

existir. En el caso francés no está condicionado más que por la obligación de 

insertarse en la sociedad mediante alguna forma de trabajo. 
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El ingreso mínimo de inserción fue implantado en 1989. Consiste en una 

asignación que completa los recursos de los que ya dispone el solicitante para 

llegar a un nivel mínimo (que en 1995 era de 2325 francos para una persona sola, 

y de 3488 francos para una pareja, alrededor de 500 y 700 dólares). Es financiado 

por el Estado y tiene tres objetivos principales: primero, garantiza un ingreso 

mínimo mensual; segundo, da acceso a la seguridad social; y, tercero, da derecho 

a una ayuda de la colectividad (gobierno local, asociaciones, servicios públicos, 

empleadores) que permita cumplir un proyecto de inserción. En contrapartida, en 

los tres meses que siguen al pedido de ingreso mínimo de inserción, el 

beneficiario debe emprender un proyecto de inserción, que puede versar sobre la 

formación, el acceso al empleo, el alojamiento, la salud o la vida social. Después 

de ese período, la asignación es mantenida con la condición de que el beneficiario 

esté incluido en un proyecto de inserción y que sus ingresos lo justifiquen. En 

1995 comprendía a alrededor de un millón de personas. No se trata de 

asistencialismo, como el seguro de desempleo, sino del reconocimiento del 

derecho a reencontrar un lugar normal en la sociedad. 

 

3.2. La continuidad de las prestaciones sociales 

 

Para los casos de personas en situación de extrema pobreza, se establece 

la continuidad de las prestaciones sociales. De tal modo se les da un amparo a los 

excluidos. Los beneficios se clasifican en dos grandes categorías: los mínimos 

sociales y las asignaciones familiares.  

 

Los mínimos sociales favorecen a personas desfavorecidas y no son 

contributivas; se trata de casos de vejez, invalidez, discapacidad, viudez, etc. Las 

prestaciones familiares se dirigen sobre todo a quienes están en una situación 

muy precaria; se estima que permiten mantenerse por encima del límite de la 

pobreza a alrededor de cuatro millones de personas. Consisten en asignaciones 
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para el nacimiento y el cuidado de niños, vivienda, invalidez, prestaciones diferidas 

y el ya mencionado ingreso mínimo de inserción.162  

 

3.3. La disminución del tiempo de trabajo 

 

Frente a la persistente desocupación y a la impresión de que, con el 

continuo aumento de la productividad, es muy difícil restablecer una situación 

aceptable de empleo, se ha pensado en la solución, casi obvia, de repartir 

cantidades iguales de trabajo –o aun menores– entre más personas; el método 

para lograrlo es la disminución de las horas de trabajo. Si cada uno trabaja menos 

horas por semana, habrá lugar para ocupar a más personas. 

 

De esta manera, también se sigue una tendencia histórica: piénsese que en 

1837, en Europa y Estados Unidos se trabajaba entre 70 y 80 horas semanales.  

 

En mayo de 1998, la Asamblea Nacional de Francia aprobó la ley que 

reduce la semana laboral de 39 a 35 horas, sin rebaja de sueldos; entrará en 

vigencia el año 2000 para las empresas con más de 20 asalariados, y desde el 

2002 para aquellas con menos de 20 asalariados. El gobierno sostiene que esta 

medida provocará la creación de entre 210.000 y 280.000 puestos de trabajo en 

los próximos cinco años. 

 

En la actualidad, rige la ley de Robien, votada en junio de 1996 por el 

Parlamento francés, que permite la reducción de las horas de trabajo como 

consecuencia de acuerdos entre los empresarios y el gobierno. En su “bisagra 

                                            
162 Véase Gilles Lamarque, L’exclusion, Presses Universitaires de France, Paris, 1995, págs. 74 a 76. 
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ofensiva” prevé la firma de una convención entre el Estado y la empresa, por la 

cual la empresa se obliga a reducir la duración colectiva del tiempo de trabajo y a 

proceder a incorporaciones suplementarias, en contrapartida de una reducción de 

las cargas patronales de seguridad social. En su “bisagra defensiva”, cuando se 

ha previsto un plan de reducción de personal, se autoriza la aplicación de una 

convención similar en vez de los despidos.  

 

3.4. Políticas de emergencia 

 

En los casos de aumento o persistencia de altas tasas de desempleo, el 

gobierno francés ha sancionado varios programas de asistencia social inmediata. 

 

El plan empleo-jóvenes se propone crear 700.000 empleos en cinco años 

para jóvenes de menos de 26 años, mitad en el sector público y mitad en el 

privado. Estos contratos de trabajo se renuevan anualmente y no pueden durar 

más de cinco años. El Estado financia el 80% del salario y el 20% restante está a 

cargo de colectividades locales y asociaciones. 

 

En los últimos años se registró un sobreendeudamiento de las familias, por la alta oferta de 

crédito, que después no podía ser repagado por los deudores en situación precaria. Para 

solucionar en lo posible tales problemas, en 1989 se sancionó una ley-marco que instaló 

comisiones departamentales de sobreendeudamiento, que procuran reglar amistosamente la 

situación de deudores y acreedores; se estima que, entre marzo de 1990 y enero de 1998, se 

beneficiaron con este procedimiento alrededor de 450.000 familias. 

 

 

4. La regulación de los órdenes 
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Los casos presentados en esta sección permiten ver cómo el orden político 

impone límites al orden económico, cómo lo canaliza en función de criterios 

sociales, de justicia y de sustentabilidad de largo plazo, lo cual redunda en un 

desarrollo más vigoroso y en mayores niveles de acumulación económica. Un 

encuadramiento político adecuado reduce los riesgos que amenazan a la actividad 

económica, alarga el horizonte para la inversión y genera, a través de una mejor 

distribución del ingreso, los mercados necesarios al crecimiento. En ausencia de 

límites políticos, el orden económico genera desórdenes de tanta magnitud como 

las recientes crisis financieras internacionales. 

 

Ahora nos interesa mostrar que la conducción de los órdenes sociales no se 

agota en la sola puesta de límites éticos y morales al orden político y en la 

imposición de un marco político-jurídico al orden económico, sino que existen 

otros dispositivos, diferentes estrategias en la jerarquización de los órdenes, que 

no caen en el angelismo o la ingenuidad; implican la ejecución de políticas activas. 

Así, vemos que no existe un único modo para que el orden superior limite al 

inferior. Hay estructuras originadas en un orden superior que actúan en uno 

inferior. A este fenómeno lo llamamos la regulación de los órdenes. 

 

Un primer ejemplo se refiere a la intervención del orden ético sobre el 

político. En la última posguerra, la Iglesia, instalada en el orden ético-religioso, 

decidió actuar en el orden político y con ese fin impulsó, en varios países, la 

creación de partidos políticos demócrata cristianos (cabe recordar que fueron esos 

partidos los que hace cincuenta años promovieron la creación de la Comunidad 

Económica Europea, que hoy culmina con la Unión Europea). En esas 

circunstancias, no aplicó la lógica de acción y el lenguaje de la Iglesia, que la 

hubiera llevado a redactar encíclicas o a pronunciar homilías o sermones, sino que 

utilizó la lógica, los instrumentos y el lenguaje del orden político, que actúa 

mediante los partidos políticos. 
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El segundo caso es la utilización de las empresas públicas como medio 

operativo de regular el mercado y acotar así al orden económico. Estas 

organizaciones son de naturaleza “mixta”, puesto que pertenecen al orden 

económico, pero su origen y vocación son políticas, y en algunos casos hacen la 

independencia misma de un país. Las reflexiones sobre las empresas públicas, su 

eventual efectividad o ineficiencia, según los casos, se enmarcan más en 

discusiones ideológicas sobre los límites del orden económico antes que sobre su 

bondad o maldad intrínseca.  

 

De modo análogo al ejemplo señalado de creación de partidos políticos, 

cuando el orden político decide intervenir en el económico, no realiza invocaciones 

morales o patrióticas para que los empresarios orienten de otro modo sus 

inversiones o disminuyan las ganancias, en el caso que así lo requiriera el bien 

común. En primer lugar, les fija límites mediante sus potestades institucionales; 

pero además, si lo considera necesario, crea empresas públicas, para que, dentro 

de la lógica de funcionamiento del orden económico, produzcan bienes y servicios 

requeridos por el interés general. Se trata de formas de regulación de la actividad 

económica que se ajustan a las pautas de funcionamiento propias del orden 

económico. 

 

Un ejemplo típico de esta actividad estatal es la creación de empresas 

públicas en los países desarrollados. El cuadro 5 muestra la propiedad pública 

referida a once actividades económicas en catorce países de altos ingresos, en el 

umbral de los años 1990. Después, se produjeron algunas privatizaciones; pero 

queda claro que el extraordinario crecimiento de estos países en los cuarenta y 

cinco años que siguieron a la guerra, se cumplió con un fuerte Estado empresario. 

Cuadro 5 

 Catorce países desarrollados: empresas públicas,  

  por servicio e industria, 1989 (en porcentajes del valor agregado) 
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 E

EE.UU. 

 

J

Japón 

A

Alema-

nia 

F

Fran-

cia 

I

Italia 

R

Reino 

Unido 

C

Cana-

dá 

A

Australia 

A

Austria 

B

Bélgi-

cca 

P

Países 

Bajos 

E

España 

S

Suecia 

S

Suiza 

Correo 9

         90 

1

  100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

Telecomu-

nicaciones 

0

0 

3

33 

1

100 

1

100 

1

100 

0

0 

2

25 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

5

50 

1

100 

1

100 

Electricidad 0

0 

0

0 

7

75 

1

100 

7

75 

1

100 

1

100 

1

100 

1

100 

2

  25 

   

75 

  

0 

   

50 

  

100 

Gas 0

0 

3

33 

5

50 

1

100 

1

100 

2

25 

0

0 

1

100 

1

100 

2

25 

7

75 

7

75 

1

100 

1

100 

Petróleo 2

25 

-

- 

0 

2

25 

1

100 

-

- 

2

25 

0

0 

0

0 

1

100 

-

- 

-

- 

-

- 

-

- 

-

- 

Carbón 0

0 

0

0 

5

0 

1

100 

-

- 

1

100 

0

0 

0

0 

1

100 

0

0 

-

- 

5

50 

-

- 

-

- 

Ferrocarriles 2

25 

 

2

25 

 

1

100 

 

1

100 

 

1

100 

 

1

100 

 

7

75 

 

1

100 

 

1

100 

 

1

100 

 

1

100 

 

1

100 

 

1

100 

 

1

100 

Transporte 

 aéreo  

 

0

0 

 

0

0 

 

5

100 

 

7

75 

 

1

100 

 

0

0 

 

7

75 

 

7

75 

 

1

100 

 

1

100 

 

7

75 

 

1

100 

 

6

50 

 

2

25 

Transporte 

por ruta 

0

0 

0 

 

0

0 

 

2

25 

 

5

50 

 

2

25 

 

0

0 

 

0

0 

0

0 

0 

 

1

100 

 

1

100 

 

5

50 

 

0

0 

 

2

25 

 

0

0 

Acero 0

0 

0

0 

0

20 

7

75 

7

75 

7

75 

0

0 

0

0 

1

100 

5

50 

2

15 

5

50 

7

75 

0

0 

Construc. 

navales 

 

0

0 

 

0

0 

 

2

25 

 

0

0 

 

7

75 

 

5

50 

0 

0

0 

 

-

11- 

 

-

- 

 

0

0 

 

-

- 

 

7

75 

 

7

75 

 

-

- 

Fuente: OECD Economic Surveys, France 1990/1991, Paris, 1991, pág. 79. 
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En el decenio de 1990, los países desarrollados y las agencias financieras 

internacionales impusieron una política de privatizaciones a los países 

subdesarrollados. Sin embargo, sólo la aplicaron muy parcialmente en sus propios 

territorios. En los 27 países miembros y asociados de la OCDE (que agrupa a los 

países desarrollados), en energía eléctrica, en 1995, existían 8 empresas públicas, 

13 mixtas y 1 privada; en transporte aéreo, en 1993, las empresas públicas eran 6, 

las mixtas 8 y las privadas 5; en telecomunicaciones, en 1997 había 15 empresas 

públicas, 7 mixtas y 3 privadas.163  

 

5. Conclusión 

 

En síntesis, vimos algunas políticas y medidas concretas adoptadas en 

otros países para suprimir o aliviar los pésimos que se generan cuando la política 

queda subordinada a la economía y la economía no reconoce fronteras. 

Señalamos también que, para su buen desenvolvimiento, la propia economía no 

puede obviar restricciones políticas. Si los límites políticos significan una sociedad 

más integrada, con mano de obra más calificada, con castigos a la especulación, 

una mejor distribución del ingreso que redunde en un mayor poder de compra 

interno de la masa de la población (versus un consumo elitista intensivo en 

importaciones) y menores índices de pobreza, la economía funciona sin poner en 

riesgo la totalidad del cuerpo social. 

 

El historiador Eric Hobsbawn plantea el problema en términos análogos: 

“Supongamos  

–sin que este sea un ejemplo fantástico– que persisten las actuales 

tendencias, y que se llega a unas economías en las cuales un cuarto de la 

población tiene un trabajo remunerado y los tres cuartos restantes no, pero que al 
                                            

163 Véase OCDE, Rapport de l’OCDE sur la réforme de la réglementation, Paris, 1997, vol. 2, págs. 36, 43 y 53. 
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cabo de veinte años esta economía produce una renta nacional per cápita dos 

veces mayor que antes. ¿Quién, de no ser la autoridad pública, podría y querría 

asegurar un mínimo de renta y de bienestar para todo el mundo, contrarrestando 

la tendencia hacia la desigualdad tan visible en las décadas de crisis? A juzgar por 

la experiencia de los años setenta y ochenta, ese alguien no sería el mercado. Si 

estas décadas demostraron algo, fue que el principal problema del mundo, y por 

supuesto del mundo desarrollado, no era cómo multiplicar la riqueza de las 

naciones, sino cómo distribuirla en beneficio de sus habitantes. Esto fue así 

incluso en los países pobres ‘en desarrollo’ que necesitaban un mayor crecimiento 

económico. (...) La distribución social y no el crecimiento es lo que dominará las 

políticas del nuevo milenio. Para detener la inminente crisis ecológica es 

imprescindible que el mercado no se ocupe de asignar los recursos o, al menos, 

que se limiten tajantemente las asignaciones del mercado. De una manera o de 

otra, el destino de la humanidad en el nuevo milenio dependerá de la restauración 

de las autoridades públicas”.164 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

                                            
164 Eric Hobsbawn, Historia del Siglo XX, Crítica Grijalbo Mondadori, Barcelona, 1995, págs. 569 y 570. 
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Capitulo 6 

 

La acción: entre utopía y realismo 

 

“Si la ciencia política debe evitar el peligro de la 

sobreabstracción y la indiferencia a las realidades del 

mundo político, debe abarcar e interpretar las 

actividades políticas, las instituciones y las doctrinas 

como realidades políticas; en síntesis, debe contar con 

un método científico realista”. (Hermann Heller, 

“Political science”, en Encyclopaedia of the Social 

Sciences, op. cit., vol. 12, pág. 213). 

   

Más allá de las posiciones idealistas, en el mejor sentido de la palabra, la 

acción política es un ejercicio posible en la realidad. En una entrevista sobre su 

política argelina, el general De Gaulle habló de la nostalgia de la navegación a 

vela, los peligros del mar, del encanto de las lámparas de aceite... Pero concluía: 

“No hay política que valga fuera de la realidad”. Este es el sentido del acápite de 

Hermann Heller, cuando habla de un método científico realista.  

 

Sin entrar en una discusión epistemológica sobre las categorías de análisis 

que empleamos, creemos haber establecido, a lo largo de este libro, algunas 

pautas para entender la política de manera rigurosa y realista. 

 

Partimos de la jerarquía entre los órdenes sociales, cuya alteración origina 

insensateces, que a su vez provocan pésimos. En muchos casos, esta ha sido la 

causa de catástrofes históricas. Ese planteo estratégico se completa con una 

orientación táctica: el eje de la acción se articula sobre la lucha contra los 
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pésimos, basada en una voluntad definida y concreta; y no en la esperanza difusa 

de acceder a un óptimo que siempre se posterga para un futuro indefinido.  

 

Llegados a este punto, la pregunta es casi obvia: ¿entonces, qué hay que 

hacer? El diseño de la acción futura es el tema de este capítulo. Partimos de un 

análisis de la utopía, que puede ser valiosa en su versión literaria, pero que 

cuando se convierte en un programa político se vuelve incongruente: si por 

definición es irrealizable, no puede guiar la acción. Además, beneficia a los 

usufructuarios de los beneficios actuales. ¿Qué más puede querer el 

establishment sino que los reclamos se diluyan en el logro de lo inalcanzable, en 

lugar de concentrarse en la lucha concreta contra los pésimos que degradan la 

realidad de hoy?  

 

Frente a esta ilusión de lo óptimo –que a menudo sirve para legitimar lo 

pésimo–   planteamos la necesidad de un realismo político, que le dé forma de 

proyecto político a las luchas por una sociedad mejor, que comienza por un 

combate contra los pésimos. Pero para verificar, enriquecer, o crear las 

condiciones para esta lucha, es preciso analizar la situación social, política y 

económica, en especial las relaciones de poder existentes. Estas “luces verdes, 

amarillas o rojas”, que son otros tantos ejes de acción, residen, ante todo, en una 

correcta apreciación sobre la posibilidad de los cambios; después, en la existencia 

o desarrollo de una conciencia social que legitime y respalde las transformaciones; 

luego, en la voluntad política para combatir los pésimos; y, por último, en una 

cantidad suficiente de poder político que otorgue iniciativa y margen de maniobra.  

 

Este capítulo se referirá a la utopía de lo óptimo, al realismo político y a los 

requisitos necesarios para enfrentar a los pésimos. 
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I. La utopía de lo óptimo 

 

1. El concepto de utopía 

 

En el lenguaje corriente se llama utópicos a quienes están empeñados en la 

búsqueda de sociedades mejores, aunque no sean viables en el momento en el 

que se enuncian. En el concepto que recoge el diccionario, utopía es el “plan, 

proyecto, doctrina o sistema halagüeño pero irrealizable”. Dentro de esta definición 

general resultan englobados los utopistas literarios y los políticos. Para no 

confundir el análisis, es indispensable separar estas categorías. 

 

Los utopistas literarios suelen ser personas o grupos idealistas que tratan 

de contradecir las injusticias existentes mediante la descripción de sociedades 

mejores; ilustran su crítica con el contraste entre una realidad decepcionante y un 

futuro feliz. A su vez, los utopistas políticos proponen para el presente soluciones 

óptimas que llevan a la felicidad, pero que son inviables. De allí que en un juicio 

crítico acerca de la función política de las utopías, no pueda englobarse a todas en 

el mismo bolso. 

 

 Durante varios lustros, en ciertos círculos sociales latinoamericanos, se 

adoptó la figura de la utopía, así como se ensalzó la figura del utópico, o utopista, 

en general identificado como un militante social de un fuerte grado de compromiso 

y de alto nivel intelectual. Creemos que la eventual actualidad de la “utopía” y su 

lugar en el pensamiento contemporáneo merece algunos párrafos en el contexto 

de esta obra. 

 

 En efecto, pocas ideas son tan atrayentes como la de la utopía. Aún 

resuenan en ella los ecos de viajes lejanos, como en Tomás Moro, de ciudades 



208 
 

perfectas, como en Platón, o celestes, como en San Agustín; Ciudades del sol, 

eldorados sociales, las utopías ejercen una atracción que se asemeja al canto de 

las sirenas y que puede ser tan peligrosa como ellas. Más allá de los intentos y 

escritos utópicos que abundan en la historia, hay tres momentos que se 

caracterizaron por una fuerte actividad intelectual sobre el concepto de utopía: el 

Renacimiento, el momento posterior a la Revolución Francesa y la última 

posguerra. Sin pretender realizar un análisis pormenorizado, parece necesario 

detenerse un momento sobre el sueño de lo óptimo que son las utopías. 

 

Arnhelm Neusüss intenta una delimitación de la idea de utopía. Señala que 

se “distinguen tres variantes del concepto: en primer lugar aquella que establece 

como criterio de lo utópico a una serie de características formales que se dan en 

fenómenos literarios; en segundo lugar, aquella que señala como utópica una 

determinada y antigua fase del pensamiento sociológico, caracterizada por 

métodos precientíficos; y finalmente, aquella que desearía denominar utópicas a 

ciertas intenciones relacionadas con la orientación de la convivencia social”.165 

Exploremos un poco más estas pistas.  

     

2. La utopía literaria: entre modelos de sociedad y viajes exóticos.  

 

Tal vez la obra más completa que pueda informarnos sobre la naturaleza de 

la utopía literaria sea el trabajo de Raymond Trousson, Historia de la literatura 

utópica, viajes a países inexistentes, publicado en español por la editorial 

Península, en 1995. En una obra que combina recopilación, análisis y crítica, 

Trousson censa 212 utopías desde 1516 hasta 1971. Señala el autor que la utopía 

es un género que ha sido estudiado antes que definido, lo que contribuye, en gran 

medida, a equívocos y errores en su análisis; así, de una relación literaria, 

                                            
165 Arnhem Neusüss, Utopía, Barral Editores, Barcelona, 1971, pág 14 (primera edición en alemán en 1968). 
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producida y considerada como tal desde sus orígenes hasta la Revolución 

Francesa, la utopía se convierte en una categoría de análisis sociológico.  

 

Karl Mannheim también releva que el género utópico empezó primero como 

actividad literaria, en la que se presenta una sociedad ideal, en un lugar remoto, 

cuyo funcionamiento social es perfecto. Mannheim nota, además, que las 

construcciones intelectuales de Moro (Utopía) y de Bacon (Nueva Atlantis) tienen 

fuertes reminiscencias del pasado. En el primer caso, la crítica social se tiñe de 

nostalgia medieval y, en el segundo, se combina el liberalismo en las ciencias con 

el autoritarismo político.166 De toda la producción de la época, Mannheim rescata 

The common-wealth of Oceana (1656), una obra de James Harrington que inspiró 

a los constitucionalistas norteamericanos, tiempo más tarde. Es de notar que este 

último trabajo, el único que parece haber logrado cierto impacto en la realidad 

política, no siempre es considerado como el modelo del género, sino como un 

disfraz, apenas velado, de la Inglaterra de Cromwell; una obra política proclamada 

como utopía con el solo fin de asegurar la permanencia entre los hombros de la 

cabeza de su autor. 

 

En un sentido más literario, podemos rescatar a Gargantúa y Pantagruel 

(1532-1534), de François Rabelais. Lejano antepasado de lo que consideraríamos 

hoy el cuento fantástico, se encuentra en Rabelais la descripción de un lugar ideal, 

la Abadía de Thélème. Allí, el lema es “haz lo que quieras” (en vez del “haz lo que 

debes”), apotegma que es seguido con entusiasmo por los habitantes de la 

Abadía. Allí, el mensaje puede ser considerado como más global y menos preciso 

que en el caso de la crítica política. Frente a una realidad signada por la violencia 

política y religiosa como fue el siglo XVI en Europa, Rabelais expresa una visión 

idealista, en contraste con su tiempo, pero no existe una articulación entre el relato 

literario y la propuesta política inmediata.  

 
                                            

166Véase Karl Mannheim, “Utopia”, en la Encyclopaedia of the Social Sciences, op. cit. vol. 15, pág. 200.  
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Por último, notemos que el siglo XX ha producido antiutopías, que llamamos 

de ese modo no porque refuercen el carácter idealista de las sociedades, sino 

porque exacerban los aspectos negativos. Las más conocidas en el ámbito 

literario son 1984, de Orwell, Farenheit 451, de Bradbury y Un Mundo Feliz, de 

Huxley. En el plano cinematográfico, existe la notable adaptación de Farenheit, así 

como la película Brazil, de Terry Gilliam. Estas “utopías pesimistas” trabajan con el 

desarrollo de algunas características negativas de la sociedad, ya sea en sistemas 

socialistas o capitalistas, para llevarlas al absurdo. 

 

3. La utopía como modelo político 

 

La utopía como modelo político es un concepto que aparece con fuerza 

después de la Revolución Francesa y el Imperio Napoleónico, en particular a 

través de las personalidades de Saint-Simon y de Fourier. Es el momento político 

de la Restauración, varios años de oscuridad después de la experiencia 

revolucionaria, en donde se trata de restablecer en Francia, en Europa, el 

absolutismo del Antiguo Régimen. Sin embargo, desde el punto de vista político, 

es una época de reformulaciones, donde se plantan las semillas de las corrientes 

de pensamiento que van a marcar el siglo XIX y gran parte del XX: nacionalismo, 

liberalismo, socialismo, reacción.  

 

Lo interesante de estas experiencias reside en el hecho de que la 

teorización va acompañada por experimentaciones sociales en pequeña escala; 

allí están los falansterios, con su vida reglamentada, solidaria y hasta 

extravagante. Cabe destacar varias características de estas experiencias utópicas. 

Si bien existe una fuerte solidaridad y un concepto muy anclado en la igualdad, 

aun si se pretende aprovechar las pasiones humanas en vez de reprimirlas, como 

en Fourier, se trata de experimentos que requieren un poder centralizado y que no 

admiten el disenso interno.  
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Tal vez a partir de esos escritos, la utopía pasa a ser considerada como una 

construcción teórica de lo que debe ser la sociedad ideal, más que como una 

producción de exclusivo valor literario; porque las transformaciones económicas y 

políticas que desembocaron en las revoluciones burguesas, anota Karl Mannheim, 

“encontraron su natural expresión en la sucesión de heterogéneas utopías 

modeladas según el trabajo de los primeros humanistas”.167  

 

Los trabajos de Morelly, Babeuf, Saint-Simon, Fourier y Owen, fueron más 

tarde criticados con severidad por Engels, para quien la utopía es una ingenuidad 

de burgueses con buena voluntad, que creen poder alcanzar un estado social 

perfecto a través del predicamento de ideas abstractas. La crítica principal de 

Engels en su libro Del socialismo utópico al socialismo científico, radica en el 

hecho de que los utópicos elaboran teorizaciones sobre la mejor sociedad posible, 

pero sin contribuir de manera directa a la lucha política. Engels no hubiera 

renegado entonces de los jesuitas, que establecieron un régimen de misiones 

durante los siglos XVII y XVIII; con todas las limitaciones del caso, esos 

sacerdotes prefirieron construir en la realidad una sociedad con pautas diferentes, 

antes que escribir sobre la sociedad ideal mientras los guaraníes eran tratados 

como esclavos. 

 

4. Crítica de la utopía  

 

Karl Mannheim considera que las estructuras de pensamiento utópicas son 

“todos aquellos procesos mentales que no reciben sus impulsos directamente de 

la realidad social, sino que los perciben de imágenes, manifestadas en símbolos, 

fantasías, sueños, ideas y similares, que en el sentido más amplio de la palabra 

no-existen”. Sostiene que desde un punto de vista sociológico, estas 

                                            
167 Ibid. pág. 201. 
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construcciones mentales puede asumir dos formas: son “ideológicas” cuando 

sirven el propósito de sostener al orden existente; son “utopías” si persiguen el 

cambio social.168  

 

El mecanismo de construcción utópica es el mismo, ya se trate de las 

elucubraciones dominantes o revolucionarias. Se toman aspectos positivos o 

negativos de cada situación social y se los aumenta en proporciones 

desmesuradas. Así, nos encontramos en las antiutopías en medio de sociedades 

invadidas por la represión y la miseria, social o personal. Lo interesante es que 

hay vastos sectores similares a las utopías clásicas. En ambos casos, nos 

enfrentamos a sociedades conformistas; impera un régimen político que no admite 

disenso ni crítica, ya sea porque la felicidad social está alcanzada, como en las 

utopías positivas, ya sea porque hay una maquinaria represiva de tan perfecto 

funcionamiento que evita toda oposición. Muestran sociedades uniformes en el 

pensamiento, reduccionistas, que subliman la inteligencia profunda del hombre en 

doctrinas fijadas o en el consumismo. 

 

Réné Le Senne, en su Traité de Morale Générale,169 analiza la utopía desde 

su intencionalidad y completa el análisis sobre los mecanismos utópicos. Existe 

una función de catarsis, en el sentido que el autor obvia los aspectos 

desagradables de la realidad para la construcción de su utopía, y desde ese 

momento, el relato se encuentra inscripto en una voluntad más estética que ética, 

por ser sólo ideal, separada de su realidad. Así, se llega a construir una ficción 

alejada de las relaciones de poder reales en lo geográfico, en lo temporal y en lo 

político; se rompe la continuidad entre el mundo real y el de la utopía.  

 

 

                                            
168 Ibid., pág. 201. 
169 Réné Le Senne, Traité de Morale Générale, Presses Universitaires de France, Paris, 1949, págs. 707 y 708 (primera 
edición en 1942). 
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5. ¿Utópicos en el poder? 

 

En la vida política, en la realidad del problema del poder, los militantes de lo 

óptimo suelen implantar regímenes represivos, que en ciertos casos son 

sangrientos, porque el mecanismo de la utopía actúa entonces como coartada del 

más noble idealismo; quienes están seguros de tener la verdad absoluta suelen no 

aceptar restricciones humanitarias. La ferocidad de las guerras de religión muestra 

hasta qué extremos pueden llegar quienes obran en nombre de la “verdad 

revelada”. “¡Cuánta utopía en Pol-Pot!”, exclama Comte-Sponville.170 El problema 

del pensamiento utópico-fundamentalista reside en la traslación de la finalidad 

política al campo de la trascendencia metafísica. De tal modo, algo ilusorio (un 

óptimo, utópico o ideológico) es creído por bastante gente como la verdad 

revelada, como un fin para llegar al cual los medios no importan. Si soy dueño de 

la verdad, ¿qué importa un centenar-millar-millón de vidas menos? Por lo demás, 

este tipo de ideologías tiene la ventaja de designar a los herejes como los 

culpables de todos los males.  

 

En lo económico se procede con análogo fundamentalismo. Un ejemplo es 

la actual política económica neoliberal, cuyo funcionamiento utópico sostiene que 

en una primera etapa, la presente, habrá sacrificios para la mayoría. Después, en 

un futuro indefinido, los beneficios de los privilegiados se derramarán sobre los de 

abajo. El concepto es simple y funciona como argumento ideológico: a cambio de 

una ilusión de mejoramiento futuro, lo peor se acentuará para casi todos.  

 

Encantadora perspectiva, si no fuera que lo único que se vive es lo 

inmediato. La gramática es reacia a las mentiras: se vive en presente indicativo, 

no en futuro indefinido. De nada valen las disquisiciones sobre cómo deberá ser la 

                                            
170 André Comte-Sponville, op. cit., pág. 148. 
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sociedad del futuro, para pueblos que se desintegran y se están quedando sin 

país.  

Otra categoría de utópicos en el poder es la de quienes no creen en las 

utopías que proclaman, pero las utilizan como un ejercicio retórico donde el futuro 

ideal sirve para legitimar lo pésimo de hoy.Tal vez, este sea el momento de 

recordar aquella frase de un político francés que con gran cinismo y total 

pertinencia, afirmaba que las promesas electorales sólo comprometen a quienes 

las escuchan. 

 

El mecanismo operativo de la utopía neoliberal es el siguiente: se invoca la 

existencia de errores sociales –políticas en esencia populares, por ejemplo–, que 

provocaron distorsiones inaceptables para el orden económico. Luego viene la 

etapa presente, que es la del sacrificio, en la que una mayoría debe sufrir, para 

beneficiarse con la prosperidad en un futuro indefinido. Se actúa sin 

discriminaciones (la receta es la misma para Bulgaria, México o Guinea) y con 

crueldad (no importa quiénes sufran, porque al final todos serán beneficiados). 

Culpabilidad colectiva –inventada–, sacrificios reales y promesas de “Primer 

Mundo”. Esta tesis, que es en esencia perversa puesto que se asienta sobre las 

desgracias de la mayoría para adjudicarle la culpa de las crisis e imponer paraísos 

artificiales, no es ni siquiera original. En la Francia de 1940, el mariscal Pétain 

prometía recuperar la grandeza nacional, a la vez que fundamentaba su política de 

colaboración con los alemanes en las supuestas culpas que debía pagar el pueblo 

francés por las importantes reformas sociales conseguidas por el Frente Popular 

en 1936.  

 

Hoy, en todo el continente, y en especial en la Argentina, se trata de 

convencer al desocupado que la pérdida de su puesto de trabajo se debe a su 

incapacidad de adaptación (¿diríamos a su obsolescencia?) y a la “fiesta 

populista” de medio siglo atrás (que estableció molestos derechos laborales) más 

que a una política económica que castiga a la producción nacional y premia la 
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búsqueda desenfrenada de ganancia financiera. Todo ello en nombre del 

mercado, entendido como teología. 

 

6. Conclusiones sobre la utopía. 

 

6.1. La utopía literaria 

 

El discurso utópico, en su versión clásica, se presenta pues como el relato 

crítico de una situación política y social dada. Se comprende que tal disfraz 

ideológico es necesario, de momento que la integridad física del autor puede 

peligrar. Una buena ilustración del espíritu de la utopía clásica puede residir en el 

lema de René Descartes: Larvatus Prodeo (avanzo enmascarado). 

 

Es indudable que varias obras utópicas contienen un valor literario 

intrínseco, como en Rabelais, o nos muestran el imaginario de sociedades 

pasadas, las ambiciones proclamadas y los deseos ocultos de otras épocas, como 

en Morelly o Restif de la Bretonne. Cuando la utopía pasa a presentarse como 

proyecto político es cuando comienza el equívoco, aumentado en nuestros 

tiempos por un aura de romanticismo, de desinterés, que reside en la idea de la 

utopía.  

 

6.2. La utopía política 

 

Puede ser noble inspirarse en utopías, pero es un grueso error 

trasplantarlas a la realidad política. Si se admite que la utopía es por esencia 

irrealizable, pertenece al mundo de las ideas; podrá ser ilustrativo y aún crítico de 

las sociedades actuales, pero no puede ser un programa político realizable. Si la 

utopía es realizable, deja de ser utopía.  
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Proclamarse utópico como manera de desprecio a las torpezas actuales 

que encontramos a diario en la política, en la economía, en la cultura, no deja de 

ser una actitud intelectual interesante, fuera del ámbito político. Es una intención 

estética, no moral. Porque si una de las funciones fundamentales del ámbito moral 

es la discusión sobre la finalidad del poder, emplazarse en la utopía es sentarse 

sobre una hermosa alfombra a la espera que levante vuelo y nos lleve a la orilla 

del paraíso. Ello no obsta a que la utopía como género literario tenga un gran 

valor, a modo de “advertencia y llamamiento a la razón contra el mito del 

seudoprogreso y de la industrialización a ultranza”,171 entendidos como 

expresiones de un orden sin límites.  

 

Creer en las utopías como estilos políticos valederos es hacer un menudo 

regalo a los verdaderos detentadores del poder, puesto que temen más los 

proyectos alternativos con asidero en los problemas de la realidad, es decir, en lo 

pésimo de cada situación social, antes que las elaboraciones teóricas demasiado 

fáciles de descartar. Si la propuesta es utópica, ¿para qué seguir si, por definición, 

es irrealizable? 

 

En el reino de lo imaginario, el establishment lo permite todo; en cambio si 

la propuesta tiende a alterar ahora la estructura del poder real en la sociedad, 

entonces se transforma en peligrosa. Nada impide imaginar espléndidas 

sociedades, instalados desde la poesía, la prosa o el cine; pero la acción política 

debe proponer alternativas basadas en la realidad. La lucha contra lo pésimo es 

una realidad concreta, que supone una visión incremental de la acción política. 

Señala un camino inmediato, articulado con la realidad. 

 

                                            
171 Raymond Trousson, Historia de la literatura utópica, viajes a países inexistentes, Península, 1995, pág.14 (primera 
edición en francés en 1979). 
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Por el contrario, creemos que no se debe apelar a la utopía, que es in fine, 

un producto de la imaginación inspirado en la realidad, muchas veces con las 

mejores intenciones, sino analizar los alcances y los límites del discurso 

dominante. Así podrá vislumbrarse que tal vez los utópicos más descabellados no 

se encuentren en algún bar de bohemios sino en los despachos ministeriales, en 

las gerencias financieras o atrás de sendas siglas multilaterales; y éstos, con una 

peligrosa proclividad fundamentalista.  

 

Spinoza decía que “los filósofos cuando intervenían en política no 

concebían a los hombres como son, sino como ellos quieren que sean. También, 

en lugar de una ética, a menudo han escrito una sátira; en cuanto a su doctrina 

política, es siempre inaplicable, evoca una suerte de quimera –a menos que no 

sea destinada al país de Utopía, o al siglo poético de la Edad de Oro, es decir al 

lugar y al tiempo precisamente donde no es necesaria”. 172  

 

Esto no quiere decir que haya que abandonar los programas políticos, 

económicos y sociales de largo plazo, que sirven para señalar el rumbo. Pero 

deben conservar, imperiosamente, el carácter de proyectos, nunca caer en la 

utopía; al menos si se desea permanecer en la esfera de la realidad política. 

Tampoco puede identificarse lo “hard” con lo utópico y lo “soft” con el realismo 

político. No sostenemos que haya que abandonar la lucha por la libertad política y 

la justicia social; y nos parece deprimente que grupos políticos renuncien a sus 

antiguos ideales y rivalicen por ser los gerentes del poder económico vigente, todo 

en nombre de un pretendido realismo político. Llegaríamos así a la situación de 

decisores políticos que reivindican a la utopía como un marco general, pero que 

actúan en lo cotidiano según los cánones dominantes. Consuman la entrega, pero 

con buena conciencia. 

 

                                            
172 Baruj Spinoza, Tratado de la autoridad política, cap. 1, 1. 
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Si la existencia de utopías literarias o acaso personales como la poesía, 

contribuyen al engrandecimiento de la sociedad y de la cultura, las utopías 

políticas nos sitúan de lleno en un campo peligroso. No es fácil argumentar que la 

utopía política es una trampa, cuando tantos abnegados militantes han dejado 

hasta la vida en pos de tal idea; pero es urgente comprender cuál es la 

consecuencia real de la utopía, su articulación con un discurso de lo óptimo a la 

vez que su funcionamiento, con frecuencia totalitario.  

 

En conclusión, queremos decir que la utopía es un modelo válido sólo en el 

campo de la literatura. En lo que hace a la política, plantear utopías es un error, 

aún desde el romanticismo; es una estafa intelectual, si se pretende con esa 

utopía mostrar los brillos del futuro y apagar los reclamos del presente. En todos 

los casos, no sirve arroparse en lo inexistente, aunque sea perfecto, sino entrar en 

la propia época, o, al decir de Comte- Sponville, inventar una nueva fidelidad a los 

valores permanentes. 

 

 

II. El realismo político 

 

Frente a la política de lo óptimo, que preconiza lo irrealizable y siempre lo 

posterga para el futuro, surge el realismo político. Así como aclaramos qué 

entendemos por utopía, debemos puntualizar qué es –y qué no es– el realismo 

político.  

 

No nos proponemos analizar el significado filosófico del realismo, sino sólo 

ubicar el tema, que tiene tres significaciones. La primera es la actitud que “se 

atiene a los hechos tal como son, sin pretender sobreponerles interpretaciones 

que los falsean o sin aspirar a violentarlos por medio de los propios deseos”. El 

segundo significado es el que durante la Edad Media sostenía la existencia 
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objetiva de los universales (nociones genéricas, ideas y entidades abstractas), 

equivale a idealismo y se enfrenta al nominalismo. En una tercera acepción, el 

realismo se opone al idealismo en la teoría del conocimiento o la metafísica.173  

 

El realismo político pertenece a la primera de estas categorías y se refiere 

sobre todo a la forma de conocer la realidad y de actuar. Se manifiesta en 

diferentes planos: el conceptual, el del método y el de la acción.  

 

En lo conceptual se suele denigrar al realismo político, al que se le atribuye 

una carga de conformismo y de oportunismo. Es un grueso error. Ser realista no 

significa aceptar lo que hay como si fuera lo único posible, como un dato 

inmodificable; esta visión es falsa,  

porque niega la historia y desvirtúa al realismo. Este concepto es, en 

nuestra argumentación, mucho más simple: consiste en darse cuenta de la 

realidad tal cual es, sin anteojeras ideológicas, como la utopía, ni conceptos 

metafísicos, como la fe neoliberal. El conocimiento de una situación no supone su 

aceptación, así como la ignorancia no implica sentido crítico. Un ejemplo muy 

doloroso nos recuerda que la defensa de los derechos humanos en la Argentina, 

durante el último gobierno militar, requería darse cuenta de la realidad de la 

desaparición de personas, y no encubrirla con la fantasía de “los argentinos somos 

derechos y humanos”.  

 

El realismo político se opone a la fuga hacia adelante que significa la utopía 

si se la esgrime como programa político; es lo que ocurre, por ejemplo, cuando la 

utopía neoliberal sostiene que “no importa que gran parte de la población tenga 

graves problemas de ocupación, porque en los próximos diez años nuestra tasa 

de crecimiento será muy alta; no importa el déficit de la balanza de comercio 

                                            
173 Véase José Ferrater Mora, op.cit.,  tomo II, págs. 538 y ss. 
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exterior, porque se ajusta de modo automático”, además de otros argumentos 

ideológicos y autojustificativos parecidos.  

 

Si no se tiene el poder necesario para influir en los acontecimientos, el 

realismo político sirve como instrumento para cumplir con una etapa fundamental, 

que es la de conocer y entender la realidad. Cuando no se puede transformar al 

mundo, interpretarlo puede ser un camino válido, puesto que el punto de partida 

de toda acción política es la realidad, no la fantasía. 

 

En cuanto al método, el realismo político se basa en un conocimiento lo 

más exacto posible de la realidad y considera a todos los factores que intervienen 

en la ejecución de los actos políticos, desde la naturaleza humana hasta la política 

internacional, pasando por los individuos, la familia, las clases sociales, los 

partidos políticos y otras instituciones. Con ese análisis no se limitan a priori las 

aspiraciones, sino que se calibran las restricciones; por ejemplo, desde nuestra 

perspectiva corresponde examinar cuáles son los pésimos que impiden el logro de 

ciertos objetivos y organizar la lucha contra ellos, aun a pequeña escala. 

 

Cuando se ejecutan planes de acción realistas, se aplican procedimientos 

racionales para prever su viabilidad y consecuencias. Primero, se fijan los 

objetivos a alcanzar de acuerdo con una escala de prioridades; después se 

procura que concuerden los costos estimados con los recursos disponibles; en 

seguida, se evalúan los posibles resultados de las acciones propuestas, en 

términos físicos, sociales, políticos y culturales. El conocimiento de la realidad y el 

establecimiento de la estrategia son procesos dinámicos, en interacción constante 

con la estructura social, en base al rigor técnico con el que se trabaja.174 En 

síntesis, el político realista aplica una técnica de ejecución que ha prestado 

grandes servicios a la humanidad, que se llama planificación. Uno de los más 

                                            
174 Véase Oscar Varsavsky, Proyectos nacionales, Ediciones Periferia, Buenos Aires, 1971. 



221 
 

lúcidos analistas políticos argentinos, el doctor Carlos M. Vilas, recuerda que el 

Estado de bienestar y la planificación fueron los instrumentos con los que mejor se 

repartieron las proteínas en América Latina. 

 

En una etapa diferente, para evaluar el resultado de políticas, el análisis 

realista observa los hechos, el impacto sobre la población, en particular si le dieron 

mayor bienestar y libertad de acción a los grupos involucrados y si fortalecieron a 

la sociedad y a la Nación. Le importa más saber qué pasó con los objetivos de 

fondo, no tanto lo que ocurrió con los instrumentos. En este punto se marca una 

diferencia sustancial con los neoliberales, genuinos y tristes utópicos, que sólo se 

ocupan de los instrumentos, a los que confieren jerarquía de objetivos. 

 

Una característica importante del realismo político radica en el modo de 

actuar de quienes lo practican. Saben que la realidad con la que se enfrentan es 

dura y deben realizar un análisis descarnado. “No nos contemos historias. La 

política no es el reino del Bien, ni de la Idea, ni de la Razón. Es el reino de la 

fuerza y de las relaciones de fuerza, de los intereses y de los conflictos de 

intereses. ¿Entonces es necesario renunciar a la justicia? No, en absoluto. Es 

necesario comprender que ella no está jamás dada, jamás garantizada, y por eso 

siempre debe ser hecha o rehecha”.175  

 

El deber moral de lograr la justicia pone a los hombres en una encrucijada, 

con tensiones contrapuestas. “El realismo, pensamiento político clásico de 

Occidente, cuyos elementos constructivos provienen de la religión de Israel, de la 

antropología filosófica griega y de la filosofía jurídica romana, considera que el 

hombre es un ser en distensión permanente entre los requerimientos de sus 

                                            
175 André Comte-Sponville, “Le philosophe et le politique”, en André Comte-Sponville y Luc Ferry, La 

sagesse des modernes, Robert Laffont, Paris, 1998, pág. 466.  
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pasiones egoístas y los imperativos de la conciencia que le señalan el bien que 

debe perseguir con su obrar social”.176 

 

El antídoto contra los programas políticos utópicos es el realismo político, 

que en modo alguno excluye el combate por un mundo mejor; pero le da la forma 

y la sustancia de proyecto realizable. 

 

 

III 

Entender la política, enfrentar a los pésimos 

 

1. Los pésimos y su entorno 

 

En la perspectiva de encarar políticas alternativas, los pésimos a combatir 

son las consecuencias concretas de las insensateces cometidas. Las necedades 

históricas no son gratuitas ni de corto plazo. En el presente se paga un alto precio 

por ellas; y en el largo plazo pueden llenar de frustraciones la vida de quienes 

todavía no habían nacido cuando se perpetraron las torpezas. De tal modo, no 

deben ahorrarse esfuerzos para atacar a los pésimos que sufrimos ahora.  

 

En la crítica de la utopía, señalamos que su principal defecto es elaborar 

acciones desde la imaginación y no en base al conocimiento; la utopía actúa sobre 

la esperanza, no sobre la voluntad. Las medidas eficaces de combate contra los 

pésimos son la antítesis de una fantasía, sea festiva, abnegada o masoquista. 

Tampoco surgen de la nada: obedecen a una situación creada y para dar la batalla 

con algunas chances de éxito, deben cumplirse ciertas condiciones, como 

veremos ahora. 
                                            

176Arturo Enrique Sampay, Las inflaciones en nuestra época, Ediciones Politeia, Buenos Aires, 1958, pág. 8.  
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Hemos sido cuidadosos en no proponer planes alternativos, cuya 

elaboración no es un trabajo abstracto, sino que es el resultado de la situación 

vigente en el instante en que se aplican y, en especial, de la relación de fuerzas 

vigente en ese momento. En cambio, hemos resumido programas o medidas 

concretas exitosos, elaborados en otros países para combatir algunos pésimos 

existentes en esas sociedades. Por supuesto, no recomendamos trasplantes, sino 

que procuramos mostrar que los cambios son posibles y que cuando existe 

conciencia social, voluntad y poder políticos, pueden ejecutarse políticas 

diferentes a las neoliberales, que favorezcan a la nación y a su pueblo. A 

continuación nos referiremos a estos requisitos. 

 

2. Posibilidad de los cambios 

 

2.1. La inmovilidad y los cambios 

 

Para quien estudia la historia de los cambios de civilización, no deja de ser 

sorprendente que los obstáculos frente a las mutaciones culturales, políticas, 

económicas y sociales se repitan con el correr de los siglos. La incredulidad de las 

elites políticas y de los grupos económicos dominantes, es una constante que se 

manifiesta en el cuestionamiento permanente acerca de cualquier posibilidad de 

cambio; confían su permanencia en el poder a la inercia o al miedo al futuro. En 

lugar de instrumentar las transformaciones e intentar conducirlas, se aferran a la 

inmovilidad (los grupos más inteligentes, con una técnica gatopardista). 

 

A falta de concepciones teóricas elaboradas, junto con la carencia de 

argumentos racionales para asentar su primacía, el neoliberalismo dominante 

hace de la imposibilidad del cambio el único pilar de su permanencia. El discurso 

hegemónico repite, de manera incansable, que todo cambio es irreal, que el 



224 
 

mundo ha entrado, de una vez y para siempre, en la era del capitalismo neoliberal, 

que toda crítica es absurda si no se acompaña de propuestas (y cuando éstas son 

presentadas, son ignoradas o desestimadas con rapidez), que las alternativas son 

irrelevantes, que están condenadas al fracaso las políticas que no otorguen a los 

grupos dominantes licencia para saquear. Como el hombre primitivo adoraba lo 

que no podía entender, la globalización se impone como un credo sin análisis. Por 

ello, trataremos ahora de estudiar la probabilidad y la viabilidad de una evolución 

sustancial.  

 

La historia es una muestra de cambios sucesivos: parece ocioso referirse a 

la caída de imperios y a la desaparición de sistemas económicos. Sin embargo, es 

necesario repetir a fines del siglo XX lo que hace cincuenta años era una 

evidencia, sintetizada en la frase de Paul Valéry al señalar que “nosotros, 

civilizaciones, sabemos ahora que somos mortales”. En un recuento limitado a 

Occidente, entre otros, sucesivamente triunfaron y se desmembraron o cayeron el 

Imperio de Roma, los reinos bárbaros, el Imperio Bizantino, las conquistas árabes, 

el Sacro Imperio Romano Germánico, las monarquías europeas, el Imperio 

Español, el Imperio Napoleónico, el Imperio de Austria, el Imperio Ruso, el Imperio 

Británico; entre nosotros, se deshicieron los imperios inca y azteca. Muchos de 

ellos se creyeron eternos, pero la historia transcurría y los sueños de perpetuación 

se desvanecían.  

 

En el ámbito de los modos de producción, tuvieron su esplendor y 

transformación la esclavitud, las formas medievales, el capitalismo de los burgos, 

los capitalismos nacionales y el comunismo del Este europeo. También las fuerzas 

productivas han cambiado a través de la historia y con ellas variaron las distintas 

organizaciones sociales y de la producción. En el ejemplo clásico, la organización 

de la sociedad basada en el trabajo esclavo no podía ser la misma de la sociedad 

de la máquina a vapor.  
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A su vez, los cambios sociales también influyen sobre los modos de 

producción. Por ejemplo, cuando la demanda de bienes manufacturados se vuelve 

más sofisticada, la fabricación en series grandes, típica del fordismo, pierde 

efectividad y tiende a ser complementada o reemplazada por formas de 

producción flexibles, de productos diversificados y de mejor calidad. Esas formas 

productivas necesitan una mayor calificación y polivalencia de la mano de obra, 

una descentralización de las decisiones y nuevas formas de difusión del progreso 

técnico. Son compatibles con un menor tamaño de las empresas y se favorecen 

por el uso de bienes de capital adaptables. Requieren de nuevas formas de 

organización y coordinación, como redes de subcontratistas y relaciones salariales 

más participativas.177 Así, más que una causalidad unilateral, hay una interrelación 

entre fuerzas productivas y relaciones sociales: determinados cambios sociales 

generan la necesidad de nuevas formas productivas que, a su vez, reclaman 

nuevas relaciones interempresariales y laborales. En ningún momento se inscribe 

en la fatalidad de las cosas la sobreexplotación de la mano de obra, ni esa 

flexibilidad laboral mal entendida y peor aplicada, que en los grandes 

conglomerados siempre toca al operario, rara vez al  gerente,  nunca al 

propietario.  

En la perspectiva histórica, al sostener ahorala inmutabilidad de los actuales 

sistemas capitalistas neoliberales, se partede la baseque la humanidad no 

generará más progreso técnico (por ejemplo, que el modo de producir dentro de 

cinco siglos será igual al de hoy) o que éste no tendrá en el futuro ningún efecto 

sobre las formas sociales. Si no fuera así, la estructura económica, así como las 

normas jurídicas y políticas, deberán adaptarse a los nuevos procedimientos y 

pautas de producción, como lo han hecho en el pasado. Acaso lo único que 

podemos predecir, cuando estamos en medio de una impresionante revolución 

científica y técnica, es que los modos de producir serán en sustancia diferentes. 

Basta con pensar en las aplicaciones que podrán tener, en un futuro no muy 

lejano, las biotecnologías, la fusión nuclear, los rayos laser y la 

                                            
177 Véase Robert Boyer y Jean-Pierre Durand, L'après-fordisme, Alternatives Economiques, Syros, Paris, 1993. 
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superconductividad, para citar sólo algunos ejemplos.178Ni hablar de la informática, 

campo de permanente innovación. 

 

Sin duda, estas técnicas y otras nuevas influirán de maneraimportante en 

las formas de producir, en la organización del trabajo, en los modos de distribución 

de la propiedad y del ingreso, así como en la configuración de los regímenes 

jurídicos y políticos que regulan la economía y la sociedad. Estos procesos de 

cambio son frecuentes en la historia. El uso del estribo permitió montar sobre un 

caballo a un soldado con fuerte armadura, lo que cambió la manera de hacer la 

guerra y junto con otros factores devino, con el tiempo, en las formas sociales 

feudales europeas; a su vez, la Revolución Francesa puede resumirse en la toma 

del poder político por los grupos sociales que detentaban la hegemonía cultural y 

el poder económico. Vale la pena recordar al abate Sieyès, quien definió al Tercer 

Estado (ni nobles ni hombres de iglesia) como el grupo social que lo era todo, sin 

ser nada en política, cuyo programa era breve: ser algo. El desequilibrio entre el 

importante poder efectivo de la burguesía del siglo XVIII, frente a su poco poder 

formal, hizo desaparecer la certeza de que el rey era ungido por derecho divino.  

 

Menos entusiasmante es nuestra situación actual, puesto que si las formas 

jurídicas y políticas no se adecuan a las nuevas situaciones, podría desembocarse 

en la ley de la selva, en donde dominan los más poderosos. Preguntaba el 

entonces secretario general de las Naciones Unidas, Sr. Butros Butros-Ghali: 

“¿Qué es un mercado sin un Estado y sin leyes? La jungla. ¿Y qué organización 

nace de la jungla? La mafia”.179  

2.2. Los cambios en la Argentina 

 

2.2.1. Los gobiernos y las alianzas de poder  

                                            
178 Véase Gérard Jorland, comp., Des technologies pour demain, Editions du Seuil, Paris, 1992. 
179 Declaraciones de Butros Butros-Ghali conferencia ministerial de la ONU sobre la delincuencia organizada, Nápoles, 
21 de noviembre de 1994, citada en El País, Madrid, 28 de noviembre de 1994. 
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Para el caso de la Argentina, los pronósticos de irreversibilidad sorprenden, 

sobre todo frente a una historia llena de cambios y alteraciones. No se trata sólo 

de las marchas y contramarchas propias de todo proceso histórico, sino que los 

tipos de gobierno que rigieron constituyen una sucesión de perturbaciones, 

inversiones y confusiones. Pretender durar es una manía de los detentadores del 

poder; en los gobiernos militares era un ritual repetido aquello de “tenemos 

objetivos y no plazos”.(Véase el cuadro 6). 

 

Cuadro 6 

Argentina: Tipos de gobierno y alianzas de poder, 1945-1999 

 Tipo de 
gobierno 

Alianza de poder 

Primer 
peronismo 

Nacionalismo popular 
estatista 

Trabajadores, empresarios nacionales, fuerzas 
armadas, parte de la clase media. 

Aramburu Autoritarismo 
conservador 

Empresarios grandes agrícolas e industriales. 
Fuerzas armadas. Intereses de Estados Unidos. 

Frondizi Desarrollismo Clase media. Empresarios nacionales. 
Tecnocracia.  

Illia Economía mixta Clase media. Empresarios nacionales. 
Tecnocracia. 

Onganía-
Lanusse 

Autoritarismo 
conservador 

Fuerzas armadas. Empresarios grandes agrícolas 
e industriales. Intereses de Estados Unidos. 

Segundo 
peronismo 

Nacionalismo popular 
estatista 

Trabajadores, empresarios nacionales, parte de la 
clase media. 

Videla Represión neoliberal Fuerzas armadas. Grandes conglomerados, 
“patria” contratista y “patria” financiera. Intereses 
de Estados Unidos. 

Alfonsín Social-democracia  Clase media. Empresarios nacionales. 
Tecnocracia.  

Menem Democracia neoliberal 
antiestatista 

Grandes conglomerados, “patria” contratista, 
“patria” financiera  y “patria” privatizadora. 
Intereses de Estados Unidos. Trabajadores. Parte 
de la clase media. 
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Puede observarse que con respecto a los gobiernos, en cincuenta años se 

pasó del nacionalismo popular estatista del primer gobierno de Perón, al 

autoritarismo conservador de Aramburu, al desarrollismo de Frondizi, a la 

economía mixta de Illia, al autoritarismo conservador de Onganía-Lanusse, al 

retorno nacionalista popular de Perón, a la represión neoliberal de Videla-Martínez 

de Hoz, a la social-democracia de Alfonsín y a la democracia neoliberal 

antiestatista de Menem. ¡Cómo para hablar de permanencia y de 

irreversibilidades! Pero los triunfadores terrenales de hoy ya no tienen, como en la 

antigua Roma, al esclavo que sostenía la corona de laureles durante todo el 

desfile, mientras repetía sin cesar “memento mori” –recuerda que vas a morir–, de 

modo que el circunstancial ganador no olvidase su condición de mortal. Los 

dirigentes contemporáneos sólo se observan a través de la televisión y de las 

encuestas de opinión, de los pareceres filtrados por cortes de aduladores.  

 

En cuanto a las alianzas de poder existentes durante el período 

considerado, se diferencian las peronistas, la desarrollista, las radicales y las 

conservadoras-neoliberales (represivas con los militares y democrática con 

Menem). Aquí también existieron importantes movimientos inversos. Quien 

hubiera creído en la irrevocabilidad de las nacionalizaciones de Perón, se 

equivocaba tanto como el que crea en la irreversibilidad de las privatizaciones de 

Menem. Todo depende de procesos históricos más profundos y, en el fondo, de la 

manera cómo se adaptan los instrumentos de manejo de la economía a las formas 

de vivir y de producir, que se renuevan sin pausa.  

 

En un plano más reducido, pero con cierto heroísmo, piénsese en los 

integrantes de FORJA, que en los años 1930 eran una veintena de estudiosos y 

militantes, a total contrapelo con las ideas predominantes, cuyas soluciones no las 

aceptaba ninguna de la fuerzas políticas con relevancia en ese momento. Pues 

bien: menos de un decenio después, esas ideas desechadas por todos fueron las 
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que rigieron al país en los cuarenta y cinco años siguientes; no sólo porque las 

adoptó el movimiento peronista, sino también el radicalismo intransigente que 

tomó la conducción de la Unión Cívica Radical. Ahora, una de las más importantes 

avenidas de Buenos Aires lleva el nombre de Raúl Scalabrini Ortiz, uno de los 

pensadores de FORJA; mientras que el general Agustín P. Justo, que fue el 

presidente más ilustrado y poderoso del liberalismo de esa época, ni siquiera le 

dio su nombre a un callejón sin salida. Magro consuelo, pero satisfactorio al fin. 

 

Medio siglo después se repitió el fenómeno, aunque con signo inverso. El 

ingeniero Alvaro Alsogaray predicaba, desde los años 1950, ideas que ya eran 

reaccionarias en el siglo XVIII, pero nadie le hacía caso;desde 1991 se 

convirtieron en la doctrina oficial, con la indiferencia o el beneplácito de la mayor 

parte de la oposición política. Veremos cuánto tiempo duran. Las tesis oficiales del 

gobierno y de la oposición, como toda producción histórica, marcada por un 

tiempo y un lugar, tarde o temprano serán reemplazadas por otras que se adecuen 

a las nuevas realidades tecnológicas, a la estructura de poder y a la escala de 

valores predominante.  Hoy estamos dominados por la incertidumbre; pero tanto 

las ideas de irreversibilidad como de restauración parecen ajenas a la realidad. No 

hay sentido de la historia inmanente, es el campo de la incertidumbre, y también el 

de la libertad. 

 

2.2.2. Una tendencia de largo plazo comenzada en 1976 

 

El hecho de que haya habido cambios importantes de mediano plazo en la 

historia argentina no obsta para que se planteen tendencias de largo plazo, que si 

bien son más duraderas, son igualmente reversibles. Tras trece años, terminó el 

fraude electoral conservador, así como después de diecisiete años se acabaron 

los golpes militares comenzados en 1966. ¿Cuánto más durará el neoliberalismo? 
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La insensatez que conoce la Argentina hoy a través de la inversión de los 

órdenes, no es un dato caído del cielo, ni una fatalidad cósmica. Más bien se trata 

del resultado de una evolución histórica. Como en toda cronología, existen fechas 

que marcan el cambio de una situación a otra, puntos de inflexión que definen el 

paso de un estilo de desarrollo a otras modalidades, con distintos protagonistas, 

con diferentes fines. 

  

Así hay que interpretar lo sucedido desde 1976, aunque sabemos que es 

una fecha en parte arbitraria, pues las causas de la transformación pueden 

rastrearse con anterioridad; pero el 24 de marzo de 1976 es, sin duda, el día en 

que los grupos dominantes en la Argentina asumieron la totalidad del poder real y 

formal, como no lo hacían desde el advenimiento de Yrigoyen. 

 

Por supuesto, no se trata de la misma clase dirigente. En 1916, comienza la salida, más o 

menos parcial según los años, con retornos marcados por golpes, condicionamientos o 

intentonas, de una clase dirigente que era la heredera de la generación de 1880. A medida 

que avanza el siglo, cada vez se parece menos a esa elite política que estructuró la 

Argentina sobre una base expansiva, basada en la educación generalizada, la inmigración 

masiva, el establecimiento de un Estado que era funcional a sus intereses, pero que permitía 

la incorporación y el ascenso de otros grupos sociales. No se trata de ensalzarlos, ni de 

olvidar los hechos, a veces sangrientos, que sacudieron la época, ni la realidad, muchas 

veces patética, del Informe sobre el estado de las clases obreras argentinas a comienzo del 

siglo, de Juan Bialet-Massé. Pero sí se trata de describir el paso de una clase dominante de 

base agraria con lazos externos con el Imperio Británico, a otra elite, constituida por 

sectores industriales, comerciales, financieros y petroleros, así como los nuevos dueños de 

los servicios públicos privatizados; en todos estos sectores hay una fuerte presencia de 

empresas transnacionales y de grupos locales grandes, a veces asociados.180 

                                            
180 Para el lector interesado, bastaría el ejercicio de examinar, en las diferentes guías de sociedades anónimas, la 
composición de los directorios de las grandes empresas nacionales y transnacionales. Los mismos apellidos se repiten, ya 
que ese es el “elenco estable” que combina el poder del estado y el poder del establishment. Un excelente análisis del tema 
se encuentra en Daniel Aspiazu, “La elite empresaria y el ciclo económico. Centralización del capital, inserción 
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Esta configuración es nueva. Se gestó a lo largo de los años, desde la posguerra a 1976, 

momento en que tomaron las riendas de la sociedad argentina, sin haberlas soltado desde 

entonces, a pesar de que durante un lapso se debilitó su influencia política. Al debate sobre 

el modelo de desarrollo, escamoteado en permanencia, se suma el problema de la 

sustentabilidad de la fórmula política actual. 

 

Este régimen, si bien no es nuevo en la historia humana, se presenta con 

rasgos que de tan característicos parecen caricaturales.  

 

Debilitado el poder del Estado y destruidos sus mecanismos operativos, 

eliminadas las empresas públicas, captada en su provecho la renta de los 

recursos naturales y convertidos los ciudadanos en sus clientes cautivos, la clase 

dirigente modelo 1976 actúa con una coherencia notable en el manejo de sus 

intereses. Nada más fácil que gobernar con los recursos económicos en la mano; 

cualquier gobierno que pretenda aplicar una acción diferente a los intereses de 

ese establishment, ve desvanecerse el poder de la noche a la mañana, como 

ocurrió con el presidente Alfonsín. No hablamos de una reunión secreta, ni de 

alguna conspiración en contra de tal o cual interés. Es, en su forma más cruda, un 

comportamiento brutal, un habitus de clase. Antes de 1976 se manejaban con 

golpes militares, como los que derrocaron a Perón, Frondizi, Illia e Isabel Perón. 

Ahora les basta con cooptar –digamos así, para ser finos–, a los sectores político-

partidarios; y si no bastara con ello, amenazar con “golpes de mercado”. Sin 

embargo, esta forma de actuar no es invencible. 

 

 

 

                                                                                                                                     
estructural y beneficios extraordinarios”, en La economía argentina a fin de siglo: fragmentación presente y desarrollo 
ausente, FLACSO/Eudeba, Buenos Aires, 1998. 
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2.2.3. Un camino: la lucha contra lo pésimo 

 

En la situación actual, creemos que el camino para escapar de esta lógica trágica consiste en 

comprender la política y encarar cambios posibles a través de la lucha contra los pésimos. 

Pero este combate no puede darse en abstracto, sino que para llegar a sus estructuras, a sus 

bases, se necesita conocer las vías de acceso, como las tenía el Infierno circular del Dante. 

Sólo que aquí no se trata de Virgilio que lo sacó de la intrincada selva y lo condujo, sino de 

requisitos poco poéticos pero no menos necesarios: un cambio en la conciencia social, la 

estructuración de una voluntad política (no de un voluntarismo), y una mutación en el poder 

político. Casi nada.  

 

Creemos que éstas son las condiciones necesarias para restablecer la 

jerarquía entre los órdenes moral, político y económico a los que nos referimos en 

este libro. Corresponde que el orden superior en cuanto a los valores, sea capaz 

de ponerle límites al orden inferior: que el moral limite al políticoy que ambos 

acoten al económico. De allí podrá surgir una lógica diferente para encarar y 

solucionar los problemas.  

 

3. La conciencia social 

 

“Junto a los impulsos e instintos, en líneas generales constantes, que 

constituyen como la dote natural del hombre, aunque no son en modo alguno 

inmutables, existen además determinadas formas de representación, hábitos 

mentales y propensiones afectivas y volitivas, en una palabra, actitudes 

psicológicas que guían las conductas del hombre por determinados caminos y que 

constituyen como su dote cultural”.181En esas conductas se distinguen por una 

parte los usos y costumbres, que tienen regularidad de hecho y que no los exige 

                                            
181 Hermann Heller, Teoría del Estado, op. cit., pág. 100. 
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nadie; y por la otra las obligatorias que son exigidas por nosotros mismos o por 

otros.  

 

El problema surge cuando se aflojan los “usos y costumbres” y cuando las 

representaciones normativas se subvierten. Es decir, cuando las normas morales 

ya no sirven como límite y cuando el nivel moral es invadido por el orden político o 

el económico. Veamos lo ocurrido en dos etapas recientes de la vida argentina.  

 

Durante la dictadura militar de Videla-Martínez de Hoz, el orden político 

invadió al moral. Para la represión militar, los objetivos políticos obviaban toda 

justificación moral; la supuesta guerra admitía el asesinato y la tesis del “mal 

mayor a evitar” legitimaba la tortura. En esta visión, se libraba una batalla mundial 

contra el comunismo, que legitimaba toda coacción. En resumen: “Es moral matar 

gente si se está autorizado desde la política”. Así se llegó al horror.  

 

También existió una invasión subrepticia del orden económico sobre el 

político y el moral: no pocos empresarios pasaban a las fuerzas de seguridad los 

nombres de los dirigentes sindicales perturbadores, a los que había que hacer 

desaparecer. No debe olvidarse que durante ese régimen no todo fue represión: 

además hubo neoliberalismo ortodoxo y comenzó a generalizarse la corrupción en 

gran escala. Es allí cuando empezó el saqueo metódico de las empresas públicas 

argentinas, con el aumento de compras de bienes y servicios no personales, junto 

con la obligación de contraer deuda externa para financiar la evasión de capitales 

privados; y la posterior exclusión de las empresas públicas de todos los seguros 

de cambio ofrecidos a las empresas privadas en 1981 y 1982. Convivieron, en 

moderno lecho de Procusto, la muerte, la corrupción y el poder.  

 

Aún sufrimos los resultados, no sólo por el deterioro sustancial de las 

normas morales y políticas, sino por la desaparición física de parte importante de 
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una generación de militantes políticos (y muchos de los que quedaron, se 

“borraron” de la política). Quedan resabios: la indiferencia por la desgracia ajena 

(“en algo estaría metido”), la sensación de que frente a una arbitrariedad política 

nada es posible y la exacerbación del egoísmo (“la suerte de los demás no 

depende de mí”). 

 

Después, el auge neoliberal llevó a la hegemonía del orden económico, que 

invadió al político y al moral, tal como se describió con anterioridad; pero no sólo 

se trató de una preponderancia en la cual no se ponían límites a lo económico, 

sino que los propios órdenes moral y político se pusieron a funcionar de acuerdo 

con pautas económicas. Con ese enfoque, es moral lo que acreciente las 

ganancias, aunque contradiga las condiciones básicas de toda vida civilizada en 

sociedad; también es aceptable cualquier política que incremente las utilidades, 

sin importar si se destruyen instituciones y se disgrega a la comunidad nacional. 

 

Mientras la moral y la política continúen sometidas a la economía y por lo 

tanto sufran de una intensa anomia, nada podrá hacerse. Por eso, la primera 

batalla es la que debe librarse para que la moral imponga límites a la política, y 

ambas a la economía. Ello significa un cambio profundo en la conciencia social. 

No es fácil, pero tampoco imposible. Pensemos cuántas veces cambió la 

conciencia social argentina en el último medio siglo. No se trata sólo de lo político; 

el cambio más importante quizás haya sido el del comportamiento sexual admitido 

por la sociedad. Aquí se pasó de la prohibición a la permisividad. No sería raro 

que se diera el proceso inverso con respecto a la corrupción; entonces tal vez 

comience el proceso de restablecimiento de los órdenes. Una mutación cultural 

hace probable un cambio en la lógica de funcionamiento de la sociedad. 

 

Creemos que el ataque contra la corrupción podría servir de detonador en 

el combate contra los pésimos. Si se lo profundiza, quedarán al descubierto las 

mafias –en primer lugar la de la droga– y será factible una renovación política. La 
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primera consecuencia, será la desaparición –o al menos la disminución 

sustancial– del pésimo de la impunidad, para lo cual es decisiva la moralización y 

la reacción del poder judicial. Recordemos que la renovación política que vive 

Italia comenzó por allí.  

 

4. La voluntad política 

 

Para que un cambio en la conciencia social tenga efectos en la práctica, 

debe manifestarse en una voluntad política. Sin ella, sólo quedarán 

remordimientos, pero no se incidirá sobre la realidad. No apelamos aquí al 

concepto de voluntarismo, que apenas consiste en intenciones declaradas con 

fuerza pero sin ánimo de instrumentación, veleidad harto conocida en el mundo 

político. 

 

“Lo que caracteriza verdaderamente la voluntad y la distingue de las demás 

actitudes como las operaciones intelectuales, es la presencia de un conflicto, 

conflicto entre tendencias y que, en consecuencia, tiene como objeto el fin de la 

acción (no sus medios, que dependen de la inteligencia). El acto de voluntad tiene 

como función el resolver este conflicto entre los fines”.182De esta manera se perfila 

lo que entendemos por voluntad, en el contexto de la lucha contra lo pésimo: es el 

deseo de restablecer la jerarquía social de los órdenes moral, político y 

económico. 

 

Una de las funciones básicas del Estado es la formación de una comunidad 

de voluntad y de valores que le sirva de sostén, “lo que realizará de modo mediato 

valiéndose de instituciones de toda clase y especialmente por la influencia ejercida 

                                            
182 Ed. Claparède, “Voluntad”, en Sociedad Francesa de Filosofía, Vocabulario técnico y crítico de la filosofía, por André 
Lalande, op. cit.. 
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en la enseñanza y en la formación de la opinión pública”.183 Lo primero, pues, es la 

formación de la voluntad política, que está directamente ligada a los intereses que 

defiende cada grupo y a su ideología. Aquí suele existir un vicio: los grupos que en 

general más influyen sobre la opinión pública son aquellos que están bajo la 

influencia del poder real,por lo que pueden fabricar una voluntad política o revestir 

sus torpezas de “voluntad virtual”.  

 

Así lo sintetiza Habermas, al afirmar que “el sistema político se asegura la 

lealtad de las masas por vías a la vez positivas y selectivas: positivas, dando la 

oportunidad de aprovechar los programas sociales del Estado; selectivas, 

excluyendo del debate público ciertos temas y determinados aportes. A su vez, 

estos procedimientos pueden tener lugar gracias al filtro sociocultural del acceso al 

espacio público político, por la deformación burocrática de las estructuras de la 

comunicación pública o por una regulación que manipule los flujos de 

comunicación”.184  

 

Ya no rige la imagen tradicional de la zanahoria y el palo; ahora es la 

zanahoria, el temor al desempleo y la desinformación. Si bien las zanahorias están 

escasas por los ajustes presupuestarios, siempre puede hacerse algo para 

mejorar la suerte de los que están peor. Lo más grave es el miedo a la 

desocupación, que se parece bastante al palo, a través de la amenaza de hambre 

y exclusión. En cuanto a la desinformación, se controla con cuidado el acceso a 

los medios masivos de comunicación (en especial la televisión), para que las 

interpretaciones que se difundan no inciten a cuestionar el fondo de los problemas.  

 

Existe una enorme concentración en la propiedad de los medios de 

comunicación, que se manifiesta sobre todo en la televisión; además, los 

                                            
183 Hermann Heller, Teoría del Estado, op. cit., pág. 253. 
184 Jurgen Habermas, Théorie de l'agir communicationnel, Fayard, Paris, 1987, tomo 2, pág. 381 (primera edición en 
alemán en 1981). 
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auspiciantes de programas o avisadores de diarios, ejercen una notoria influencia 

en lo que se publica y en lo que se omite. La responsabilidad de esta situación no 

es de los periodistas sino del sistema de información, que es en definitiva un 

aparato ideológico de reproducción influenciado por el grupo dominante en ese 

momento. Así, se manipula la información de tal modo que parezca que no hay 

otra forma de solucionar los problemas que la que practica el gobierno y no surjan 

planteos alternativos. Por el lado de la oposición, gran parte de ella está de 

acuerdo en el fondo y en desacuerdo con las formas. Se postula para hacer lo 

mismo, pero mejor. Resulta así muy difícil que se forme otra voluntad política. 

 

Sin embargo, para llevar a cabo procesos de transformación, es necesario 

remontar esas influencias, lo cual es difícil, pero no imposible. La tarea se facilita 

cuando se instala una conciencia social favorable al cambio, lo que suele suceder 

cuando un vicio se hace insoportable (por ejemplo, la violencia de las dictaduras 

militares, el malestar económico del neoliberalismo, la corrupción extrema de los 

grupos dirigentes en ambos casos). En lo inmediato, la relación de fuerzas 

existente en la sociedad suele impedir que otras opiniones alternativas se den a 

conocer. Esta situación difícil es también una oportunidad de recuperar la 

militancia como medio de compromiso social, que se encuentra expresada hoy 

más en actividades locales, relacionadas con la escuela, el hospital o el trabajo 

social comunitario que en los partidos políticos, dedicados a la clonación y 

colocación de operadores en “espacios” políticos, anclados más en una lógica 

futbolera de duelo de hinchadas (dicho con todo respeto a los hinchas de fútbol), 

que en un proyecto político.  
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5. Los instrumentos del poder  

 

5.1. El Estado 

 

En los puntos anteriores señalamos que dos de los requisitos 

indispensables para emprender el ataque a los pésimos son un cambio en la 

conciencia moral de la sociedad y la formación de una voluntad política; pero estas 

condiciones si bien son necesarias, no son suficientes. Sin un instrumento 

operativo, sería un espíritu sin cuerpo; quedaría girando en el vacío. Se limitaría al 

cuestionamiento moral, pero no podría rozar el funcionamiento político ni menos 

aun enfrentar a los pésimos.  

 

De allí que el deterioro del Estado actúe como un acelerador de la 

descomposición política y como un freno a la posibilidad de reforma profunda. El 

razonamiento es claro: el orden político es el que debe ponerle límites al 

económico; pero eso es imposible si el instrumento político básico que es el 

Estado, no quiere o no puede actuar. El orden económico entonces controla al 

Estado para que no lo moleste, o más aun para que se sume a la invasión 

economicista; además, lo hace inapto para actuar en su contra (por ejemplo, en 

esas circunstancias se manifiesta la inutilidad de muchos de los organismos de 

control de las empresas privatizadas). 

 

Para que el Estado sea el eje de la construcción nacional no es necesario 

volver atrás, ni de modo real, puesto que es imposible, ni de modo mítico, porque 

no se trata de recrear el Estado argentino tal como se lo conoció en nuestra 

historia. En términos generales, se trata de reconstruir el Estado, pero ¿sobre qué 

bases?  
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Montesquieu puede aportar un concepto decisivo sobre la cuestión del 

Estado. En efecto, el autor del Espíritu de las Leyes distinguió entre la naturaleza 

–lo que hace al ser, a la esencia– y el principio de los gobiernos, aquello que los 

hace actuar. Si retomamos esta categorización, diríamos que el Estado es la 

naturaleza necesaria pero no suficiente de un país, puesto que precisa del 

dinamismo y desarrollo de la sociedad civil para alcanzar el principio político del 

bien común. Se estructura una relación entre el ordenamiento territorial soberano 

junto con las iniciativas sociales, económicas, culturales producidas por la 

sociedad: es el espacio político. Así lo demuestran las funciones y acciones del 

Estado en los tres grandes centros del poder mundial, que son Estados Unidos, 

Europa y Japón. 

 

Según quiénes gobiernen, el Estado puede ser tanto el ejecutor directo de 

una política económica que favorezca al pueblo, como el gerente que garantice el 

cumplimiento de las reglas de juego y el otorgamiento de las subvenciones 

necesarios a la política neoliberal. En ambas situaciones, esta función sólo puede 

cumplirla el Estado: no existe ningún otro instrumento al alcance de las fuerzas 

populares para aplicar su política; y, en la posición opuesta, los grupos 

privilegiados necesitan del Estado para imponer el orden social, para que financie 

sus actividades y para que estatice sus pérdidas. Señalemos que en uno y otro 

caso, la fisonomía del Estado será muy distinta.  

 

Más relevante que debatir acerca de “más o menos Estado”, como si fuera 

una sustancia homogénea y divisible, es discutir sobre el tipo de Estado deseable, 

sus objetivos y en beneficio de quiénes debe actuar. En la situación actual, en 

muchos países latinoamericanos se requiere una reforma del Estado de signo 

inverso a la realizada por los neoliberales, que le otorgue eficiencia y lo ponga al 

servicio de la nación.185  

 
                                            

185 Véase Alfredo Eric Calcagno y Alfredo Fernando Calcagno, comunes, op. cit., págs. 28 y 29.  
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5.2. Cambio en la estructura del poder político 

 

El tercer requisito para emprender este combatees un cambio en la 

estructura del poder político, que haga posible que el Estado se transforme en un 

instrumento apto para gobernar a la sociedad y para combatir a los pésimos.  

 

 Por cierto, la linealidad política clásica que se conoció, no es más operativa: 

ya no se trata de la trinidad “militancia - elecciones - poder de Estado” para 

transformar la sociedad. Las relaciones y los factores de poder han variado hasta 

en su sustancia. Hoy existe una multiplicidad de actores sociales que intervienen 

en los procesos políticos, muchas veces sólo en defensa de intereses sectoriales, 

sin una visión de conjunto federadora. De este modo, el Estado se plantea como el 

espacio que recibe a los cuadros de tal o cual partido, a los tecnócratas de tal o 

cual fundación,no como el cauce de encuentro de diferentes visiones y prácticas 

políticas.  

 

Baruj Spinoza, profundo conocedor de la naturaleza humana, escribía que 

“el derecho natural de cada hombre está pues determinado no por la sana razón, 

sino por el deseo y el poder”.186 El deseo lo dan la conciencia social y la voluntad 

política; el poder depende del fortalecimiento y control del Estado, no ya como 

deus ex machina de la totalidad de la escena política, sino insertado en una visión 

de índole más estratégica, sin perjuicio de su tamaño y funciones. La realidad 

puede cambiar, no las misiones fundamentales del Estado, ni es aceptable la 

renuncia al servicio público. Sería consentir que los argentinos pasen de 

ciudadanos a clientes; esto en el mejor de los casos, porque para ser cliente hay 

que tener cierto poder de compra, de modo que mucha gente pasaría de 

ciudadano a excluido. 

 
                                            

186 Baruj Spinoza, Traité des autorités théologique et politique, capítulo XVI, Oeuvres complètes, Gallimard, París, 1954, 
pág. 825, (primera edición en 1670). 
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Es en esa perspectiva que el debilitamiento del Estado es un pésimo 

político mayor. Entonces:¿cómo proceder? ¿cuáles son las condiciones 

necesarias para que el Estado pueda ser el eje de la construcción nacional? No se 

trata aquí de proponer una plataforma política, sino de esbozar algunas pistas que 

nos parecen útiles para revertir la decadencia neoliberal actual. 

 

La primera pista es de orden filosófico. Se refiere a que no deben 

considerarse los problemas como una serie de hechos inconexos, sin relación de 

causa a efecto, ni tampoco como un complot urdido en el secreto; se trata de 

retomar las categorías básicas que fundan a la vida en sociedad –la moral, la 

política y la economía–, de jerarquizarlas de nuevo, y de articular de manera 

coherente la teoría y la práctica.  

 

La segunda pista indica que se requiere un cambio en la naturaleza de las 

fuerzas políticas y económicas que controlan el Estado y estructuran a la 

sociedad; tanto como una transformación de la organización del Estado, de modo 

que pueda cumplir con sus funciones necesarias. Como la constitución que lo 

funda y estructura, el Estado es un resultado de las relaciones de poder 

existentes, a la vez que un instrumento para determinar a qué grupos sociales se 

quiere favorecer con prioridad: si a los trabajadores, subempleados y 

desempleados, o bien a los grandes negocios, transnacionalizados y 

financieros.En el fondo, de eso trata la política. Tal como la conocemos desde la 

Revolución Francesa, la configuración política aparece hoy caduca. En otras 

palabras, es indispensable un fortalecimiento del Estado en ciertas actividades; y 

las áreas de las que se retira y en las que el interés general esté comprometido, 

deberán ser ocupadas por la sociedad.  
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La tercera pista es una invitación a la irreverencia. Más importante que la 

violencia, real o simbólica que ejerce el dominador, el elemento determinante es el 

consentimiento del dominado.187  

 

No se trata de una irreverencia procaz, sin destino, extremista, sino más 

bien de una irreverencia rigurosa y metódica. Acaso aquellos preceptos que se 

presentan como indiscutibles, no sean más que falsas tablas de la ley, y de poco 

sirven los verdaderos mandamientos si no se los practica de manera permanente. 

 

 Expresada en abstracto, una transformación del poder político parece una 

meta de muy difícil cumplimiento; pero en la Argentina de hoy puede estar más 

cercana de lo que imaginamos. La desestructuración a la que nos han llevado 

regímenes de fuerza y de disolución hace todo posible, y el giro puede ser de 180º 

o de 360º, pasando por todos los grados, y regresar o no al punto de origen. 

Volvemos aquí a la incertidumbre. La falta de solidez política y la precariedad 

económica son dos taras, pero a la vez abren posibilidades: no se enfrenta a un 

sistema consolidado e inamovible. Así, una alteración en la estructura del poder 

político puede arrastrar una mutación económica. La clave del cambio puede 

residir en el combate contra los pésimos. 

 

 

 

 

 

 

 
 

                                            
187 Maurice Godelier, L’idéel et le matériel, Fayard, Paris, 1984, pág. 23. 
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                                Conclusión  
     

                                                            “... he tomado el mayor cuidado en no                                                                      

                                                    burlarme de las acciones humanas, de                                                                            

                                                  no deplorarlas ni maldecirlas, sino de                                                                                     

               comprenderlas. 

La nación se encuentra en falta 
cuando ejecuta o tolera actos 
susceptibles de provocar su propia 
ruina”.  

Spinoza, Tratado de la autoridad 
política, cap. I, 1 y cap. IV, 4. 

       

1. La explosión de los pésimos 

 

En los momentos de grandes crisis sociales, se produce un fenómeno 

que evoca a las tragedias griegas; ocurre cuando una corriente hegemónica es 

incapaz, tanto desde lo intelectual como desde lo operativo, de brindar 

soluciones a los problemas más urgentes. Muchas de estas obras están 

centradas en la disyuntiva de obedecer a dos imperativos contradictorios. En 

Antígona, por ejemplo, los deberes de origen divino, que dictan a Antígona dar 

sepultura a su hermano, chocan con las leyes humanas, que lo prohiben. De 

este modo se llega a una situación donde cada actor sigue su propia lógica, 

ajeno a los acontecimientos generales que permitirían tomar distancia y 

elaborar una salida, y desembocan así en la muerte.  

 

De una manera menos literaria, el tiempo inmediato anterior a las 

grandes crisis de América Latina –que en otra época culminaban en golpes de 

Estado– se asemeja a estas tragedias, donde la conducta de los grupos 

políticos entra en un “cada uno para sí y Dios para todos”, momentos hechos 

de actitudes pequeñas, de poses vanas, cuando los partidos civiles se 



244 
 

encuentran cómplices, atontados o resignados frente a la usurpación del poder. 

En América Latina, los golpes de Estado de Pinochet y de Videla son 

ilustrativos. En el período anterior a ellos, cada grupo político y económico, 

desempeñó su papel con inflexibilidad. El oficialismo cumplía con su tarea sin 

transar; la oposición civil se mantenía inconmovible (y además tenía la ilusión 

que en definitiva sería la beneficiaria de la crisis); el coro pronosticaba y 

declamaba la tragedia, pero nadie le hacía caso. Al final, todos avanzaron de 

modo inexorable hacia el precipicio; como era natural, se cayeron, y 

sobrevinieron miles de muertos. La rigidez terminó en rigor mortis. 

 

Así sucede también con los pésimos; en la historia de los países llegan 

momentos en los que “explotan”, sin que se trate de truenos en un cielo azul, 

sino que es posible identificar con claridad los síntomas inequívocos de la 

“tragedia griega”. Veamos algunos de ellos: la producción real está lejos de la 

potencial; la miseria de los más pobres no concuerda con su bienestar posible, 

o al menos con su mejoramiento; no existen pautas morales que limiten la 

conducta del conjunto del grupo dirigente; los intereses nacionales son violados 

a diario por la codicia de los dueños económicos del país; la sumisión política, 

ejercida de manera cotidiana y hasta “carnal”, desdeña los márgenes de 

soberanía existentes. El cuarto poder, muchas veces el sector con más 

credibilidad en la sociedad, apunta más a los vicios de forma que a las 

verdaderas catástrofes, con el justo oprobio a malversaciones menores, a 

frivolidades infantiles, pero no se preocupa por interrogar –ni descubrir– las 

causas de esas ostentaciones, meros efectos secundarios, sólo el decorado de 

la tragedia más grave con la que concluye la obra.  

 

2. Entender la política 

 

Antes que se haya consumado la tragedia, siempre es posible pensar, 

hasta algunas veces actuar. La explicación de la política es una necesidad que 
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a gritos demanda la sociedad; por supuesto, sólo por excepción se encuentra 

expresada en plenitud en algún programa de televisión y rara vez en un diario, 

ya que no es un tema urgente en la agenda legitimada y virtual –pero no 

legítima ni real– del establishment. En nuestro esfuerzo para entender la 

política, desarrollamos un razonamiento en torno a dos ejes principales. 

 

El primero surge de la observación de ejemplos históricos, que muestran 

que en el fondo de las insensateces está la confusión entre los órdenes 

sociales. Seguimos aquí el razonamiento del filósofo francés André Comte-

Sponville, quien plantea la necesidad de jerarquizar los órdenes sociales con la 

escala que surge de los valores: moral, política, economía. La principal causa 

de las catástrofes actuales es la expansión del orden económico que ha 

invadido a los otros órdenes. No sólo no ha aceptado los límites que deben 

imponerle los órdenes superiores, sino que los hace funcionar de acuerdo con 

las pautas económicas. No hay “deber ser” ni política, hay ganancias; sólo 

importan la moral y el poder cuando generan rentabilidad. 

 

El segundo eje es la oposición entre lo óptimo y lo pésimo. Los 

programas políticos y económicos se proponen llegar al óptimo; el problema es 

que el óptimo varía según los intereses de cada uno y, sobre todo, que siempre 

es para después, nunca para hoy. Sostenemos que en lugar de ilusionarnos 

con un óptimo que jamás llegará, nos preocupemos por combatir los pésimos 

que nos agobian ahora. El acceso al óptimo es cuestión de imaginación; el 

combate contra los pésimos, de voluntad.188 Repetimos que no se trata de un 

programa minimalista, porque en cuanto se profundiza cualquier pésimo, se 

llega a las estructuras de poder que lo generan o sostienen. 

 

                                            
188 Véase André Comte-Sponville, Valeur et verité, op. cit., págs. 156 y ss. 



246 
 

En el transcurso del libro consideramos los casos en que el orden 

económico se plantea como hegemónico con respecto a los demás; y aquellos 

en los que, junto con el orden político, no aceptan límites o invaden al moral. 

En cada situación se analizan cuáles son las insensateces que llevan a ese 

extremo, los pésimos que se generan y algunas de las medidas con las que se 

ha combatido a esos pésimos en situaciones concretas de otros países.  

 

Este viaje conceptual nos ha llevado de las catástrofes históricas hasta 

el esbozo de una estrategia, creemos que novedosa, para salir de la crisis en la 

que se encuentra la Argentina. Su raíz está en la racionalidad en el análisis de 

los problemas y en la coherencia de los órdenes sociales y las acciones 

políticas; se trata de recuperar una tradición permanente en el pensamiento 

que es la reflexión sobre razón, racionalidad y razonabilidad. 

 

No se trata de la Razón otrora deificada por los jacobinos franceses, pues bien 

sabemos, desde Goya, que el sueño de la razón produce monstruos; ni se trata 

de la razón de Estado, último argumento de reyes, de la visión intrigante y 

complotista de la historia. Se trata más bien de una razón pascaliana, 

consciente de sus límites –“el corazón tiene razones que la razón no 

comprende”–, pero de probado impacto, de indispensable uso en el campo 

social.  

 

Se rescata también la racionalidad de las acciones políticas, ese viejo 

ejercicio virtuoso de adecuar fines y medios, lo que por sí supone una reflexión 

sobre la finalidad (el área moral), tanto como la identificación de los medios 

posibles y efectivos (la decisión política). Allí surge la razonabilidad de las 

acciones, puesto que no interesa, al menos hoy, al menos aquí, proponer lo 

irrealizable. Se trata en este momento de rescatar el espacio político, ámbito de 

articulación entre lo moral, campo del deber, y lo económico, campo de la 

riqueza, de su producción y de su distribución. 



247 
 

 

¿Son éstas meras abstracciones intelectuales? No lo creemos. Piénsese 

en la trascendencia de imponerle límites morales a la política, y límites morales 

y políticos a la economía; y de atacar coordinadamente a los mayores pésimos 

que degradan la vida nacional.  

 

A fuerza de escribir sobre lo pésimo, de corregir, de debatir, de cotejar 

nuestras ideas con otros conceptos, actuales o pasados, sucede que se pierde 

perspectiva. ¿Diremos, acaso, que la solución de la crisis pasa por la reducción 

de los problemas? Casi una banalidad. Pero acaso también, a fuerza de 

confusión de ordenes, de frivolidad intelectual (esa trahison des clercs tan 

argentina, que consiste en el oficialismo sucesivo de muchos pensadores), se 

han perdido los puntos de referencia, la discusión sobre los fines y la 

evaluación de los instrumentos.  

 

De allí que proponer “terminar con lo pésimo” sea algo más que una 

tautología: pensemos en las decisiones, no en alcanzar algún consenso blando 

(hecho de posiciones soft y de ideología light); estudiemos el diagnóstico, no 

apliquemos una receta que no toma en cuenta ni la historia ni las personas; 

construyamos una voluntad política, porque si el camino para salir de la crisis 

consiste en la resolución de los peores problemas, pero nadie lo hace, los 

problemas, por fáciles y diagnosticables que sean, serán invencibles.  

 

Es indispensable entonces preservar al país mismo y a sus habitantes, 

antes que diseñar modelos ideales de país. Eliminar lo “pésimo” no significa 

llegar a una sociedad perfecta, ni invalida la discusión sobre estilos de 

desarrollo y modelos alternativos. Al contrario, posibilita ese debate y lo jerarq-

uiza. Pero la magnitud de la crisis es tan grande y el desconocimiento de los 

problemas de tal importancia, que la dirección de las acciones no se vislumbra 
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con claridad. En ese contexto, la política “contra lo pésimo” representa un 

camino que identifica los problemas, a la vez que fija un objetivo a las 

voluntades.  

 

Es en esa perspectiva que tratamos de emprender el ejercicio 

recomendado por Borges, tal como lo citamos en la Introducción: asumir el 

hermoso deber de imaginar que hay un laberinto y un hilo. Que estamos en un 

laberinto ya lo sabemos; lo difícil es saber cuál es el hilo que nos lleva a la 

salida. La lucha contra los pésimos morales, políticos y económicos puede ser 

un eficaz hilo, a la vez que agenda de gobierno y, desde ya, la salida para lo 

que puede convertirse en una crisis terminal. El planteo estratégico está en el 

establecimiento de la jerarquía correcta entre los órdenes sociales; la acción 

táctica, en el ataque a los pésimos. Ahora cabe preguntarse, ¿quiénes querrán 

restablecer la jerarquía de los órdenes sociales?, ¿cuáles serán los grupos 

políticos, sociales y económicos capaces de combatir contra los pésimos 

presentes?  

 

 

 

 


